LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

CUERPO DE TAQUÍGRAFOS

       AUDIENCIA PÚBLICA

16 de noviembre de 2009
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA



-En la Ciudad de Córdoba, a 16 días del mes de noviembre de 2009, siendo la hora 9 y 48:

Sr. Presidente (Heredia).- Buenos días. 


Damos comienzo a la audiencia pública convocada para el día de la fecha.


En primer lugar, tiene la palabra el señor Paulo Graglia, de la Cámara de Motocicletas de Córdoba.

Sr. Graglia.- Buenos días.


En primer lugar, quiero agradecer a las autoridades del bloque por darnos esta oportunidad y saludo a los demás legisladores y colegas de otras cámaras que están presentes.


De la lectura de este proyecto de ley, analizamos dos aristas distintas, aprovechando el conocimiento que tenemos del sector; primero, lo que se refiere a Impuesto Automotor y, por otro lado, lo referido a las actividades comerciales.


En cuanto al Impuesto Automotor observamos, en lo referente estrictamente a motovehículos –que es el Capítulo VII, Artículo 37, inciso 2.3-, que en su primer columna cita: “ciclomotores de 50 centímetros cúbicos”, que es una especie de motovehículos extinguida ya que no se fabrican más. En la actualidad, los ciclomotores que se están fabricando son de 70 y 90 centímetros cúbicos, con la misma apariencia de aquellos de 50 centímetros cúbicos.


Si seguimos analizando, la columna 2 abarca a vehículos de 50 a 150 centímetros cúbicos. En su mayoría, el parque de esos vehículos está compuesto por motocicletas de 110 centímetros cúbicos, como la tradicional Gilera Smash y todas estas que vemos en la calle. Son vehículos cuyo precio de contado efectivo ronda los 3.300 pesos; como están gravados con 72 pesos anuales, la alícuota sería del 2,2 por ciento, bastante alta si consideramos que los poseedores de esos vehículos son precisamente la gente más carenciada, por lo que les estaríamos cobrando una alícuota extremadamente alta.


Si lo llevamos al 1,5 por ciento, que es el espíritu con el cual se intenta cobrar el Impuesto Automotor, habría que pagar 49 pesos anuales. Si analizan cuánto cuesta la emisión de cedulones, cuánto cuesta repartirlos, con la morosidad real que hay, seguro que esto ocasiona una pérdida de dinero a la Provincia.


Entonces, la propuesta es abrir el espectro y generar un renglón, hasta 110 centímetros cúbicos, que sea gratuito. Esto no es dádiva sino analizar cuánto le cuesta a la Provincia. Entonces, lo más económico para la Provincia es no cobrarles a los motovehículos de hasta 110 centímetros cúbicos. Si analizan bien los números, les van a dar los cálculos y la Provincia va a ganar más que cobrándolo.

Si pasamos al análisis de la actividad comercial, que es la segunda arista, en el año 2008 cuando hablábamos de Ingresos Brutos para la industria –una gran pelea al respecto-, decíamos que iba a generar recesión, desocupación y desinversión, y que no se estaban atacando los problemas de fondo, como el gasto público, por ejemplo.


Ahora, nos encontramos con modificaciones de alícuotas realmente importantes. Si analizamos lo referido a Impuesto de Sellos para el caso de las propiedades de alquiler, podemos reflexionar que la gran mayoría de los comerciantes céntricos tienen propiedades alquiladas, por lo que ese impuesto, cuya alícuota se incrementa en un 138 por ciento, es desmesurado, y ni hablar de los boletos de compra-venta para las propiedades industriales, cuya alícuota se incrementa en un 500 por ciento. Cuando el industrial vende la propiedad, es porque no tiene otro recurso, así que, por favor, no nos carguen con otra mochila. Cuando vendemos el inmueble industrial es porque nos hemos tenido que ir de la ciudad por no tener más habilitación, por lo cual nuestro inmueble ya no vale lo que invertimos, o porque nos hemos fundido. En definitiva, aumentar esa alícuota es bastante gravoso.


Ni hablar lo que representa esto para la venta mayorista. En el caso de los repuestos de motos que se gravan por muy poco margen, elevarlo al 4 por ciento es una carga tanto o más pesada que el IVA. Esto, seguramente, va a generar evasión, y es grave porque la misma se traduce en menor recaudación y competencia desleal. 


Volvemos a lo mismo de siempre, estamos frente a un Gobierno que no sabe de dónde sacar plata y necesita bajar el gasto. 


Sé que es muy difícil que se modifiquen estas alícuotas, esa es la sensación que tiene un empresario. 


El año pasado, la empresa que hoy me toca dirigir cumplió 50 años; el festejo fue una cena en mi casa con mi padre y mi tío, que fueron los fundadores, no daba para otra cosa. Imagínense como se nos ponen los pelos cuando sabemos que los festejos del bicentenario va a costar 50 millones. Si en su momento no hicimos gastos, tampoco tendría que hacerlos el Gobierno.


Vivimos frente de un Gobierno –me refiero al nacional, al provincial y al municipal- que ha cambiado el concepto, creen que los ciudadanos estamos a su servicio en vez de él al servicio nuestro.


Cuando la industria está a full, nos piden que bajemos el consumo de energía; cuando hace calor, que no consumamos agua; en invierno, que no prendamos los calefactores para no gastar gas y ahora, que las ventas están caídas, nos aumentan las alícuotas. Lo único que falta es que, cuando salgamos a la calle, el día que llueva, nos quiten los paraguas.


Ha llegado el momento de replantear las políticas de fondo, hay que hacer ajustes estrictos como lo hemos hecho –y seguimos haciendo-, en nuestras empresas; hay que analizar los números finos porque es la única forma de salir adelante.


No queremos entorpecer una gestión de gobierno pero tampoco podemos hipotecar nuestras empresas. Algunas ya se han ido de la ciudad porque han encontrado en el Gran Córdoba condiciones más favorables, y hay otras que se están yendo a otros lugares porque encuentran allí condiciones más favorables.


Tratemos de atacar los problemas de fondo. Así como hicimos los números para las motos, de los cuales resulta que es más barato no cobrar que cobrar, analicemos todos los puntos para ver adónde podemos baja los impuestos.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Gracias por dejarnos el memorial.

Agradecemos al señor Paulo Graglia por su participación.

Invito al señor Carlos Alberto Martina, quien va a exponer en representación de la Cámara de Farmacéuticos y Propietarios de Farmacias.

Sr. Martina.- Buenos días y muchas gracias a los legisladores presentes, y a los que no están, por permitirnos participar, por este mecanismo que es abierto al público y en el que cada uno de los representantes de las distintas instituciones podemos dar nuestro enfoque acerca de lo que devendrá en el Presupuesto del año próximo.


Transito en el rubro desde hace 25 años. Desde hace unos años, soy directivo en distintos cargos de la Cámara de Farmacéuticos y Propietarios de Farmacias. Hemos encarado, en los últimos tiempos -a vista de distintos inconvenientes que tenemos-, distintos análisis de rentabilidad y beneficios que tenemos en este momento y hemos encontrado que estamos en una situación crítica, que hemos planteado anteriormente ante el Ministerio de Finanzas. Más del 70 por ciento de las farmacias están en una situación de rentabilidad extrema en la cual algunas, antes de poder utilizar el beneficio como dueño o propietario -tomado de un estudio-, la rentabilidad varía entre un 2 por ciento positivo a un menos 3 por ciento. 

A raíz de esta inquietud, primero en forma individual y luego en forma conjunta con las otras entidades –somos cuatro las que representan a las farmacias en Córdoba-, decidimos encarar distintos trabajos paralelos para demostrar este déficit que hay en la rentabilidad de las farmacias.


Creo que es el último de los pocos rubros en los cuales en el proyecto se ha decidido disminuir la alícuota del 2,95 al 2,5; por supuesto que todas las farmacias y farmacéuticos lo ven con mucho agrado y quiero defenderlo porque no es al azar. 

Hay distintos fundamentos que hacen a que la farmacia esté en las condiciones en las que está en este momento. Primero, no somos formadores de precios, por el contrario, distinto a prácticamente todas las otras actividades, nos manejamos con un precio máximo sugerido o propuesto por el Estado que es inmodificable hacia arriba. No podemos trasladar, como en algunas otras actividades, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos porque, por ejemplo, se factura a seguridad social y a obras sociales como PAMI, APROSS, OSDE, o a mutuales o prepagas y, en general, tienen y utilizan ese precio de referencia, por lo cual es imposible trasladar la alícuota a la facturación.


El segundo argumento es que la farmacia en forma directa sostiene parte de la seguridad social. Aunque unos lo ven como un negocio más, no es así. Digo esto porque de cada 100 pesos que una farmacia vende a través de la seguridad social, entre 15 y 22 pesos pasan a ser parte de pérdidas o bonificaciones que se deben hacer para poder trabajar con esa obra social. La rentabilidad o margen bruto de la farmacia está en el 30 ó 31 por ciento, de los cuales hay entre 15 y 22 puntos cedidos a la seguridad social. Por lo tanto, la rentabilidad se reduce aproximadamente a 10 puntos brutos, de los cuales abona 3 puntos a Rentas, 0,65 a la Municipalidad, gastos de luz, empleados y demás, por lo que esto explica los 2 ó 3 puntos de pérdida que mencioné al principio.


Además, cada mutualizado de PAMI, por ejemplo, de cada 100 pesos que compra, deja en la caja de la farmacia 25, por el nivel de cobertura que tiene, que está en el orden promedio del 75 por ciento. Además, hay una diferencia de colocación financiera porque los cobros son en promedio a 45 ó 60 días y los pagos a droguerías son a los 15 días o menos. Esta diferencia en el costo financiero es abismal y no está contemplada en los estudios que se hicieron, ya que sería un estudio lineal.


Otra de las cuestiones que quería aclarar es que a veces dicen que la farmacia da para hacer un 15, 20 ó 25 por ciento de descuento. Lo pongo acá porque me parece que no es un argumento como para ir en contra ya que una parte de la población que no cuenta con 100 pesos, pagaría 75 pesos, lo que, evidentemente, se traduce en un beneficio para la sociedad.

Hace 6 años, la farmacia cumplía estrictamente sus obligaciones tributarias; en los últimos años esto se complicó bastante. Al respecto, pedimos que se reduzca la alícuota a fin de que podamos ponernos al día en materia impositiva.


Por último, queremos hacer referencia al aumento de las alícuotas para los comercios mayoristas. Nosotros estamos íntimamente ligados a las droguerías, en las que el antecitado aumento pasa del 1 por ciento al 1,5 por ciento; esto rematará en un problema concreto en las farmacias, ya que, en muchas ocasiones, las droguerías son el reservorio de los medicamentos -a raíz de la falta de financiamiento propio-; dicho de otro modo, las droguerías se transforman en una suerte de respaldo a las farmacias. Si las droguerías tienen que pagar más impuesto, seguramente no podremos conseguir algunos medicamentos. 


Nada más, muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Le agradecemos su participación.


Invitamos al titular de la Cámara de  Fábricas de Pastas Alimenticias y Afines de Córdoba, señor Ferreyra.

Sr. Ferreyra.- Buenos días a  todos los presentes.


Me he apersonado en esta Legislatura, como presidente de la Cámara de  Fábricas de Pastas Alimenticias y Afines de Córdoba, a fin de poder transmitirles nuestras inquietudes a nuestros representantes.


Vemos con gran desazón la forma en que se aplican las políticas públicas, que tienden a obstaculizar el crecimiento de nuestra economía. Hago esta aseveración en razón de que la presión tributaria tiende a incrementarse de manera excesiva en el Presupuesto para el año venidero, en el que nuestra Provincia está liderando el ranking del aumento impositivo en el país.


Hoy nos encontramos ante un proyecto de Presupuesto aprobado en primera lectura que busca fortalecer la armonización tributaria entre las provincias que componen la Región Centro. ¿De qué manera se va a lograr esto aumentando el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el Impuesto de Sellos, el Impuesto Inmobiliario, impuestos a los servicios? Esperamos que, en consonancia con las provincias de la Región Centro, se aplique una baja en aquellos impuestos que en nuestra Provincia son más elevados, sobre todo en lo relativo a uno de los impuestos que nos afecta de manera directa, no sólo a los empresarios de este sector sino a todos los cordobeses.


Con el objetivo de lograr una mayor progresividad en el Impuesto Inmobiliario Urbano, se han realizado modificaciones en la base imponible y en su escala de tasas, distribuyendo paulatinamente la carga impositiva hacia los estratos con inmuebles de mayor valor. Conforme el fundamento del mensaje de elevación de la Ley de Presupuesto, así como lo manifestado por el propio Gobernador de la Provincia de Córdoba, este incremento generaría una recaudación de 50 millones de pesos más respecto del año anterior, lo que nos lleva a preguntarnos si es correcto este concepto de “equidad”, que justifica el aumento de este impuesto. En tal sentido, me atrevo a decir que lo sería sólo en el caso que la población de Córdoba esté catalogada únicamente por urbanizaciones, lo cual claramente no es así, ya que además existen sectores, como el agropecuario que, desde 1999, sólo aportó 53 millones de pesos, cifra similar a la que se pagará sobre otros rubros en las demás ciudades, sin contar que en el año en curso se le condonó a este sector la quinta cuota del Impuesto Inmobiliario Rural, que representa aproximadamente otros 50 millones de pesos.


Esto de los “50 millones” parece un trabalenguas, pero significa que esa cifra que dejaron de recaudar en el sector con mayor rentabilidad en la Argentina en los últimos años serán devueltos por el sector de menor rentabilidad en 2010, esto es, el sector industrial y la ciudadanía en general.

Entonces, les pregunto a nuestros representantes: ¿esto es equidad?, ¿es equidad que nos revalúen nuestras propiedades y que a otros sectores no?, ¿es equitativo y tiende a la armonización tributaria que el sector que más empleo genera y que menos rentabilidad tiene sea el que más soporte la presión fiscal? Con mucha humildad, creemos que no.


Seguramente me dirán que con los fondos de afectación específica este sector estará aportando 270 millones de pesos. Entonces, desde la Cámara de Pastas Alimenticias de la Provincia de Córdoba les pedimos a nuestros representantes que el incremento del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y del Impuesto Inmobiliario sea un fondo de afectación específica para subsidiar las tasas de interés, ya que es imposible para una PyME acceder a un crédito. Por el contrario, hasta ahora nuestro impuesto va a Rentas Generales, mientras que otros sectores tienen la suerte de que los impuestos que pagan vayan a obras de su propio sector.


Esta armonización consiste en el incremento del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que comenzó en 2008 y –según se había comunicado en ese momento– en 2010 se volvería la tasa a cero para la industria, ya que este tributo sólo respondía a una situación de emergencia; parece que la emergencia sigue y a la crisis la paga sólo un sector de la sociedad.


En nuestra empresa venimos sufriendo interminables crisis, pero las medidas que tomamos están destinadas a la eliminación de los gastos innecesarios, a la disminución de nuestra rentabilidad empresaria, entre otras cosas, siempre con un claro objetivo: conservar nuestros puestos de trabajo y los de nuestros empleados.


La medida de incrementar el Impuesto Inmobiliario y el Impuesto sobre los Ingresos Brutos afecta claramente a nuestras empresas ya que están generando una escalada en la presión inflacionaria debido a que las PyMEs ya no podemos seguir absorbiendo los elevados costos impositivos que hoy tenemos.


Señores legisladores, seguramente esta medida va a provocar la suspensión de personal en aquellas empresas que apenas pueden lograr sobrevivir la crisis climática -estas altas temperaturas-, la crisis internacional, etcétera, han provocado en nuestro sector una caída de aproximadamente el 20 por ciento de la producción. Si a esta situación le sumamos la suba de Ingresos Brutos al sector mayorista, que va a terminar provocando un aumento en los precios, quien termine soportando estos precios será el consumidor final.


Les pregunto, ¿cómo sigue esta historia? Es sencillo, en un justo y correcto uso de sus derechos, los trabajadores van a solicitar un incremento en sus salarios, y comienzo nuevamente, señores legisladores, no sólo este es el aumento que se está produciendo en nuestra Provincia, porque en este preciso instante se está desarrollando la Audiencia Pública por el incremento de la energía eléctrica, ni más ni menos que de un 15,8 por ciento. Imagínense, en el caso de algunos socios de nuestra Cámara que están abonando una factura de electricidad de 17.000 pesos, después del subsidio que le otorga el Gobierno nacional a los usuarios de la EPEC para el consumo de energía. 

¿Cuánto representa para el bolsillo de nuestras empresas este aumento?, aproximadamente 2.600 pesos, pero el importe por sí mismo no parece tener relevancia. Veámoslo de este modo: un trabajador de nuestra industria tiene un sueldo básico de 2.300 pesos aproximadamente, tengo que volver a preguntar si es justo y equitativo que esta empresa deba dejar de incrementar su planta de personal o dejar de dignificar con trabajo a una familia sólo teniendo en cuenta el incremento de la energía, y de aumentar su producción o hacer pagar mayores costos a la ciudadanía por manejos presupuestarios no del todo correctos.


Por eso les pedimos a ustedes, los representantes del pueblo de la Provincia de Córdoba, que busquen alternativas viables y esperanzadoras para nuestra sociedad. Cuando realizamos un festejo en una empresa, que significa un hecho como, por ejemplo, el aniversario de su creación, la magnitud de dicho festejo siempre estará basada en el balance de su gestión, es decir, si tuvo un buen año en términos de ingresos, de mercado, etcétera, se festejará con bombos y platillos, pero siempre sin poner en riesgo el negocio. ¿Adónde quiero llegar con esto? A que la fiesta del Bicentenario le costará a la Provincia de Córdoba 50 millones de pesos, y vuelvo a preguntarles, ¿es justo y equitativo?, ¿es armónico y oportuno que se gaste semejante suma de dinero para un festejo? 

Por eso, solicitamos a este honorable Cuerpo una correcta distribución de los gastos, seguramente si el festejo fuera austero y se hiciera acorde a las circunstancias económicas que estamos viviendo evidentemente no habría necesidad de aumentar, por ejemplo, el Impuesto Inmobiliario, por el que se estima recaudar ni más ni menos que 50 millones de pesos y, mejor aún, este monto podría ser destinado a salud, educación, salarios, empleados públicos o a obras para nuestra Provincia de Córdoba o, como dije anteriormente, para a subsidiar la tasa de interés para el crédito para la PyMEs.


Por último, señores legisladores, tengan a bien reflexionar, entender que los pequeños y medianos empresarios ya no soportamos más la presión impositiva. Por eso les pedimos que el sacrificio de la crisis la paguemos entre todos, con un claro y justo criterio de equidad. No podemos  convalidar bajo ningún punto de vista, que la fiesta del Bicentenario se pague con un exorbitante incremento impositivo para nuestra sociedad. 


Nada más, muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al señor Aldo Ferreyra en representación de la Cámara de Fábricas  de Pastas Alimenticias de Córdoba, que ya ha participado en esta Audiencia Pública.


¿Va a dejar un memorial?

Sr. Ferreyra.- Sí voy a dejar un memorial. 


Si me permite un minuto más, quiero decirle a ustedes, como Comisión de Economía, que cuando se llame a licitación para los módulos alimentarios o cuando dan los racionamientos cocidos a los entes oficiales, que le compren fideos a la Provincia de Córdoba, porque tengo una licitación nueva que pide tallarines tirabuzón o tallarines tamaño mediano marca Luchetti o Favorita, que son de la Empresa Pérez Company. Esta empresa está radicada en Buenos Aires; nosotros pagamos nuestros impuestos y trabajamos en Córdoba.

Los módulos alimentarios que ustedes licitan traen 15 productos y uno solo es de Córdoba, de Molino Pasarini; los fideos son de Tres Arroyos, Provincia de Buenos Aires.


Ahora van a licitar 4.500 por compara directa, porque los otros 15.000 que estaban por licitación se anuló; pues bien, eso no alcanza para distribuir a las 8.500 que están anotados.


Por eso pido, señor presidente, que se compre a las empresas de Córdoba, tenemos mano de obra y pagamos los impuestos en Córdoba, pero todas las licitaciones que llegan a la Cámara solicitan fideos de Buenos Aires y de las multinacionales; por lo tanto, el Compre Córdoba: ¿dónde está?


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias, señor Ferreyra.


Invitamos a participar a la Cámara Empresarial de Desarrollistas Urbanos de Córdoba, representan a la misma el señor presidente Horacio Parga y señor Javier Novillo.

Sr. Parga.- Buenos días.


Muchas gracias por la invitación y por la posibilidad de plantear nuestro punto de vista.


Quiero aclarar que representamos a la CEDUC, Cámara de Asesoristas Urbanos. Es una cámara relativamente nueva, con cinco años de antigüedad, está compuesta por 53 socios, que somos los responsables, para bien o mal, de casi todas las construcciones de cierta envergadura que se pueden ver en la Ciudad de Córdoba. Además, no solamente desarrollamos actividades en la Ciudad y en la Provincia de Córdoba sino en provincias vecinas como Santa Fe, incluso hay socios que tienen actividades en Buenos Aires y en otros países, como Uruguay.


Quisiera comentar algo que es evidente y es que el sector desarrollista de la construcción es uno de los más sensibles a las variaciones del nivel de actividad. Así es que en la gran crisis del año 2002, cuando el Producto Bruto cayó, aproximadamente, un 10 por ciento, el sector de la construcción lo hizo en un 30 por ciento. Del mismo modo, en años posteriores, cuando la economía crecía en su conjunto un 7 u 8 por ciento, nuestro sector también lo hacía a tasas que triplicaban el promedio nacional. Es decir, es un sector muy sensible a las variaciones del nivel de actividad, tanto para la suba como para la baja y, lógicamente, en períodos de crisis como éste se siente en forma importante. Prueba de ello es que en la Provincia de Córdoba, de acuerdo a datos del IERIC, la mano de obra en el sector formal, si analizamos agosto de este año contra agosto del año pasado, ha perdido 6.000 puestos de trabajo en el sector de la construcción, sin tener en cuenta el sector informal que, muchas veces, se dice que es de una a dos veces el sector formal, quiere decir que se ha perdido un 22 por ciento de los puestos de trabajo, teniendo en cuenta que el sector informal es el primero en ser castigado.


La semana pasada en el Consejo de Ciencias Económicas se decía que probablemente esta crisis ha generado la pérdida de 300.000 puestos de trabajo, de los cuales 80.000 corresponden a la construcción. Es un sector verdaderamente de mano intensiva.


También de acuerdo con el IERIC, si analizamos las solicitudes de libretas del Fondo Laboral, que nos da una perspectiva de cómo influye el sector en la actividad, desde marzo –que es el último dato que existe-, contra marzo del año pasado, hubo una caída del 33 por ciento.


A su vez,  estas cifras conviven con datos de la Municipalidad de Córdoba, según los cuales, por ejemplo, ha habido un incremento en los primeros 9 meses de este año, con respecto a los primeros 9 meses del año pasado, de un 20 por ciento de los metros parquizados, dando entonces la impresión de que el sector está aprobando proyectos, pero no los está llevando a ejecución sino que está a la espera de condiciones más favorables. Entonces creemos que el incremento del Impuesto de Sellos va a profundizar la crisis que estamos viviendo.


No nos vamos a detener en las características negativas que tiene el Impuesto sobre los Ingresos Brutos sino que simplemente debemos decir que, dada la composición socioeconómica de la mano de obra de nuestro sector, hay que tener en cuenta que muchas veces puede haber una mayor recaudación en Ingresos Brutos, pero también –insisto-, dada las características de la mano de obra, va acompañada de un aumento de los egresos en Seguridad, en Salud y en la lucha contra la pobreza.


La política habitacional es vital en todos los niveles de gobierno. Sabemos que el crédito hipotecario es un elemento indispensable en cualquier desarrollo del sector inmobiliario, y sabemos que en estos años ha sido prácticamente inexistente, y que a partir de la estatización de las AFJP se aleja mucho más la posibilidad de financiamiento a largo plazo.


En Argentina tenemos un déficit habitacional de 3 a 4 millones de viviendas y todos sabemos que el gran “boom” de estos años ha estado enfocado hacia sectores de nivel alto y medio alto, que han sido los únicos en condiciones de adquirir inmuebles. El sector más bajo ha tenido una ayuda ciertamente insuficiente por parte del Estado. La gran deuda pendiente del Gobierno como de nuestro sector es la clase media, que en todos estos años  no ha tenido ninguna posibilidad de crédito y, por lo tanto, ha visto restringido su acceso a la vivienda propia.


Uno de los elementos que se suele utilizar, además del crédito hipotecario,  es la desgravación impositiva para la construcción de viviendas. En este caso no estamos hablando de desgravación sino de un aumento en la presión impositiva, es decir que se la está castigando en forma severa si lo comparamos sobre todo con la industria.


Vemos que la Provincia ha hecho un esfuerzo importante a través del Banco de la Provincia de Córdoba con el crédito “Tu Casa”, que consideramos que ha sido realmente beneficioso para el sector de la clase media, porque pudieron acceder a sus viviendas por primera vez, y para la economía en su conjunto; pero vemos una contradicción con este esfuerzo fiscal que hace la Provincia para subsidiar este préstamo en este momento –no digo solamente- con un  afán recaudatorio, ya que aumentar impuestos va a afectar ciertamente el nivel de actividad.

Hemos leído que la idea del Gobierno es armonizar con la Provincia de Santa Fe. Fíjense que en la típica operación del sector, que es la venta de un inmueble, en Córdoba estaríamos pagando de entre un 4 y un 5 por ciento de Ingresos Brutos y un 1 por ciento de Sellos -de aprobarse la reforma-, que en Santa Fe es sólo de un 0,5 por ciento, por lo que estaríamos pagando 10 veces más. Además, en esa provincia la actividad de la construcción está exenta del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, mientras que Sellos sólo grava el 0,5 por ciento. Esto es destacable, porque se trata de una actividad donde no hay posibilidades de traslación, como puede darse, por ejemplo, en la actividad agropecuaria. 


Muchos de nuestros socios de la actividad desarrollista construyen en otros lados, dadas las diferencias impositivas; se enfocan en otras localidades y, por supuesto, como lo están haciendo en la vecina Provincia de Santa Fe.


Se da también la incongruencia, de llevarse adelante esta modificación de Impuestos de Sellos, porque en una transacción no solamente se estaría pagando el 1 por ciento por la compraventa sino que aquellos que menos tienen y se ven necesitados de recurrir al crédito hipotecario tendrían que pagar el 1 por ciento adicional por la constitución de esa hipoteca, cosa que quien tiene recursos suficientes no debería hacerlo.


Aunque parezca obvio, vale mencionar los efectos que tiene la Curva de Laffer, que en definitiva indica que cuando la tasa impositiva pasa de determinado punto, el ingreso total para el fisco termina siendo menor, producto de una menor oferta o menor nivel de actividad, además de un aumento del “premio” para aquellos sectores que estén dispuestos a evadir, castigando a los sectores formales.


Hemos sido y somos conscientes de la difícil situación por la que atraviesa la Provincia, por las particularidades de la relación con el Gobierno nacional. Por eso el año pasado, a pesar de plantear nuestras diferencias, acompañamos la reforma.


Creemos que estas reformas, a veces, son enfocadas excesivamente desde un punto de vista fiscal, como decía recién, y muchas veces se logra el efecto contrario, no solamente desde el punto de vista fiscal sino también social y económico para toda la Provincia.


Le voy a ceder la palabra a mi colega Novillo para que les explique brevemente cuál es la propuesta que estamos presentando en referencia al Impuesto de Sellos e Ingresos Brutos.

Sr. Novillo.- En primer lugar, quiero hacer una aclaración. 
En lo que respecta al Código Tributario, la Provincia de Santa Fe, por ejemplo, lo tiene conceptualizado en referencia a nuestra actividad, puesto que ellos diferencian la primera venta de inmuebles como vivienda, es decir, la vivienda con su significado social.


También lo hace la Nación, porque en referencia al IVA está diferenciado; en la primera venta de inmueble es el del 10 por ciento, en lugar del 21. Esto es lo que buscamos que se considere en lo que respecta a Ingresos Brutos.


En lo que respecta a Sellos, voy a leer lo que solicitamos que, en resumen, son dos cambios en el Código Tributario. En primer lugar, en el Capítulo de Sellos y, en segundo lugar, en la parte de Ingresos Brutos.


Para llegar a lo que aspiramos de acuerdo a los argumentos que esgrimió el contador Parga, solicitamos que en la parte correspondiente al Impuestos de Sellos, en el artículo 221 –referido a las exenciones- donde dice: “En los casos que se expresan a continuación quedarán exento del Impuesto de Sellos los siguiente actos, contratos y operaciones …” y en el inciso 15), donde dice: “Los actos contratos o documentos referente a la constitución, otorgamiento, renovación, prórroga, cesión, inscripción o cancelación de operaciones vinculadas con los planes de vivienda u operatorias específicas que se instrumentan con el objeto de financiación, adquisición o construcción de vivienda única familiar y de interés social”; se incorpore el siguiente texto: “y los contratos de primera venta de inmueble destinados a vivienda”. Es decir agregar el concepto de primera venta de inmueble destinada a vivienda; eso con relación al Impuesto de Sellos.


Con respecto a los Ingresos Brutos, nuestra alícuota tiene dos tratamientos de acuerdo a quien sea el comprador; si es un consumidor final, la alícuota del 4 por ciento; pero si el comprador es responsable inscripto en Ingresos Brutos esa tasa es del 2,5 por ciento. Esto quiere decir que la persona que hace un esfuerzo para llegar a tener su vivienda, tiene que hacer uno mayor al que está inscripto y, por ejemplo, compra otros inmuebles que no sean vivienda, como oficinas, hoteles, inmuebles comerciales, etcétera. En ese sentido, nos gustaría equipararnos con Santa Fe; aunque, en realidad, la premisa de máxima sería que la primera venta de inmuebles destinados a vivienda esté exenta. Eso representaría en la economía mayor trabajo y acceso de la población a la vivienda. 

Entonces, solicitamos -para equipararnos con Santa Fe- que en la parte de exenciones del Impuesto sobre los Ingresos Brutos se conceptualice la primera venta de inmuebles nuevos destinados a vivienda, cualquiera sea el sujeto que lo hubiere construido o financiado, tal como reza textualmente el Código Tributario de dicha provincia; nos llenaría de satisfacción que ello pudiera plasmarse.


En su defecto, la otra alternativa sería equiparar al 2,5 por ciento –que grava la construcción de viviendas- y que es como categoriza la Ley Impositiva a la primera venta de inmuebles destinados a viviendas. Habría que instrumentarlo con una modificación en el artículo 158 del Código Tributario, donde dice: “Los contribuyentes que desarrollen actividades de venta de bienes a consumidores finales, cualquiera fuese su actividad específica, tributarán el impuesto que para el comercio minorista establezca la Ley Impositiva sobre la base imponible correspondiente a los ingresos respectivos.” Allí solicitamos que se agregue al que construye una vivienda porque, de lo contrario, nos está igualando a quien compra un caramelo en el kiosco de la esquina.


Allí queremos hacer una diferenciación y nuevamente conceptualizar la construcción y venta de inmuebles destinados a vivienda; entonces, habría que agregar: “con excepción a la primera venta de inmuebles nuevos destinados a vivienda cualquiera sea el sujeto que lo hubiere construido y financiado, que estará alcanzado por la alícuota general establecida para la actividad de construcción, es decir, el 2,5 por ciento”.

Sr. Parga.- En resumen: en lo que respecta a Ingresos Brutos, lo que planteamos es un pedido de máxima que es la exención y la equiparación con Santa Fe o llevar la alícuota al 2,5 por ciento, en lugar del 4 por ciento, a aquellas operaciones que sean de primera venta.


Creemos que las modificaciones propuestas no tienen un costo fiscal excesivo y tenemos la convicción más absoluta de que tendrán una influencia importante en el nivel de actividad no solamente de nuestro sector, sino también del sector económico en general.

Muchas gracias. 

-Hace entrega del memorial.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación en esta Audiencia de los representantes de CEDUC –Cámara Empresarial de Desarrollistas Urbanos de Córdoba-, en la presencia de los señores Horacio Parga y Javier Novillo.
Invitamos al representante de la Cámara de Comercio de Córdoba, doctor José Viale, acompañado del señor Mario Campisse.

Sr. Viale.- En primer lugar, la Cámara de Comercio agradece a la Legislatura la posibilidad de intervenir en esta Audiencia Pública.


Para referenciar la postura de la Cámara de Comercio de Córdoba y de las quince entidades sectoriales y territoriales que la integran, sobre el proyecto de Ley Impositiva, vamos a citar lo que expresa la Constitución nacional en su artículo 16, que dice: “La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas”. 


La doctrina ha entendido esta definición esencial como igualdad de esfuerzos e igualdad entre iguales; decimos que esto implica considerar la capacidad contributiva como eje de lo que se le debe exigir al ciudadano y la productividad del Estado como medida de lo que éste le da a cambio y que justifica el tributo.


A nuestro juicio y a la vista de lo que la mayoría de los sectores productivos y sociales manifiestan, las premisas antes señaladas ya no se verifican, resultando evidente que el incremento de la presión impositiva que en los últimos diez años, calculada sobre el Producto Bruto Interno, ha crecido el 10 por ciento, no ha servido para mejorar la calidad de vida de la mayoría de los ciudadanos.


A nivel provincial, la nueva modificación tributaria que hoy tratamos repite lo que los distintos gobiernos han aplicado desde hace dos décadas: succionar recursos de la economía privada profundizando la inequidad del sistema.

En consecuencia, resulta irrelevante hacer referencia a la suba de las alícuotas o discutir y alegar sobre cómo afectan a uno u otro sector de la actividad económica, porque no se trata de regatear condiciones entre sectores. Al costo impositivo lo pagará siempre la sociedad.


La Cámara de Comercio, en cambio, quiere destacar que el resultado acumulativo de los ajustes, en función de las necesidades de la caja del Estado, ha desfigurado el sistema impositivo por aplicación de criterios arbitrarios de la carga tributaria, creando un verdadero modelo económico de la evasión, porque con el incremento constante de la presión impositiva se estableció un incentivo a la actividad marginal –o comercio “en negro”- que obtiene más beneficios que el comercio legal con su márgenes habituales.


También se ha eliminado el necesario equilibrio que debería tener el régimen recaudatorio, centrando los controles sobre los que son contribuyentes del sistema formal, y dejando de lado a los que no representan interés fiscal, creando escalones de impunidad tributaria.


Esta degradación del sistema se configura con números concretos: primero, el comercio ilegal sustentado en el contrabando, la falsificación de marcas y la evasión tributaria crece exponencialmente año a año y, según lo indica el IERAL en el trabajo de investigación que acaba de finalizar por encargo de la Cámara de Comercio, la Provincia de Córdoba pierde de recaudar sólo por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, 1.064 millones de pesos anuales. Por su parte, el comercio legal de Córdoba pierde de operar 2.300 millones de pesos anuales, calculados sobre el total de los 23.000 millones de pesos que la Cámara Argentina de Comercio estima que constituye la comercialización ilegal total anual en la Argentina.


De acuerdo con la encuesta Latinobarómetro, la razón más frecuente para dejar de pagar los impuestos en la Argentina es la elevada presión tributaria, señalada por el 65,6 por ciento de los encuestados, constituyendo el porcentaje más elevado de Latinoamérica. Este dato es consistente con el resultado de una simulación de evasión realizada por el IERAL.


Tomando un sector económico que tenga una rentabilidad del 5 por ciento sobre las ventas, con una evasión del 30 por ciento, la rentabilidad se eleva al 12,60 por ciento, pudiéndose bajar los precios hasta en un 11 por ciento, obteniéndose una ganancia igual a la que se obtendría sin evasión.


La alta y creciente presión impositiva, la complejidad y costo del sistema tributario sumado a la competencia desleal que la generalizada evasión promueve, configura un estado de inseguridad que se refleja en datos como, por ejemplo, el ranking de facilidad para emprender negocios, en el que, sobre un total de 183 países relevados -considerados al número uno como el que mayores facilidades brinda-,  Argentina figura en el puesto 118. Esto tiene  su razón de ser en el incremento de la presión impositiva.


Desde el año 2002, la presión tributaria en la Provincia de Córdoba se incrementó en un 34 por ciento; en el año 2009, la presión promedio sobre el comercio mayorista fue superior en un 35 por ciento con respecto al año 2002; en caso del comercio minorista fue del 17 por ciento. El incremento impositivo entre los años 1998 y 2009 fue del 48 por ciento. 

Los Estados nacionales y provinciales le adeudan a la población una reforma profunda de su estructura organizativa y funcional, además de un nuevo sistema impositivo que cumpla tres premisas básicas: que sea simple y fácil de cumplir y que no esté apoyado prioritariamente en el gravamen de  los Ingresos Brutos, que sea universal y abarcativo y que tenga equidad vertical y horizontal.


Si cada año se continúa con el retoque de las alícuotas, de acuerdo con las necesidades de la caja estatal, se reiterará el fracaso, y el estancamiento de la actividad privada se transformará en decadencia; como consecuencia se profundizará la precarización de las funciones del Estado debido a que no podrá tomar recursos genuinos de una economía productiva agotada.


El año pasado hicimos un planteo parecido en razón de que había habido un fuerte incremento de los impuestos. El Poder Ejecutivo nos dijo que, una vez que la situación pasara, no iban a volver a incrementarse. Este año pedimos lo mismo. 


Es importante destacar que la presente reunión no se trata de una pública audiencia o sesión pública, sino de una Audiencia Pública, que es, ni más ni menos, que un procedimiento de raigambre constitucional que se inserta en la garantía del debido proceso de manera tal que las inquietudes que se presentan en el día de la fecha no pueden caer en saco roto, sino que deben ser objeto de debate y discusión, que sirvan de fundamento o motivación a la decisión parlamentaria que se adopte.


La opción de tomar en consideración las propuestas que se hacen tiene la posibilidad de dirigirse hacia una nulificación de la legislación que se dicte.   Esta conclusión tiene, además, un fundamento político, cual es el de escuchar al pueblo cuando se manifiesta, ya que en el moderno Estado constitucional de Derecho, el pueblo no solamente hace sentir su voz por medio de sus representantes, sino que también lo hace de “motu proprio”; esto es en el caso en que, por imperio de la Ley 90.003, el pueblo habla en el aura de la Legislatura, allí donde la República dispuso que los ciudadanos “parlen” en el Parlamento. Ustedes, señores legisladores, son los receptores de la palabra del pueblo; las leyes deben reflejar, necesariamente, lo que el pueblo expone; de lo contrario, evidentemente estaríamos degradando el sistema.

Por último, quiero aclarar que la Cámara de Comercio de Córdoba es una entidad de segundo grado, y en esta instancia no sólo estamos haciendo esta ponencia en su nombre sino también en el de la Cámara de Ferreterías Sanitarias, Hierros y Afines; la Cámara de Joyerías y Relojerías; La Cámara de Librerías y Papelerías; la Cámara de Supermercados y Autoservicios; la Cámara Cordobesa de Empresas de Servicios Generales; la Cámara de Corredores Inmobiliarios; la Cámara de Informáticos del Interior; la Cámara de Comerciantes en Artículos del Hogar y Electrónica; la Cámara de Comercio Automotor, la Cámara de Opticas y Afines; la Cámara de Empresas de Servicios; la Cámara de Contactos para Terceros; la Cámara Cordobesa del Neumático, y la Cámara Empresaria del Autotransporte de Carga. Asimismo, en carácter territorial, están afiliadas también la Cámara de Concesionarios y Locatarios de la Estación Terminal de Omnibus y el Foro Productivo de la Zona Norte. Además, tenemos afiliados directos, con los cuales los representados por esta Cámara ascienden aproximadamente a 2000.


Les dejaremos aquí la nota, que leímos textualmente, para que cuenten con esta información, con la esperanza que esto no caiga en “saco roto”.


Muchas gracias.

Sr. Campisse.- Por mi parte, quiero que tomen en cuenta que, tal como se desprende del artículo 16 de la Constitución nacional –lo expresamos al comienzo–, la igualdad es la base del impuesto y las cargas públicas.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la presencia del doctor José Viale y del señor Mario Campisse, representantes de la Cámara de Comercio de Córdoba.


Invitamos al representante de la Unión Industrial de Córdoba, señor Fernando Sivila.

Sr. Sivila.- En primer término, desde la entidad agradecemos a los señores legisladores por la posibilidad que nos dan de participar en esta Audiencia Pública para dejar sentada nuestra posición.


Voy a dividir la presentación en dos partes: primero, haré un breve resumen de un documento –que vamos a dejarles– referido básicamente a los problemas de los impuestos y a la afectación que tienen en la competitividad, para luego dejar sentado sintéticamente la posición que la entidad tiene principalmente con referencia al tema de Ingresos Brutos.


A comienzos de la década de los ’90, ante la existencia de un tipo de cambio fijo y convertible, que se suponía duraría muchos años, surgió la necesidad de ganar competitividad a través del aumento de la productividad y las reducciones de costos, atacando lo que en ese momento se denominó el “costo argentino”.


Con ese fin, entre otras iniciativas, en 1993 se firmó el Pacto Fiscal entre el Gobierno nacional y las provincias, acordándose eliminar el Impuesto de Sellos que se aplicaba en las jurisdicciones provinciales, comenzando de inmediato por desgravar las operaciones vinculadas con el sector agropecuario, industrial, minero y la construcción.


También se convino en modificar el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, eximiendo, entre otros, a la producción primaria, a la industria manufacturera en todos sus eslabones intermedios, a los sectores esenciales –agua, luz y gas– y a la construcción.


A finales de la década del ’90, especialmente después de que devaluó Brasil y se alcanzó la mayor fortaleza del dólar en el mundo, la competitividad de la economía argentina se complicó en grado extremo cayendo en la crisis de 2001, con lo que todos conocemos y la consecuente maxi devaluación de la moneda local.


Tras ese hecho, las demandas por ganar competitividad se redujeron ante un tipo de cambio real que pasó de 0,96 en el 2000 a un nivel de 1,42 en el 2003, deflactado por precios mayoristas. El salario industrial promedio, en dólares, a su vez, pasó de 1122 dólares en el año 2000 a 452 dólares en el 2003.


En este contexto, el Gobierno nacional creó el Impuesto a los Débitos y Créditos Bancarios en el año 2001 y aplicó los derechos a las exportaciones en el año 2002; en ambos casos en forma extraordinaria y temporaria, mientras durasen los efectos de la crisis. A su vez, no se permitió ajustar por inflación el Impuesto a las Ganancias, por lo que también subió la presión fiscal teórica en dicho gravamen.


En años posteriores, cuando se consolidó la recuperación económica, e inclusive se llegó a niveles récord de producción, el Estado nacional en lugar de reducir los impuestos extraordinarios aumentó el gasto en forma desmesurada, especialmente en los años 2007 y 2008, cuando los precios de los commodities batían récord, de modo que fue perdiendo el superávit fiscal. 


Así se llega al año 2009, en que el superávit fiscal primario nacional será virtualmente nulo, 0.3 del PBI, y no queda margen para reducir los impuestos más distorsivos que se habían creado supuestamente en forma transitoria. Ante todo esto, el tipo de cambio real ya no es el que era, 1,16 en el año 2008, y los salarios industriales medidos en dólares recuperaron el nivel predevaluación del año 2002, de 1112 dólares –como dije- en el año 2000 a 1027 dólares promedio en el año 2009. De esta forma, la situación de competitividad se parece a la de fines de los años ‘90, pero ahora con impuestos más altos.


Las provincias también vieron complicarse su situación fiscal en los últimos tres años, en parte por la pérdida relativa respecto de la Nación en el reparto de los recursos tributarios, pero también en parte por el comportamiento de su gasto público. Por tal motivo, en el año 2008 aumentó también la presión tributaria en algunas provincias, como Córdoba y Buenos Aires, agravando las condiciones de competitividad antes descriptas.


Así, la presión tributaria consolidada entre Nación y provincias, que promediaba el 20 por ciento del PBI en la década de los ‘90, podría alcanzar el nivel del 32 por ciento en el año 2010, de acuerdo a los Presupuestos de la Nación y de provincias grandes para este año.


Así las cosas, para poder revertir la presión tributaria en provincias, se necesitaría en el futuro una reformulación en la relación financiera Nación-provincias, pero también un manejo más austero del gasto público en todos los niveles de Gobierno, de lo contrario se pondrá en grave riesgo la competitividad de la producción nacional y con ello los niveles de producción, exportaciones y empleo.


En el documento que vamos a hacer entrega está más detallado este breve resumen que hacemos público en este momento con algunos gráficos y cuadros sobre la evolución del gasto en los tres niveles de gobierno: nacional, provincial y municipal -la Municipalidad de Córdoba en este caso-, como también alguna evolución de los aumentos de la presión tributaria, tanto en la Nación como en la Provincia, para dejarlo a vuestra consideración.


Por tal motivo, y por lo que expusimos brevemente en este comentario, sobre la propuesta de modificación de los Ingresos Brutos la Unión Industrial de Córdoba desea manifestar, tal como lo hiciera en reiteradas ocasiones y oportunidades el año pasado, el fuerte impacto que esta medida tiene sobre la actividad, el empleo formal y la inversión.


Si bien se expresa en el Código Tributario que la actividad industrial mantendrá la alícuota del 0,5 establecida en el presente año, es importante resaltar que la modificación de este tributo en otras actividades vinculadas con el sector manufacturero, como el comercio mayorista, los combustibles, el Impuesto de Sellos tendrá un efecto directo sobre la competitividad de la industria.


Aquí queremos hacer un énfasis especial sobre el cambio de concepto de lo que se entiende por comercio al por mayor de combustibles líquidos y gas natural y comercialización mayorista en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos de la Provincia de Córdoba, donde dice que toda venta que realice un mayorista de combustible a otro contribuyente con actividad industrial o comercial, excepto de la reventa de dicho combustible, será considerada por el vendedor a partir del 1° de enero de 2010 una venta minorista y, por lo tanto, para determinar el tributo a ingresar deberá aplicar la alícuota de 2,9 por ciento, es decir, el costo del impuesto provincial que deberán tributar los combustibles utilizados como insumo por una industria pasarán de la categoría de mayorista, -como estaban actualmente con el tributo del 0,25- a minorista con el tributo del 2,90 previsto para el año próximo donde, en definitiva, el aumento será de más de mil por ciento.


Resaltamos una vez más, entonces, que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos es una de las imposiciones más distorsivas que sufre la producción provincial, gravando en forma acumulada  cada una de las etapas de la cadena productiva, castigando la generación de valor y beneficiando la importación que sólo paga en la etapa final de comercialización.


La pérdida de competitividad, como también veíamos anteriormente, es una de las consecuencias inmediatas de este impuesto dado que implica un incremento de costos, no sólo para las empresas que desarrollan una actividad en la Provincia sino también para todas aquellas que, estando localizadas fuera de la misma, venden sus productos dentro del territorio provincial.


La Unión Industrial de Córdoba viene sosteniendo la necesidad de simplificar el sistema impositivo, de concentrar el esfuerzo sobre la evasión, de premiar a quienes cumplen y de promover a  los que invierten, producen, generan empleos y agregan valor dentro de Córdoba.


También reiteramos que nuestra entidad está totalmente dispuesta a acompañar al Gobierno de Córdoba en el justo reclamo sobre aquellos impuestos  que le corresponden a la Provincia, y que por una inadecuada coparticipación federal sólo usufructúa el Gobierno nacional.


Asimismo, reconocemos y valoramos la intención del Gobierno de  mejorar la recaudación y ordenar la situación fiscal, pero entendemos que esto debe lograrse –entre otras cosas- a través de la eficiencia del gasto administrativo y equilibrada distribución del presupuesto y no a través del incremento de un impuesto distorsivo y gravoso, como es el de los Ingresos Brutos. 


En momentos en que Córdoba necesita potenciar su competitividad, el incremento de este gravamen será fuertemente perjudicial, no sólo para la actividad productiva en general  sino también para la Provincia. 


Como decía anteriormente, adjuntamos este documento con la posición de la entidad y agradecemos el tiempo que nos han dispensado para plantear nuestra propuesta. 


Muchas gracias. 

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación del señor Fernando Sivila, en representación de la Unión Industrial de Córdoba. 


Ahora invitamos a los representantes del Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Córdoba, los señores Marcelo Farri y Elvio Agosto. 

Sr. Farri.- Buenos días. Muchas gracias por recibirnos en esta Audiencia Pública.


Como representante de todos los farmacéuticos matriculados de la Provincia de Córdoba, voy a hacer un pantallazo general de lo que es nuestra actividad.


Representamos a distintos tipos de desarrollo en nuestra profesión porque hay farmacéuticos que se dedican a la investigación, otros ejercen en droguerías y laboratorios, otros solamente en laboratorios, otros ejercen en farmacias conformadas como empresas y otras unipersonales, donde el único propietario es el farmacéutico.


Vimos con agrado que, después de muchos años de lucha, en este proyecto de ley se contemple a la farmacia en esta actividad, que es un mix entre una parte comercial y otra profesional, donde para ejercer nuestra profesión y cobrar honorarios sí o sí tenemos que desarrollar una parte comercial.


Hasta el año 2009 tributamos una alícuota del 2,95 por ciento y en este proyecto de Presupuesto se considera en 1,5 por ciento, y las farmacias que facturen hasta 600 mil pesos van a tener una reducción del 30 por ciento.


Esto significa un gran logro después de muchos años de bregar para que en las farmacias se desarrolle una actividad profesional como cualquier otra que está exenta del tributo sobre los Ingresos Brutos. 

Creemos que es un buen comienzo, apoyamos la baja en la alícuota pero, entre todos los legisladores y profesionales, debemos comenzar un trabajo para modificar la ley para que se contemple a los farmacéuticos que desarrollemos netamente la profesión, tanto la profesión universitaria, en la farmacia como propietario, y también los profesionales que desarrollan su actividad profesional en una farmacia conformada como una empresa. Creemos que es necesario hacer una diferenciación en este sentido.


Para que se entienda un poco: hay farmacias donde somos propietarios farmacéuticos y donde tenemos a un farmacéutico como empleado, allí desarrollamos la profesión y el profesional que es empleado de un mismo farmacéutico no tributa Ingresos Brutos y uno, por tener el capital para ejercer la profesión, debe tributar.


Creo que en ninguna provincia de la República hay una alícuota del cero por ciento para las farmacias unipersonales, pero creemos que es necesario rever la ley para que se contemple únicamente a las farmacias unipersonales, no digo con una alícuota cero, porque estas farmacias están presentes en todos los barrios, en los pueblos más chicos. Y no sólo me refiero a modificar la ley por una cuestión netamente tributaria sino para que también en cada lugar, en cada pueblo donde hoy no existe farmacéutico pero sí se ve la necesidad sanitaria de que exista un centro de salud, como profesionales universitarios y de la salud creemos que también se debe contemplar la presencia de un farmacéutico, porque somos los únicos que conocemos el manejo de medicamentos. Argentina ya ha pasado por muchas dificultades con medicamentos cuya procedencia se desconocía, entonces, creemos necesario que esto se contemple.


En principio, estamos totalmente de acuerdo, pero tenemos algunas dudas con respecto al aumento de las alícuotas de las droguerías, respecto a si ese aumento se traslada al costo de los medicamento, y como las farmacias no somos formadores de precios, eso produciría un encarecimiento en el costo de medicamentos y, por ende, ese 1,5 que hoy deberíamos tributar las farmacias se vería incrementado porque deberíamos absorber el aumento de la alícuota a las droguerías.


En las reuniones de nuestro colegio y las distintas cámaras que representan a las farmacias ha sido recibida con mucho agrado la rebaja de la alícuota, pero en esas reuniones también se ha solicitado –por eso les traslado dicha solicitud- que se trate de modificar la ley y se contemple al profesional universitario que es propietario de farmacias.


Nada más, muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Señores Marcelo Farri y Elvio Agosto, en representación de la Cámara de Farmacéuticos de la Provincia de Córdoba, les agradecemos su participación en esta audiencia.


Invitamos al licenciado Pablo Bertone y al licenciado Martín Nocely, en representación de la Cámara de Empresarios de Distribución de Agroquímicos, Semillas y Afines de Córdoba.

Sr. Bertone.- Buenos días.


Señores legisladores, en nombre de nuestros asociados queremos manifestarle nuestro repudio, rechazo y oposición al mantenimiento del incremento del 100 por ciento que se produjo sobre la alícuota de Ingresos Brutos para los agroquímicos, semillas y fertilizantes en el proyecto de Presupuesto que el Gobierno provincial presentó para el 2010.


El Impuesto sobre los Ingresos Brutos debería desaparecer directamente, ya que es un impuesto totalmente regresivo y distorsivo que se transforma, además, en confiscatorio. 


Este impuesto debería ser reemplazado por uno que contemple la real ganancia o el real margen que tiene la empresa, ya que de otra forma impacta directamente en forma indiscriminada sobre la rentabilidad de la empresa, tenga mucha o poca.


Adjunto a la nota que hemos presentado un estudio que hemos realizado sobre el impacto de los impuestos que gravan directamente la venta. Este impacto es altísimo, ya que además de Ingresos Brutos está la tasa municipal y el impuesto sobre créditos y réditos, y el impacto que tiene sobre los márgenes brutos de la empresa del sector, en Ingresos Brutos está entre un 22 y 30 por ciento sobre el margen bruto, y si a eso le acumulamos el impuesto municipal y el impuesto sobre créditos y débitos, o ley de cheques, el impacto total sobre el margen está entre un 40 y un 55 por ciento. Con el remanente hay que afrontar los costos fijos, costos de estructura, sueldos, y si queda algún margen, hay que pagar ganancias. Creo que está más que claro que la presente alícuota del 2 por ciento pone en riesgo la supervivencia de muchos comercios de nuestra Provincia.


Actualmente, hay unas 55 bocas de expendio que dan trabajo a más de 6.000 familias. Hemos advertido a las autoridades provinciales en un sinnúmero de oportunidades, sin que se dieran por aludidos en cuanto a la gravedad que representa esta situación.


También se pueden verificar algunos efectos que produce este aumento de la alícuota de Ingresos Brutos: entre otras, una baja de la inversión por parte del productor haciendo disminuir el paquete tecnológico utilizado en la siembra. Eso va a terminar redundando en que la producción en la Provincia de Córdoba va a ser menor.


Además, provincias que tienen alícuotas menores – del 1 por ciento, como era la que tenía la actividad en la Provincia-, producen una competencia desleal, ya que actores de esas provincias llegan directamente a la nuestra para vender sin tributar. Llamémoslos corredores o empresas del mismo rubro en otras provincias; esto se da, por ejemplo en San Francisco, en el límite con Santa Fe –ya que están sólo a 30 kilómetros de distancia-, donde llegan directamente al productor de la zona de Córdoba, y así se repite en cualquier zona limítrofe, sumado a la invasión de otros actores que están a mayor distancia, pero como hoy la comunicación es muy efectiva y el productor tiene un acceso inmediato a la información sobre cuáles son los precios que maneja la provincia y los de afuera de la misma, es muy fácil levantar el teléfono, hacer una compra a Rosario, por ejemplo, a través de un corredor, mandándole los insumos mientras que él manda la soja a Santa Fe, quedándonos fuera del mercado. Eso es algo a tener en cuenta a la hora de evaluar la real recaudación que va a tener la Provincia, porque este aumento de la alícuota nos deja fuera de mercado.

Esa competencia desleal hace que no podemos trasladar este aumento de alícuota al costo, porque si aumentamos el valor del insumo, al compararlo con otra provincia, quedamos fuera de mercado; esto se chequea con un simple llamado telefónico.


No me queda más que reiterar el pedido que hemos hecho en otras oportunidades de la reducción de la alícuota al 1 por ciento, como estaba gravada la actividad hasta agosto del 2008.


Los hacemos directamente responsables, junto con el Poder Ejecutivo de la Provincia, de que, de subsistir esta alícuota, peligra la fuente de trabajo de estas 6000 familias que representamos como cámara y que dependen directamente de nuestra actividad. Esperamos que revean la situación y quedamos a su disposición para revisar cualquier número del componente impositivo como así también para hacer un nuevo proyecto para la Provincia.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Tiene la palabra el señor Nocely.

Sr. Nocely.- Quiero decir que toda alícuota confiscatoria termina redundando, por una cuestión de supervivencia, en buscar alternativas. 


Como cámara, a nivel de socios, hemos planteado –al mantenerse esta alícuota del 2 por ciento- una masiva corrida para aquellos que puedan sobrevivir en el mercado a la operatoria de cuenta y orden que implica la tributación en carácter de comisionista, lo cual, al final, va a redundar en una reducción de recaudación para la Provincia.


Estamos totalmente convencidos de que la alícuota del 1 por ciento es el límite que se puede pagar -porque nadie quiere ser evasor-, y que la Provincia recauda más.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias.


Invitamos al presidente de la Federación Comercial de la Provincia de Córdoba, señor Martos.

Sr. Martos.- Señores legisladores: vengo en representación de la totalidad de los centros comerciales y de los comercios del interior de la Provincia de Córdoba.


Si sumamos los que hay en Capital y provincia estamos hablando de cien mil empresarios que están trabajando, peleando y dándole la mayor cantidad de mano de obra que tiene la Provincia, y que están aportando, a través de Ingresos Brutos, el 82 por ciento de los ingresos genuinos que tiene la Provincia. Por lo tanto, creemos que tenemos el derecho de estar sentados acá para expresar lo que queremos. 


Hablar de las consecuencias técnicas de Ingresos Brutos sería redundar porque ustedes las conocen, cientos de especialistas han hablado de lo retrógrado del impuesto. Por eso, me quiero referir a las consecuencias que tiene y, sobre todo, a la sensación que deja en nuestros asociados y en nuestros comercios este tipo de actitudes.


Hace un año estuve sentado acá y anteriormente también por un tema similar. En esa oportunidad, dije que el Gobierno nos había “vacunado” con un aumento y hoy tengo esa misma sensación, pero peor: pienso que últimamente nos han “extirpado” la voluntad de pedir algo o de quejarnos. Creo que hay cosas que tienen límites y esta es una de ellas. Si ustedes participaran de alguna de las reuniones que tenemos en nuestros consejos, se asombrarían por las quejas que tenemos. 

Como dirigente, después de treinta años de estar personalmente al frente de esto, se hace muy difícil seguir. Ustedes nos ponen a los dirigentes en una situación muy comprometida; en la situación de querer frenar algo que ya se está haciendo imposible de detener.


Ha llegado el momento en que el Gobierno tiene que reformular sus actitudes con respecto a los impuestos, y tiene que pensar cómo mejorar desde el interior los gastos que realmente tiene y no seguir castigando solamente a un sector que –insisto- es el más vulnerable en este momento.


Por ello, me opongo firmemente, en nombre de todos los centros comerciales, a que esto siga adelante. Las consecuencias van a ser responsabilidad exclusiva del Gobierno y de los legisladores que lo aprueben. Estamos presentes porque consideramos la necesidad de hacer uso del derecho de expresarnos, pero, personalmente, me siento totalmente defraudado porque cada vez que me he sentado en este lugar ha sido solamente para decir lo que después no se pudo cambiar.


Nada más. Les dejo las impresiones de los centros comerciales del interior.

Sr. Presidente (Heredia).- Invitamos a los representantes del gremio de judiciales, señores Marcelo Martínez y Marcelo Molina.

Sr. Martínez.- Agradecemos, en representación de la nueva comisión directiva de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, a cuya cabeza se encuentra la doctora Irina Santaesteban. En razón de un viaje a Buenos Aires, ella ha puesto en nosotros su confianza para transmitir nuestra opinión como asociación gremial y representando a los trabajadores del Poder Judicial.


Agradecemos a todos que nos hayan invitado.

Nuestra presencia se debe a que queremos indagar acerca de cuáles han sido las razones del envío de las partidas presupuestarias 900, 902, 903, 904, 905 y 906 y sus subprogramas, por parte de quienes representan al alto Cuerpo del Poder Judicial y al Superior Tribunal de Justicia. Como trabajadores con más de 30 años de antigüedad en Tribunales, nos hubiera gustado que nos consultaran al  respecto. Me desempeño como Secretario de Contabilidad y Finanzas, razón por lo cual me considero capacitado para esto.


Las partidas presupuestarias antes mencionadas cuentan con información suministrada por el personal de área presupuestaria del Poder Judicial, que depende directamente del licenciado José María Las Heras, quien está a cargo de la Administración General del mencionado Poder.


El hecho de que no nos hayan consultado va a traer inconvenientes al Presupuesto provincial, como bien lo señala la doctora Aída Tarditti en el escrito que elevó a la contadora Ruíz. Tratar de armonizar los recursos en pos de un mejor servicio de justicia contribuirá directamente al autismo que se evidencia en el Poder Judicial.


En el Poder Judicial se juzgan anualmente 100.000 causas, a través de los Juzgados de Ejecución Fiscal, de todos aquellos que, por distintas razones, no pagan los impuestos, que nos servirían a todos para solucionar, en gran medida, los problemas que tiene la Provincia de Córdoba.

No podemos entender la razón por la que el Tribunal Superior no quiere incrementar la planta de personal del Poder Judicial; esto se evidencia en el hecho de que solamente ha solicitado un Presupuesto que ronda el 5 por ciento del total. 


Hemos logrado “tipo paritarias” –no lo son-, ya que deberían haber sido hechas a través del Ministerio de Trabajo –como corresponde- por ley; acuerdos firmados en mayo, con la presencia del gremio del Poder Judicial en el Salón de los Pasos Perdidos.

Por esa razón, el Tribunal Superior de Justicia se avino a recibirnos y logramos conversar y arribar a un acuerdo, planteando, entre otras cosas, la efectivización del personal contratado.


Todo esto es lo que el Gremio del Poder Judicial quiere plantear, informando y brindando su opinión sobre esta materia; entendemos que el Poder Ejecutivo está haciendo un esfuerzo enorme sobre este tema y consideramos que, para los números finos del Presupuesto, podríamos haber aportado información que hubiese sido valiosa.


A veces, nos topamos con la “sordera” de algunos dirigentes y funcionarios de alto rango en el Poder Judicial. Además, en este acto hago público el hecho que para toda la Provincia hay sólo tres peritos para realizar los análisis mecánicos y numéricos, así como el revenido químico, sobre hechos que pueden ocurrir en cualquier zona de Córdoba, cuando en el caso de algunos edificios se gastaron montos superiores a los que se aporta por la Tasa de Justicia de la Provincia. Este es un tema sobre el que nos hubiera gustado conversar para realizar nuestros aportes al respecto.


Hoy, simplemente vengo a felicitar al Gobierno de la Provincia por el trabajo y el esfuerzo que están haciendo como consecuencia de la situación financiera que se vive. Asimismo, queremos advertir que hechos como los que actualmente ocurren, con la “sordera” de gente que ha cumplido funciones importantes en esta misma administración, pueden ser causantes de otros hechos graves, tal como sucedieron en la ciudad de Corral de Bustos, en Río Cuarto –de conocimiento público–, y hechos tremendamente tristes, como los ocurridos hace pocos días en una de las Cámaras del Crimen del edificio de Tribunales II, donde a un padre de familia, por errores de la instrucción y la investigación, se lo “condenó” –en realidad, está procesado, sin hacer recibido todavía sentencia– a pasar dos años por la acusación de su hija, que arrepentida y llorando, al final de la audiencia, lo abrazó diciéndole que lo perdonaba.


Todo eso es producto de la lentitud de la Justicia. Por eso, como gremio pedimos que nos escuchen, y no queremos reiterar los hechos de mayo para que eso ocurra.


Muchas gracias.
Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación de los señores Marcelo Martínez y Marcelo Molina, en representación del Gremio de Empleados del Poder Judicial.


Invitamos al representante de la Cámara Argentina de la Construcción, Delegación Córdoba, señor Santiago Montoya.

Sr. Montoya.- Buenos días, como en otras oportunidades, hoy tengo el gusto de estar aquí presente.


La Cámara Argentina de la Construcción quiere expresarle a la Legislatura el reconocimiento que existe por el ambicioso programa de obras públicas que se viene repitiendo año a año, que está orientado a resolver problemas muy importantes en cuanto a la competitividad, al desarrollo y a las posibilidades de crecimiento de la ciudad y de la Provincia.


Evidentemente, hay hechos que tienen explicaciones, y vamos a tratar de referirnos a ello, que dificultan enormemente el desarrollo de ese programa. Por estas indeseables formas de recaudar los recursos de la sociedad que ha adoptado nuestro país, donde las jurisdicciones locales provinciales tienen cada vez más reducido su margen de acción, estamos dependiendo de programas que se diseñan, se anuncian y no se cumplen. Puntualmente, me estoy refiriendo al plan de viviendas del Programa Federal, anunciado en el 2004, con un año de duración, porque ningún programa tenía más de doce meses de extensión, en el que todavía permanecen muchas obras sin ejecutar y literalmente paralizadas, es decir, sin ninguna actividad. Los motivos son: falta de remisión de fondos, falta de adecuación de precios pactados en el 2005 y que en el 2009 son inviables, y otras razones que es innecesario mencionar pero que responden a la burocracia, a la insuficiencia de fondos o a una mala distribución, pero la verdad, no avanza.


Lo mismo pasa con el Plan Federal II, que después se transforma y tiene otros nombres y, por una idea del Gobierno provincial de transformar y mejorar la calidad de las viviendas, se llama “Hogar Clase Media”. Este plan, en lugar de una solución, terminó siendo un problema ya que estamos disconformes los contratistas porque las obras no se hacen, los destinatarios porque no acceden a la solución y, obviamente, también el Estado provincial soportando las presiones y cuestionamientos que se le hacen.


Vamos a echarle la culpa al mundo porque así es más fácil, con su coyuntura económica y la crisis; la culpa nunca es de los actores sociales ni de los sectores políticos, pero estamos en esta situación, donde se presenta este proyecto de Presupuesto que evidencia que es una solución de emergencia, y no creo que a los técnicos que lo elaboraron ni a la Legislatura les satisfaga, pero quizás sea la única medida que pueden abordar.


Hemos conversado con distintos sectores técnicos y, evidentemente, hay cargas que deberían corregirse, pero no es esta la oportunidad, hay un gasto enorme de un sector que sabemos que va explotar algún día, y pronto, como es la Caja de Jubilaciones y también hay un sobredimensionamiento de la planta pública que nadie puede discutirlo.


Escuchábamos recién a un representante del sector gremial que planteaba inquietudes de diverso orden, atribuyendo a la falta de personal una cantidad de situaciones, como –algo que nos perjudica a todos- la mora excesiva que hay en la administración de Justicia. Es muy posible que en ese sector ocurra, no voy a discutirlo, pero respecto a la cantidad de personal que pertenece al sector público, que nuestra Constitución con una generosidad que ojalá fuera extensible al sector privado le da una cantidad de condiciones, como la estabilidad y un sistema previsional envidiable, evidentemente uno piensa -respondiendo a esa inquietud- si debería incrementarse aun más. Parecería que esa es la solución. 


Nosotros nos estamos enfrentando a la inversa: se han excluido  del sistema, se han expulsado –digámoslo así- a muchos obreros de la construcción, que mencionarlos -o atribuirle mérito- podría parecer demagógico, pero realmente creo que cualquiera que vea a un albañil en un andamio, con dos grados bajo cero o 40 grados, percibiendo una remuneración que no supera los 2.000 pesos o 2.500 pesos, en caso que trabaje muchísimo -y cuando trabaja- comparado con otros sectores, se dará cuenta que estamos viviendo en una sociedad que está muy maltratada, porque si ciertos sectores que están reclamando no les alcanza con lo que están percibiendo, deberíamos echar una mirada a los otros que están ganando muchísimo menos, y ese número que para nosotros supera los 14.000 o 15.000 obreros excluidos del sistema, tanto formales como informales, son personas que mansamente han recibido su telegrama colacionado y se dedicaron a buscar alguna changa hasta que lo vuelvan a llamar cuando se reinicien las obras. 


Tenemos una situación que el Banco de Córdoba ayudó a que no se agravara más, como es la imposibilidad del Estado de mantener puntualmente el pago de sus certificados. Esa es una solución transitoria y tiene un límite que está dado por la posibilidad del Banco de prestar y por la capacidad de endeudamiento de las empresas. 


Evidentemente, sabemos de la estrechez, sabemos que este presupuesto ya contiene déficit, sabemos que se está acudiendo a impuestos que todos conocemos y reconocemos como negativos, y así como el señor Martos expresó esa preocupación que se vive en ese sector pero que nos afecta a todos, nosotros queremos expresar nuestra preocupación sobre la necesidad que estas evaluaciones o consideraciones –que en este año han sido peor que nunca por la crisis- se hagan antes para aportar mejores ideas, para demostrar que ciertos impuestos traen un efecto contraproducente, es decir, en vez de generar más recursos, posiblemente, por vía de una mayor evasión –tenemos que reconocerlo-, por irresponsabilidad de los ciudadanos y de los empresarios en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, por una mala estructuración -no por carencia técnica, porque son excelentes los técnicos que tienen acá, sino porque no tienen otra cosa a mano- recurren a impuestos que son regresivos y algunos tan absurdos como elevar el costo de algunos conceptos que después termina pagando el Estado en forma directa e incrementada. 

Solamente, queríamos expresar esos conceptos; y además manifestarles que la CEDUC, que ha trabajado y analizado con nosotros en este tema, hará una presentación a la cual nos adherimos.


Puntualmente, solicitamos que el Impuesto de Sellos que se ha elevado al 10 por mil para la obra en general, que tiene un tratamiento del 6 por mil para casos en que se registren adecuada y oportunamente bajo las condiciones que fija el Poder Ejecutivo, se haga extensivo ese mecanismo de tratamiento especial para los contratos de mutuo que deben celebrar las empresas con las entidades bancarias para obtener financiamiento de los bancos, ante la falta de pago de los certificados de obra por parte del Estado. Concretamente, no se están pagando en término, se descuentan en banco, entonces, aparte de pagar el impuesto al firmar el contrato de obra hay que pagar otro impuesto por el monto que se certifica, también del 10 por mil, para obtener asistencia financiera –cuando se la consigue- con los costos que ya se conocen y nunca terminan de recuperarse.

Como el anterior expositor, reconozco mucho el esfuerzo que hacen y creo que deberíamos bajar los decibeles de la pirotecnia y que debemos ser autocríticos y cooperativos y mirar lo que pasa en los otros sectores y lo que les pasa a otros, porque así veremos que hay un gran sector de trabajadores privados frente a los trabajadores de la construcción que literalmente se han ido a sus casas. Imagínense, con la remuneración que perciben, a qué casa se fueron, en qué condiciones y con qué perspectivas, y quizás eso obligue al Estado a incrementar la ayuda social y, en consecuencia, siga la degradación social y las penurias económicas  que padece ese sector.


Les dejo este material.


Nada más.
Sr. Presidente (Heredia).-  Agradecemos la participación del señor Santiago Montoya, representante de la Cámara Argentina de la Construcción, Delegación Córdoba.


Invitamos ahora a participar al señor José Pihen, Secretario General del Sindicato de Empleados Públicos, y al señor Juan Monserrat, en representación de la Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba.

Sr. Pihen.- Buenos días.


Trataremos de ser breves y concisos. En esta oportunidad hablaré en nombre de la organización que represento, el Sindicato de Empleados Públicos, en nombre de la Asociación de Trabajadores de la Sanidad, cuyo secretario no alcanzó a llegar a esta audiencia, y en nombre de la Unión del Personal Superior, cuyo titular, Domingo Ovando, ha tenido un problema antes de llegar a la Legislatura, sin perjuicio de que seguramente vamos a coincidir en el planteo de fondo con lo que UEPC exponga sobre el tema.


Básicamente, traemos una preocupación central, en esta oportunidad no entramos al análisis global del Presupuesto sino que sólo vamos a llamar la atención para rechazar y, obviamente, pedir que se modifique la pauta prevista en el proyecto de Presupuesto para atender los incrementos salariales para el año 2010 para los trabajadores de la administración que representamos y que, por supuesto, incluye a Policía, Servicio Penitenciario, que son áreas importantes del Estado que no tienen representación gremial por imperio de la ley pero que, obviamente, sufrirán la misma pauta que se nos aplique a nosotros.


Hablar del 8,8 por ciento para todo el año implica decir que lo que se prevé es que para todo el año 2010 para cada empleado público habrá, en promedio, 230 pesos para atender los aumentos –reitero- de todo ese año, 230 pesos si lo consideramos en “negro”, pero si hablamos de cifras en blanco, obviamente, esa cifra se verá reducida. Nos parece importante destacar también que si esto se concretara y esa fuera finalmente la pauta que quedara establecida, y si el Poder Ejecutivo se ajustara a dicha pauta, estaríamos asistiendo a una situación  en la que, desde octubre de 2008 a diciembre de 2010, los empleados de la Administración Central habríamos recibido, en concepto de incremento salarial, un promedio no superior al 20 por ciento, lo que en pesos significaría una suma no superior a los 430 pesos por cabeza para dos años y dos meses.


Entonces, me parece que esa cifra habla por sí sola cuando estamos, además, desde el mes de agosto en un conflicto en el que estamos planteando lo insuficiente de la pauta -que fue del 12 por ciento para este año-, cuya revisión se garantizó con una cláusula para el caso de que fuera insuficiente, cláusula que después el propio Poder Ejecutivo negó.


En consecuencia, que en este contexto aparezca esta pauta del 8,8 por ciento lo único que hace es desatar una actitud de irritación y rechazo. Por eso, pedimos que se la descalifique y que se la vuelva a considerar teniendo en cuenta por lo menos algunos de estos elementos.


Simultáneamente, encontramos en el proyecto que la misma pauta, pero prevista para el Poder Judicial, es del 16 por ciento. Hay que tener en cuenta que los salarios de los trabajadores de ese Poder son en promedio un 50 por ciento más altos que los del Poder Ejecutivo, lo que nos hace pensar cuál será el sentido profundo de esta pauta de conceder el doble para el Poder Judicial, cuando ya este año hemos asistido a una pauta superior para los judiciales, tomada, precisamente, de otra pauta como la que se había establecido este año, también superior.


Pasando en limpio, el tema de la inequidad: para salarios superiores la pauta es del 16 por ciento, mientras que para salarios inferiores es del 8,8 por ciento. Nadie puede dejar de ser suspicaz y pensar cómo se aplicaría esta pauta en el caso de jueces y funcionarios del Poder Judicial.


Obviamente, no nos oponemos a los niveles salariales de los empleados del Poder Judicial, ni a que sean atendidos sus reclamos. Lo que decimos es que hace falta equidad, y en esto hay “cero” equidad.


Queremos hacer, además, dos apuntes rápidos, porque nos han sorprendido. Venimos desde el mes de agosto con un conflicto a fin de revisar la pauta del año 2009, sin resultados hasta la fecha, y en ese contexto aparece en  este proyecto de Presupuesto 150 ó 170 millones destinados a la primera etapa del Centro Cívico. No decimos con esto no sea necesario, y el propio Gobernador ha aclarado que esto no es para los trabajadores sino para los funcionarios. Entonces, nos parece llamativo que no haya respuesta salarial para este año, que se plantee una pauta salarial que en los hechos implica un congelamiento salarial y que, simultáneamente, aparezca 150 ó 170 millones para la primera etapa del Centro Cívico o 50 millones para la Comisión del Bicentenario. No me voy a explayar sobre esto, seguramente están bien asignados y su destino es bárbaro, pero comparadas estas cifras con la situación de este momento y con la que se va a plantear el año próximo con esta pauta del 8,8 por ciento, no encontramos el sentido de equidad y de justicia que se pretende.


Alguien ya adelantó -lo hemos visto por los medios-, que esta pauta inaugura desde ya un escenario de conflicto permanente para el año que viene; creemos que es así, pero como no somos amigos del conflicto y pretendemos que con las herramientas que la democracia tiene a su disposición podamos ir corrigiendo todas estas inequidades o deficiencias, es que venimos hoy a reclamar a este Cuerpo que en el tratamiento del Presupuesto se tengan en cuenta estas objeciones que hemos señalado.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Tiene la palabra el señor Monserrat.

Sr. Monserrat.- En primer lugar, gracias por la participación. Nosotros somos habituales concurrentes a este tipo de audiencia y lo hacemos nuevamente este año.


No voy a agregar mucho más a lo que ha puesto el señor Pihén en consideración, pero aclaramos desde nuestra organización que el conflicto está en una etapa demasiado profunda, y dejamos claramente expuestas las dificultades que tenemos los trabajadores para mantenernos en nuestros puestos de trabajo, no solamente en cuanto al acceso a los productos básicos de la canasta familiar sino, fundamentalmente, para la demanda que tenemos socialmente, y en esto apuntamos a la “canasta cultural” necesaria para que cada trabajador pueda tener acceso a los bienes necesarios para sostenerse en los niveles de demanda de la comunidad que espera de los docentes y de las escuelas oportunidades más precisas para el futuro.


Este Presupuesto para nosotros tiene características extremadamente regresivas, y desde ese punto de vista no entendemos cómo vamos a garantizar los 180 días de clase que establecen las leyes nacionales y, fundamentalmente, la obligatoriedad de incluir mucho más jóvenes y niños al sistema educativo previsto por la Ley nacional 26.206.


La sociedad argentina se ha propuesto que sea la educación un eje importante en el desarrollo de la movilidad social, pero no está acompañada por los fondos nacionales para que eso ocurra. Más bien parece que los trabajadores son los que tienen que mantener la expansión y la calidad del sistema educativo, y está absolutamente claro que eso ya no es sostenible.


La autoridad política podría hacer cosas en el Presupuesto para corregir estas situaciones, por ejemplo, con la pauta del 8 por ciento –lo hemos llevado a términos de sueldo básico- corresponde darle al trabajador docente oficial y privado de la Provincia, y al sector de jubilados, solamente el 10 por ciento de aumento salarial en todo el año 2008, desde el mes de enero; si a ello sumamos el deterioro que vamos a tener este año más el incremento que van a sufrir los precios de la canasta familiar, como consecuencia de haber aumentado los Impuestos de Sellos e Ingresos Brutos –que vale recordar, son regresivos y van a parar nuevamente a los productos que compramos para mantenernos como trabajadores y ciudadanos-, sin duda, la pauta del 8,8 no va alcanzar; y hay que sumar la inflación de rebote que va a generar la decisión distorsiva de aplicar impuestos sobre la traslación que van a hacer todos los sectores, tanto el comercio como la industria.


Extender el nivel inicial de chicos de 3 y 4 años; extender la obligatoriedad de que los chicos y de los jóvenes completen el nivel medio;  agregar siete años –uno más- a las escuelas técnicas; mejorar la educación de adultos; poner un año más en el magisterio superior de los profesores de nivel inicial y primario, nos parece que no hay correspondencia con la misma asignación presupuestaria de este año. Estamos hablando del 30,6 por ciento, entonces, esta absolutamente claro que vamos a tener un conflicto muy pronunciado.


¿Cómo se podría corregir esto? Es muy sencillo: si se redujeran las exenciones impositivas a los grandes grupos económicos tendríamos 321 millones de pesos; según lo manifestado por el economista Salvador Treber, si se pudiera gravar a los sectores empresarios agropecuarios de mayor renta obtendríamos 1.360.000 pesos; pero, si de todas maneras no se quiere gravar más sino cobrar lo que deben, se ha hecho un cálculo de que la suma sería de 173 millones de pesos. 

Si quisieran solucionar el conflicto y agregar más fondos, se podría redireccionar la partida 705 que fija 269 millones de pesos que se “estira” a un crédito adicional que no se sabe muy bien para que es, y también irrita mucho que se destinen 50 millones de pesos para festejar el Bicentenario.

De más está decir que otras jurisdicciones, como la Provincia de Buenos Aires, han resuelto aplicar un impuesto sobre la herencia y lo recaudado va a Educación.

Queremos advertir que estamos en una situación de mucha tensión y si realmente queremos recuperar el Estado como garante de la igualdad y de que todos los ciudadanos tengan acceso a los servicios básicos para tener una vida digna, es necesario corregir este Presupuesto, para lo cual le vamos a dejar nuestra presentación y esperamos que nuestras palabras se vean reflejadas al momento de votarse estos proyectos.

Sr. Presidente (Heredia).- Señores José Pihen y Juan Monserrat, muchas gracias por su participación.


Invitamos al señor Orlando Calamari, en representación de la Cámara de Droguerías de Córdoba.

Sr. Calamari.- Buenos días.


En primer lugar, queremos agradecer la oportunidad que nos dan de venir a expresar nuestra problemática en cuanto a los Ingresos Brutos que son los que gravan la actividad.


Las droguerías aquí presentes representamos el 95 por ciento de la distribución mayorista de medicamentos para uso humano en le Provincia de Córdoba.


Venimos a solicitar y fundamentar el no incremento de la alícuota que grava actualmente la actividad y, simultáneamente, la revisión del mecanismo de determinación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos en la jurisdicción y la adecuación del mismo, de modo de atender las especiales circunstancias que se verifican en la actividad desarrollada por las droguerías en Córdoba.


Hace exactamente un año nos encontrábamos en este mismo recinto solicitando el no incremento del 20 por ciento en la alícuota para nuestro sector, que había propuesto entonces el Poder Ejecutivo. En aquella oportunidad, esta Cámara supo comprender la situación tan particular que vivían las droguerías y modificó la propuesta del Ejecutivo, manteniendo la alícuota en el 1 por ciento. 


Hoy, inexplicablemente, el Ejecutivo propone un incremento del 50 por ciento en la alícuota, equiparándonos a la tasa general que propone para el comercio mayorista del 1,5 por ciento. Indudablemente, se trata de una generalización que carece de fundamento ya que entendemos que no conoce, no ha estudiado y no ha profundizado las características del sector -como lo hiciera en su oportunidad esta Cámara-, y no acompaña argumentación alguna que permita justificar y demostrar la posibilidad de incrementar un 50 por ciento la alícuota. 


Hoy venimos no solamente a solicitar el rechazo a este incremento, sino también a proponer una nueva forma de determinación del impuesto para nuestro sector, que permita equipararnos a otras regiones del país frente a las cuales perdemos permanentemente competitividad.

Las droguerías formamos parte de la cadena de salud. Distribuimos más de 17 mil presentaciones medicinales a lo largo y a lo ancho de la Provincia, hasta los lugares más recónditos, por lo menos dos veces por día, los 365 días del año. Tenemos la responsabilidad de atender en forma homogénea la demanda en toda la provincia.

Esto tiene una significación muy especial en términos de salud de la población; distribuimos productos con una gran responsabilidad social que están sujetos, por parte de la seguridad social, a estrictas reglas en la conformación de sus precios y para la operación de los mismos.

Con relación al tema que nos ocupa, la alícuota de los Ingresos Brutos, destacamos algunas características de nuestro sector: la coexistencia de altísimos volúmenes de operaciones realizadas con bajos márgenes de rentabilidad; la significación económica del impuesto respecto de las rentabilidades de las empresas que implica una carga fiscal claramente confiscatoria; la gran diversidad de tratamiento, mecanismo de determinación de base imponible y alícuotas aplicables, que se verifican entre las distintas jurisdicciones provinciales, y la existencia de tratamientos diferenciales vigentes para otras actividades con características similares a las desarrolladas por las droguerías. Todo ello está claramente explicado en la memoria que ya hemos presentado en esta Cámara.


En este escenario, el mercado farmacéutico requiere de una de las más eficaces redes de distribución a nivel nacional, sin la cual no se podría garantizar la preservación de la calidad del almacenaje y transporte, ni la disponibilidad inmediata en cualquier punto del país de todos los productos requeridos por los pacientes para su consumo. Esta red atiende también la incorporación permanente de innovaciones farmacéuticas, los productos para patologías específicas, productos oncológicos, productos de tratamientos crónicos, etcétera.


Sin este eslabón actuando con la eficacia aludida, amplios sectores de la población no podrían acceder al universo de productos en la oportunidad y destinos necesarios para responder adecuadamente a los requerimientos del caso, conforme a la opinión del personal competente.


Asimismo, para cumplir con sus funciones adecuadamente, las droguerías deben operar priorizando un altísimo nivel y frecuencia de servicio, ya que sin él la población se vería seriamente afectada en su atención sanitaria.


Resulta muy claro concluir que esta vastísima, frecuente y sofisticada red de distribución importa costos muy relevantes que limitan fuertemente los márgenes que tiene la actividad. Pero esa misma responsabilidad es la que obliga a las droguerías a mantenerse en operación, aun en condiciones económicas desventajosas, ya que sin su servicio regular no habría posibilidad de acceso a una oferta completa de medicamentos.


La gran significación de los mencionados costos de operación, aplicados sobre los reducidos márgenes de las etapas mayoristas de los productos, en el marco de una actividad desarrollada en un entorno fuertemente competitivo, ha llevado a las droguerías a trabajar con un margen muy ajustado que requiere operar con una altísima eficiencia para alcanzar resultados positivos, con lo cual el factor impositivo, y especialmente el Impuesto sobre los Ingresos Brutos toma una relevancia determinante en la viabilidad de sus negocios.

Por el carácter esencial del medicamento, en lo que respecta al proceso de atención de la salud de la población, su precio tiene características únicas, respecto de las condiciones generales del mercado de comercialización de bienes.


Los precios de los medicamentos, a la salida del laboratorio y al público, son fijados por el fabricante y no se pueden modificar; son fijos y uniformes en todo el país; por lo tanto, poseen el mismo margen bruto, ya se trate de un producto vendido en Tierra del Fuego o en la Ciudad de Buenos Aires. No podemos trasladar el incremento de la alícuota en los Ingresos Brutos al precio de los productos que comercializamos. 


En la Provincia de Córdoba, la alícuota vigente del uno por ciento sobre la venta supera en casi un 500 por ciento a la que existe en Mendoza o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en las que se aplica el 3 por ciento sobre el margen bruto, o sea, sobre la diferencia compraventa, por lo que su adecuación resulta imprescindible y urgente en esta Provincia.


El margen bruto de las droguerías está por debajo del 6 por ciento de lo facturado; de allí se deben afrontar todos los costos operativos e impositivos. En este aspecto, la actual alícuota del uno por ciento en Ingresos Brutos significa un 17 por ciento de la totalidad de margen; si contabilizamos la tasa de comercio e industria municipal, ambas cargas impositivas suman el 27 por ciento.  Si se acepta la propuesta del Poder Ejecutivo, la carga impositiva ascendería al 30 por ciento del margen bruto, lo cual es absolutamente imposible de afrontar, poniendo en riesgo la continuidad de nuestras empresas en la región. 


En la práctica, se verifica una especie de subsidio para algunas jurisdicciones, con tasas más bajas o bases imponibles diferenciadas, a favor de otras que recaudan un impuesto proporcionalmente mayor. Incluso, dentro de la misma jurisdicción, las droguerías deben proveer con el mismo nivel de eficacia y calidad tanto a las farmacias de las grandes ciudades como a las alejadas o marginales, que tienen un bajo volumen de venta, por lo que nuevamente se verifica una suerte de compensación o subsidio de unas a favor de otras, puesto que todas reciben el producto al mismo precio.


Si pudiera pensarse en un esquema tributario de mayores especificidad, y atendiendo a las características sociales de los productos que nos ocupan, los gobiernos provinciales deberían promover la actividad en regiones desventajosas, aplicando tasas impositivas menores que la pretendida sobre operaciones realizadas en zonas más favorables.


Resumiendo, la venta de especialidades farmacéuticas en droguerías es un negocio en el cual los márgenes son exiguos, sometidos a presión de agentes externos, se encuentran condicionados frente a un precio de medicamentos que el Gobierno nacional, a través de la Secretaría de Comercio Interior, mantiene artificialmente y que no crece a la velocidad de los costos, que, el año pasado, se incrementaron en un 25 por ciento, mientras que los productos que comercializamos subieron un 16 por ciento. En lo que va  del año 2009 han subido un 12 por ciento, mientras que los costos operativos han ascendido más del 18 por ciento.


En este escenario no hay posibilidad de absorber el impacto distorsivo que provoca la aplicación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos sobre el total del precio de venta en los distribuidores mayoristas. 


En el canal farmacéutico, los precios de venta del laboratorio de droguería y los de venta al público son fijados por el laboratorio y no podemos modificarlos. Las droguerías, en consecuencia, son actores de un proceso comercial, sin verdaderas posibilidades de decidir qué, cuánto y a qué precio vender.


La diferencia entre precio de venta y de compra que percibe la droguería se asemeja a una comisión para distribuir los productos de los laboratorios, que son los que fijan el precio y generan la demanda. En este marco, el mecanismo de liquidación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos en las actividades de las droguerías deberían adecuarse a esa realidad y asimilarse al tratamiento de la intermediación, cuya base imponible es la comisión.


La Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Provincia de Mendoza adoptaron el Régimen de Base Imponible Especial, determinada por la diferencia entre el precio de compra y venta, gravando la actividad con una alícuota del 3 por ciento. La actual carga tributaria de nuestra Provincia es casi cinco veces mayor que en esas regiones y, por lo tanto, obviamente cuestionable en términos de inequidad en el impacto del impuesto; discriminatoria respecto de otras actividades comerciales y otros sujetos similares; de confiscatoriedad, ya que el impacto real supera los límites ya establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación; ausencia de razonable homogeneidad interjurisdiccional, tornando más gravosa, y hasta inevitable, la actividad en la Provincia con relación a otras jurisdicciones, produciendo subsidios entre ellas y desalentando la calidad y frecuencia del abastecimiento de los medicamentos en Córdoba.


Esta situación pone en clara desventaja competitiva a las droguerías locales de la Provincia, generando su empobrecimiento y, a largo plazo, su desaparición en manos de las grandes compañías nacionales, que facturan desde fuera de Córdoba.


No podemos dejar de tener presente que las circunstancias que enmarcan la actividad de las droguerías reciben también un tratamiento diferencial a nivel nacional, lo cual ha sido comprendido por las distintas legislaciones nacionales en el caso en que los medicamentos no están gravados con el IVA. Simultáneamente, las droguerías gozan de una alícuota diferencial para el Impuesto a los Créditos y Débitos Bancarios, popularmente conocido como Impuesto al Cheque; tanto es así, que este impuesto es del 0,6 por mil, en tanto que las droguerías tributan el 0,75 por mil. Esto da una idea clara de la implicancia que tiene este impuesto en la conformación de los costos.


Otra distorsión que queremos destacar es que las droguerías de Córdoba financian al Estado provincial la recaudación sobre los Ingresos Brutos de sus clientes, o sea, las farmacias. En efecto, al tiempo que las retenciones son liquidadas al Estado provincial cada 15 días, las droguerías cobran a sus clientes esas retenciones a plazos que superan los 21 ó 30 días. Es decir, financiamos la recaudación al Estado provincial.


En el dificultoso marco en el que operamos, cumplimos una tarea fundamental como agentes de recaudación en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos; precisamente, los volúmenes operados por el sector en términos de ventas y compras generan cifras muy significativas de percepciones y retenciones del tributo que las droguerías practican, procesan e ingresan con la utilización de sus propios recursos administrativos, y en ocasiones financieros, como es el caso del ingreso de las percepciones facturadas no cobradas. Al Estado no le interesa si podemos o no cobrarle al cliente; simplemente, debemos tomar las percepciones y las retenciones y depositárselas al Estado.
Señores legisladores, todo lo aquí expuesto está suficientemente desarrollado y fundamentado en la documentación presentada con anterioridad. Por lo tanto, se hace imprescindible el decidido apoyo del Gobierno provincial para corregir esta grave distorsión que pone en riesgo la continuidad de la actividad y, por consiguiente, la provisión de medicamentos a la población en su conjunto.


Por todo lo expuesto, enfatizamos nuestra solicitud formulada anteriormente. Primero, la no modificación de la alícuota que grava actualmente la actividad y, en segundo lugar, la urgente modificación del Código Tributario de la Provincia para reformular la base imponible de las droguerías en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos.


Concretamente, solicitamos se incluya la venta y comercialización mayorista de medicamentos para uso humano entre las actividades que determinan la base imponible por diferencia entre sus precios de venta y precios de compra.


Requerimos que se prevea una alícuota del impuesto del 3 por ciento sobre esta diferencia compra-venta y se genere un impacto efectivo que preserve los principios constitucionales que garantizan equidad, proporcionalidad y no confiscatoriedad.


Finalmente, para todo aquello que las autoridades entiendan necesario, quedamos a vuestra entera disposición, poniendo en vuestra consideración la colaboración de nuestros equipos técnicos en caso de que así lo requieran.


Agradecemos vuestra deferencia al permitirnos formular la presente solicitud y confiamos en que los sólidos argumentos expuestos generarán la respuesta esperada.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al señor Orlando Calamari, representante de la Cámara de Droguerías de la Provincia de Córdoba.


Invitamos a los señores José María Martínez y Jorge Calles, en representación de la Cámara de Empresarios Repuestos Automotor y Afines de Córdoba.

Sr. Martínez.- Soy el presidente de la Cámara de Empresarios del Repuesto Automotor, como acaba de señalar el legislador.


En primer lugar, agradecemos la posibilidad de poder expresarnos en esta tribuna y, más allá de que son escasas nuestras esperanzas, creemos que debemos hacerlo, con todo respeto como siempre.


La Cámara de Repuesteros se opone terminante y frontalmente al aumento del Impuesto sobre los Ingresos Brutos a los mayoristas, ya que el sector mayorista en nuestra Cámara es muy importante, a tal punto que la firma número uno mayorista de repuestos del país está radicada en Córdoba.


El Impuesto sobre los Ingresos Brutos está en retirada en el sistema tributario mundial, en varios países ha sido sustituido por el IVA, que grava el valor agregado y no a las ventas brutas, por ende, eliminando la acumulación y piramidación del impuesto. A diferencia de lo que ocurre a nivel internacional, Córdoba está cada vez más lejos de sustituir este impuesto por uno menos distorsivo, es más, está yendo en sentido contrario incrementando las alícuotas y perdiendo de vista los objetivos del Pacto Fiscal de 1993.


Las consecuencias de este aumento no son sólo mayores costos para las empresas sino también efectos muy nocivos a nivel distributivo ya que, cuando existe la posibilidad, el gravamen se traslada hacia adelante y los individuos más perjudicados suelen ser los grupos de menores ingresos.


Otro de los efectos del aumento de la alícuota, especialmente para el sector comercial, es la generación de más economía informal. Estos mercados informales, al no tener que trasladar la carga extra, compiten en forma desleal atrayendo mercados y, por lo tanto, reduciendo la rentabilidad del sector formal de la economía. Particularmente en nuestro caso viene a sumarse al grave problema que tenemos con los desarmaderos ilegales, problema con el cual también estamos intentando que nuestra Provincia adhiera a la Ley nacional 25.761.


Si se tiene en cuenta el factor anteriormente planteado es posible que en muchos casos no se pueda trasladar el impuesto hacia adelante, ya que resulta muy difícil competir con las economías informales. De ser así, el aumento de alícuotas en el sector comercial implementado desde 2007 -en nuestro caso era del 2,5 y al pasar al 4 supera el 60 por ciento- resultaría similar a haber incrementado significativamente el Impuesto a las Ganancias.


Por lo tanto, resulta muy difícil competir con otras economías que tienen una carga tributaria mucho menor, pero también resulta muy difícil planificar inversiones en un mercado donde las reglas de juego cambian continuamente, prueba de esto es que ya hay algunas firmas del sector que están estudiando la posibilidad de erradicarse en algunos lugares del país donde no existen gravámenes  tan altos.


Para ser breve y concreto, señor presidente, quiero decir que le agradezco mucho la posibilidad de intervenir y, reitero, nuestra Cámara se opone frontalmente al gravamen. 


Muchas gracias. 

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación del señor José María Martínez, Presidente de la Cámara de Empresarios de Repuestos Automotores y afines de Córdoba.


Invitamos a la Escribana Marcia Faustinelli y Alejandra Servidio en representación del Colegio de Escribanos de la Provincia de Córdoba. 

Sra. Servidio.- Buenos días. 


La propuesta concreta del Colegio de Escribanos, respecto del proyecto de Presupuesto y de modificación de la Ley Impositiva Anual y Código Tributario, tiene –sobre todo- la finalidad de ser consecuente con la importancia que se está dando en el Estado…

-Se produjo un corte de luz. 

-Es la hora  12 y 13.
-Siendo la hora 12 y 39:

Sr. Presidente (Heredia).- Se reanuda la Audiencia Pública.


Continúa con el uso de la palabra la señora Servidio.

Sra. Servidio.- Pedimos que se incluya, dentro de la exención impositiva, al Impuesto de Sellos.


Proponemos la modificación del artículo 221 del Código Tributario, ya sea suprimiendo la limitación a los planes de vivienda encarados por el Estado o incluyendo un inciso específico para estos casos.

En cuanto a las exenciones del Impuesto de Sellos, la escribana Faustinelli hará, a continuación, las propuestas respectivas.

Sra. Faustinelli.- Respecto de los artículos de las exenciones, esto también debiera estar en el Código Tributario –artículo 221, exenciones objetivas. El inciso 15) se refiere a los planes de vivienda y hay que tomar en cuenta que el sistema incluirá a todas las instituciones contempladas por la Ley de Entidades Financieras, ya que evidentemente no sólo es la banca oficial la que otorga planes respecto de la promoción de la vivienda, y sería de interés que en tal sentido se tuviera el mismo beneficio, puesto que el objetivo sería el mismo.


Por otra parte, considerando las propuestas efectuadas en otras provincias, como San Luis, debemos tener en cuenta, tanto para la banca oficial como privada, todos aquellos créditos otorgados en función de la promoción de las actividades agropecuarias, mineras, turísticas, proveedoras de servicios y demás, de modo que Córdoba no quede descolocada en lo que hace al marco competitivo, ya que las inversiones se hacen en otras provincias porque aquí no cuentan con la posibilidad del beneficio de las exenciones.


Otros artículos relacionados con las exenciones –como el 31– tendrían que ampliarse con relación a los otros emprendimientos, esto es, no sólo el agropecuario sino también los comerciales e industriales, para que no se retacee el progreso que representa para la Provincia y la ciudadanía en general, multiplicando los beneficios de los proyectos, lo que generaría trabajo para la mano de obra, puesto que contar con una previsión en tal sentido es muy importante en un momento de crisis como el que actualmente estamos viviendo.


Esto deberá estar suficientemente acreditado, y ya veremos cómo puede instrumentarse reglamentariamente.

Sra. Servidio.- Otro tema es la Tasa Retributiva de Servicios, en especial las tasas administrativas del Registro General de la Provincia. Dado la especial característica de las escrituras públicas, que tienen fecha cierta y plazo fijado por ley para su presentación, solicitamos se tome como base imponible para el cálculo de dicha tasa el valor vigente al momento del otorgamiento del acto, a los fines de darle previsibilidad al costo del acto escriturario. Por ejemplo, en los casos de operaciones que se otorgan en moneda extranjera, si lo hacemos en el día de hoy y por ley, tenemos permitido hasta 45 días para su presentación; no podemos saber cuál será la cotización de esa moneda para esa fecha, no pudiendo determinar al requirente de nuestro servicio, al momento del otorgamiento del acto, el verdadero valor de la tasa del Registro. 


Redondeando, solicitamos que en el caso de las escrituras públicas que sean presentadas dentro del plazo legal al Registro de la Propiedad, se considere el valor del acto al momento de su otorgamiento. Además, solicitamos que en el Capítulo de Archivo de Protocolos Notariales se incluya un concepto específico. Seguramente, es de su conocimiento que el Colegio de Escribanos va a tener a su cargo la gestión y administración del Archivo de Protocolos Notariales a partir de la inauguración del edificio que se está construyendo, prevista para fines del año próximo. Para su sostenimiento necesitamos tasas que no están incluidas en la Ley Impositiva actual, como por ejemplo la Tasa por la Expedición de Segundos o Ulteriores Testimonios de las escrituras que estén allí archivadas.


Es decir, se trata de un costo que se le está sacando al Estado, porque en este momento está bajo la órbita del Registro General de la Provincia y va a pasar a la administración del Colegio de Escribanos, pero para su sostenimiento necesitamos la existencia de estas tasas.

Sra. Ruiz.- Otro tema importante, que pedimos todos los años -es reiterativo pero no tenemos suerte-, es con relación a la expedición de los certificados e informes de la Dirección General de Rentas, toda vez que nosotros tenemos que hacer los cálculos de los aportes, tanto de Impuesto de Sellos como de tasas, en base a la base imponible o a la valuación fiscal, el que fuera mayor.


Resulta que Rentas emite meros informes y nos encontramos con la casuística de que, evidentemente, como son informes son variables, a lo mejor en una oportunidad dan datos respecto de una deuda con determinados importes y en otra oportunidad son diferentes. Entonces, pedimos que tengan la categoría de certificados en vez de informe, de manera que a nosotros también nos dé seguridad con relación a las retenciones que se practiquen, incluido el tema de la base imponible y la valuación, porque si se certifica dan fe y para nosotros son un instrumento fehaciente en base al cual se sacarán los cálculos.

Sra. Servidio.- Haciendo hincapié en lo que dice la escribana, recalcamos el tema de la previsibilidad. Nosotros somos agentes de retención del Impuesto Inmobiliario, cuando se hace la transferencia de un inmueble si no es un certificado de deuda líquida y exigible nos podemos encontrar en la situación de que luego aparezcan otras deudas u otros conceptos que no están informados, mientras que si se tratara de un certificado nos vamos a limitar a retener ese importe.


Muchas gracias, y estamos a su disposición.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos a las escribanas Ruiz y Alejandra Servidio y a la contadora Llupia por su participación en nombre del Colegio de Escribanos de la Provincia de Córdoba.


Pasamos a un breve cuarto intermedio para solucionar el tema de la luz.

-Es la hora 12 y 48.

-Siendo la hora 12 y 52:

Sr. Presidente (Heredia).- Continuamos con el desarrollo de esta Audiencia Pública.


Invitamos al doctor Francisco Riego, en representación del Colegio de Abogados de la Provincia de Córdoba.

Sr. Riego.-  Buenos días.


Señor presidente de la Comisión de Economía, Presupuesto y Hacienda, señores miembros de la Comisión, público asistente: en primer lugar quiero agradecer la invitación que se cursara al Colegio de Abogados de Córdoba para participar de esta Audiencia Pública legislativa, acerca de la Ley de Presupuesto, Código Tributario y Ley Impositiva Anual.


En líneas generales, compartimos los destinos previstos para los fondos presupuestarios y, entrando en la materia que nos toca, vemos con especial agrado que se haya previsto una partida tan importante, en el orden de los 64 millones de pesos, para ser aplicada a Bienes de Capital del Poder Judicial de la Provincia, con fines edilicios en el polo judicial.


Sin perjuicio de ello, consideramos, en alguna medida, insuficiente el monto previsto para atender las Erogaciones Corrientes del Poder Judicial. Nos percatamos que ese monto, a duras penas, cubrirá los incrementos salariales comprometidos con el gremio del Poder Judicial.


Vemos con preocupación que no se ha previsto incrementar el número de tribunales, cuya necesidad se hace más que palpable en prácticamente todos los fueros. 


No se ha previsto -o no se ve de esa manera- incrementar el número de tribunales, cuya necesidad se hace más que palpable en prácticamente todos los fueros; no se ha previsto dotar de presupuesto, o la creación de Juzgados ni de Cámaras de Apelación, en especial en familia, violencia familiar, conciliación laboral ni en la Cámara de Trabajo, sin perjuicio de las falencias que conocemos en el fuero civil.


La situación descripta nos alerta en cuanto a que la reciente modificación del Sistema Nacional de Pasantías ha producido un desmedro muy importante en la cantidad de horas-hombre disponibles en el Poder Judicial. Este último se ha visto súbitamente privado del apoyo que representaba el sistema de pasantías. Los pasantes, por imperio de la modificación de la ley, no pueden estar más de un año y medio en su posición porque sino pasarían a formar parte de la planta permanente, entonces, para evitar eso, se  ha desafectado a los pasantes, quienes estaban abocados a las tareas menos técnicas –atención al público, atención de la barandilla y demás-, mientras que el personal más técnico estaba haciendo proyectos de decretos o de sentencias y trabajando en la parte interna del tribunal.


Esta nueva carencia -dada por imperio de una ley nacional, sobre la que no tenemos injerencia- ya ha producido una notable disminución en la posibilidad de los tribunales de atender. La disminución de personal ha resultado francamente notoria para quienes ejercemos la profesión, en la merma a la atención a los letrados y al público justiciable en general.


Es de recordar que la prestación del servicio de justicia a cargo, nada menos, que de un poder del Estado constituye una función esencial del Estado y, por ende, deviene irrenunciable e improrrogable en cuanto a la atención de las urgencias que en ese servicio se evidencian.


El actor y el demandado, el trabajador y su empleador en conflicto, el imputado o los cónyuges desavenidos  no son los únicos que aprovechan el servicio de justicia sino también la sociedad toda. 


A poco que se piense, resulta innegable el carácter docente, preventivo y disuasivo que el correcto accionar de la Justicia tiene para la sociedad.


Es así entonces que las leyes se cumplen por su carácter coercible y la presencia admonitoria del sereno obrar de la Justicia.


No nos parece que el monto presupuestado –que no llega al 6,1 por ciento del Presupuesto general de la Provincia- sea suficiente para atender tan esencial función.


Entrando en una materia que reconocemos ajena y que no nos corresponde, no creemos que ninguna previsión presupuestaria para el Poder Judicial inferior al 8 por ciento del total pueda atender a la necesidad del servicio de Justicia, no sólo respecto de la dotación de personal sino también de la ampliación de las oficinas judiciales existentes.


Sabemos lo dificultoso que es hacer una modificación única de un solo rubro en un Presupuesto general que lleva muchísimo de planificación, pero no podemos callar que el señalado es un problema que existe y que va a  continuar produciendo problemas en la Justicia, problemas al justiciable, al letrado litigante y al magistrado en la administración de su tiempo y de su personal.


Estoy seguro que el criterio que estoy presentando es compartido, seguramente, por los 11.000 abogados de la Provincia, por gran parte de los empleados del Poder Judicial y por gran parte de los magistrados.


Nada más.

Sr. Presidente (Heredia).-  Agradecemos la participación del doctor Francisco Riego, en representación del Colegio de Abogados de la Provincia de Córdoba.


Invitamos ahora al señor Horacio Gavillón y al señor Luis Méndez, de la Cámara de Comercio y de la Cámara de Comerciantes de Artefactos para el Hogar.

Sr. Gavillón.- Buenos días.


Señor presidente, señores legisladores, volvemos una vez más, otro año más, para expresar nuestro pensamiento sobre el tema del aumento de los Ingresos Brutos para el sector comercial.


Nuestra Cámara representa a todos los comerciantes PyME de la Provincia de Córdoba, generalmente todas empresas familiares.


Haré una breve reseña del estado en que se encuentra hoy este sector en particular dentro de la economía general del país: este en un sector que viene sufriendo los avatares de la economía, con una pérdida profunda de las ventas sumado a un aumento de la carga impositiva general, tanto nacional, provincial como municipal, que hoy llega a demandar casi el 55 por ciento de los ingresos del sector.


Esto viene siendo soportado constantemente con la rentabilidad de los comercios, por lo que tenemos una pérdida permanente de la misma, llegando en algunos casos, a punto “cero” o negativo. Esto trae como consecuencia principal la pérdida de empleo, además de la pérdida de capacidad de inversión de cada comerciante para el desarrollo de su actividad, entiéndase apertura de nuevos locales, incorporación de tecnología, capacitación, y otros elementos que hacen falta para el desarrollo permanente de la actividad. A esto se agrega la falta de financiamiento y de recursos generales, circunstancias que agravan el panorama.


Nuestro pensamiento es que los comerciantes, fundamentalmente de este rubro, no podemos seguir soportando en nuestras espaldas la situación de la Administración Pública en general. Siempre se termina cargando sobre los más débiles; es decir, los comercios que están registrados son los que tienen la mayor carga impositiva, sin que el Estado logre ingresar a la legalidad a los que no lo están, generando un nivel de competencia desleal muy alto. 
Mientras más aumenta la carga impositiva, mayor la diferencia de precios entre un comercio legal y uno ilegal, lo cual desvía el consumo. Es decir, con una decisión de esta índole agravamos la situación que vive el comercio.


Esta es una oportunidad que tienen los legisladores para poner fin a una manera de hacer las cosas; ha llegado el momento en el que se deben resolver de una manera distinta, no con el aumento permanente de la carga impositiva.


Es responsabilidad también de los señores legisladores controlar y mejorar el manejo de la Administración Pública, y los comerciantes y la sociedad en general, así como nuestros empleados, forman parte de la sociedad y cada vez se precariza más el ingreso general de la sociedad a través de todas estas situaciones. A todo lo antedicho tenemos que agregar el aumento de tasas, gas, luz, agua, otros servicios, etcétera.

Esperamos que esta sea la oportunidad donde se tome otro tipo de decisiones que no sea la de seguir con la misma temática de los aumentos.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Tiene la palabra el señor Méndez.

Sr. Méndez.- Buenos días.


Destacando lo que dijo el presidente de la Cámara de Artículos del Hogar, la situación de menor rentabilidad se agrava por toda la coyuntura que está viviendo nuestro rubro debido a medidas dispuestas por el Gobierno nacional –por lo tanto ajenas al provincial- atinentes a restricciones en cuanto a los productos de importación -en algunos productos se habla de un aumento de hasta un 30 por ciento-, no se consigue mercadería; hay marcas de primera línea a nivel mundial como Bosch o Ariston que se están yendo del país y ello complica día a día nuestro trabajo. Por ello, apelamos a la sensatez del Gobierno para adecuar estas medidas nacionales que son muy perjudiciales.


En el caso de los Ingresos Brutos, nos perjudica porque no se recupera –como sucede con el IVA-, si bien entendemos la preocupación del Gobierno en generar más ingresos, nosotros estamos del lado de los comerciantes y de los empleos que generamos.


La caída de ventas, el aumento de los precios, la falta de mercadería y muchos otros inconvenientes, hacen que nuestro rubro pase por una situación muy crítica y preocupante. Esperamos que alguna vez en lugar de un aumento nos den una reducción. No sé si será éste el caso pero con no aumentar sería un gran avance.


Muchas gracias por darnos la oportunidad de expresarnos.

Sr. Presidente (Heredia.- Le agradecemos al señor Horacio Gavillón, presidente de la Cámara de Comerciantes de Artefactos para el Hogar, y al señor Luis Méndez, de la Cámara de Comercio de Córdoba.


Invitamos a los representantes de APyMe, contador Eduardo Fernández.

Sr. Fernández.- Buenos días, estamos hechos unos ingleses por los horarios, por lo tanto, voy a tratar de circunscribirnos a los términos estipulados.


En primer lugar, como siempre lo hacemos, expresar el beneplácito por participar de este mecanismo democrático que creemos perfectible.


Vamos a reiterar, como hacemos desde hace varios años, que aun valorando esta oportunidad para expresar nuestras opiniones y efectuar aportes acerca de las finanzas públicas provinciales, subrayamos que este método carece de efectividad para controlar y colaborar para el diseño de las políticas públicas.


Nuestras propuestas es la creación de una oficina  presupuestaria de carácter permanente, que dependa del Poder Legislativo y que posibilite la participación de la ciudadanía y sus instituciones; debe permitir, en tiempo y forma, el control y el diseño de un Presupuesto efectivo, midiendo los resultados de los gastos públicos, su racionalidad, que diseñe y controle políticas de recursos públicos equitativas y progresivas.


Respecto del proyecto de ley de Presupuesto y la definición de políticas públicas, expresamos que la misma no manifiesta la voluntad de avanzar en una estructura tributaria justa, razonable y progresiva. 

Se profundiza el sistema impositivo basado en los Ingresos Brutos que, como lo hemos manifestado y fundamentado reiteradamente, tiene un carácter altamente regresivo. Es un gravamen indirecto con efecto traslativo que perjudica a los que relativamente más consumen de sus ingresos y que tiene un efecto negativo en el mercado interno. 

En general, los aumentos de los tributos, objetivamente –en los diversos impuestos planteados- afectarán a los sectores económicamente más débiles pues la mayoría de ellos es trasladable. 

Como dirigente de una entidad socialmente responsable, digo que nos preocupa profundamente el déficit presupuestado de 281 millones, que sabemos que en futuras gestiones generará un proceso de acumulación provocando ajustes que afectarán servicios y derechos ciudadanos, según lo muestra, lamentablemente, la experiencia de Córdoba. 

El incremento de la deuda pública en 1600 millones de pesos, que va destinado a obra pública y a enjugar el déficit, sumado a la falta de claridad y confiabilidad acerca de la deuda pública provincial, enciende una alarma respecto al estado y futuro de las finanzas públicas. 

La falta de cumplimiento de la promesa de eliminación de las agencias, la sospecha recurrente sobre la veracidad de los gastos que ellas originan, sumada a su agravamiento durante 2010 por la asignación de presupuestos superiores a la media del incremento de gastos promedio previsto en el Presupuesto referido, no ayudan a la credibilidad de los esfuerzos de la contención del gasto público. 

Si a ello se agrega la existencia de partidas para programas de dudosa efectividad social y económica, como el Programa 715, Aportes Constitutivos a la Sociedad de Puerto San Roque, con un importe de 3.124.000 pesos, destacando que este monto es superior al asignado a la Secretaría de Comercio Interior para todo el año, es decir, para controlar toda la actividad comercial de la Provincia; o la 716, Bicentenario de la Revolución de Mayo, de 50.000.000 de pesos -todo un desatino-, y cuyo desglose de partidas no muestra la realización de obras públicas –como ha dicho algún funcionario, y seguramente los legisladores pueden recurrir a lo enviado. Como cordobeses y argentinos queremos festejar el Bicentenario, pero hacemos un llamado a esta Legislatura para que converse con el Poder Ejecutivo, que convoque a la sociedad civil, a las asociaciones, ya que, con el esfuerzo propio, con dignidad, podemos festejar este evento; lo sentimos, lo pedimos, y sería un acto de dignidad eliminar esta partida que es una afrenta a los cordobeses, porque parece que el Estado debería disponer de una suma de dinero para que la ciudadanía recuerde el Bicentenario, pero hay instrumentos suficientes como para alentar a hacerlo.


Respecto a las modificaciones del Código Tributario y a la Ley Impositiva Anual de la Provincia, en el Código Tributario las normas procesales mantienen el sesgo de indefensión, particularmente para las PyMes, por la manutención del solvet e repet -pague primero y reclame después-, por la disolución del Tribunal Fiscal que se mantiene, por las atribuciones inconstitucionales de los procuradores fiscales, pasando por encima de los jueces para embargar cuentas, y por el sistema de multas automáticas. 

Esto, también a la luz de la información que ha surgido, no ha dado mucho resultado, pues vemos que hay una altísima mora en este sistema de persecución y falta de justicia. Ni qué hablar del inicio de juicios sin respaldo documental ni notificaciones fehacientes. Los señores legisladores tendrían que pedir saber cuántos juicios se caen porque la base de datos de la Dirección General de Rentas verdaderamente es un desastre, está colapsada en cuanto información fidedigna.


La manutención de la privatización, no sólo del cobro de las deudas atrasadas sino de toda la administración fiscal, en manos de empresas como Kolektor que cobran jugosas comisiones, manteniendo la condición de clientes y no de contribuyentes, en una suerte de mercantilización del Estado de Derecho, en donde la relación jurídica fisco-ciudadano se ha desbalanceado y desequilibrado a favor del Estado, rompiéndose la premisa constitucional de garantizar los derechos de defensa e igualdad ante la ley. Esta posición también es sostenida por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas, en su área específica de impuestos.

La Ley Impositiva, aprobada en primera lectura, produce mayor presión impositiva regresiva, recayendo sobre la población consumidora y sobre los costos de las PyMes, y tiene un sesgo sectorial irritante al no revaluar los predios rurales de los grandes productores agrarios y acentuar la presión al comercio, a los servicios y a la industria, en una situación de crisis que amerita políticas contracíclicas y no procíclicas, que profundizan la contracción del mercado interno cordobés y su competitividad frente a otras provincias.


Se elimina el régimen intermedio en Ingresos Brutos, por lo que la mayoría -al contar con activos a precios corrientes superiores al régimen de impuesto fijo para pequeños contribuyentes, que se mantienen congelados- pasará a tributar al régimen general, cuyo mínimo fue aumentado desproporcionadamente. A su vez, los mínimos del impuesto fijo también se incrementan abusivamente.


La reducción del 30 por ciento en las alícuotas se acota considerablemente, pues los máximos de venta –anteriormente se establecían en 540.000 pesos y ahora pasan a 600.000 pesos- aumentan sólo el 11 por ciento; claramente, esto no cubre el proceso inflacionario. En la otra categoría, pasa de 1.080.000 a 1.200.000 pesos.


Para los pequeños contribuyentes del sector industrial, las ventas  máximas del año 2009  -para poder mantener la exención- pasa de 2.000.000 de pesos a 2.400.000 de pesos -en la Audiencia Pública anterior, cuando se hizo referencia al impuesto de emergencia, nosotros proponíamos 4.500.000 de pesos-; es decir, esto no cubre la inflación, menos aún cuando vemos que en Buenos Aires el mínimo para comenzar a tributar Ingresos Brutos es de 6.000.000 de pesos. En la Provincia de Santa Fe no está vigente el Impuesto a los Ingresos Brutos a la industria.


Resulta perjudicial el aumento del 0,5 al comercio mayorista, unificando la tasa en el 4 por ciento. Evidentemente, sólo quedan dos caminos, o se absorbe el aumento, resignando lo menguado de márgenes –la mayoría son distribuidores y, por lo tanto, los márgenes lo fijan las grandes empresas- o se lo traslada al minorista, al que se le plantea la misma disyuntiva, o disminuye su rentabilidad –se achica ante la competencia de las grandes superficies- o lo traslada a los precios. Cualquiera de los efectos son negativos hacia el mercado interno.


Hace cuatro años, la tasa mayorista era 2,5 por ciento; hoy se lleva al 4 por ciento, o sea, aumenta 60 por ciento. En una provincia como la nuestra, con gran cantidad de comercios minoristas distribuidos en una gran superficie, el distribuidor juega un rol esencial por la extensión de  superficie. Pregúntenles a los señores legisladores del interior provincial qué rol juegan los distribuidores mayoristas. 


El incremento de los Ingresos Brutos del cinco por ciento a las actividades de entidades financieras –seguramente no vendrá ninguna de ellas a protestar por esto- lo van a pagar las PyMEs. Es decir, todos los impuestos son trasladables y recaen sobre las PyMEs.


El aumento del Impuesto de Sellos también es trasladable en la mayoría de los casos y pasará a  engrosar los costos de las PyMEs, sobre todo en los contratos de alquileres.


El enigmático aumento del Impuesto Inmobiliario, indefectiblemente también pasará a implicar un nuevo incremento de costos para las empresas, ya sean propietarias o que alquilen. Por su parte, la exclusión del aumento del Impuesto Inmobiliario al sector rural constituye una afrenta para el sector productivo, con el agravante de que los fondos obtenidos, tanto por la quinta cuota como por los incrementos que surjan de la aplicación de la normativa actual, serán asignados para obras del mismo sector.


En lo que hace al ingreso, seguramente habrán tenido aportes, y las Cámaras amigas trajeron, sectorialmente, sus respectivos estudios. Por eso, queremos ver cómo esto afecta a las PyMEs y al mercado interno, ya que el Presupuesto define la esencia de las políticas del Estado provincial y queríamos ver cómo se comportaba nuestra contrapartida, esto es, el gasto que específicamente tiene el Ministerio de Industria, Comercio y Trabajo. Vamos a entregarles un cuadro –que espero les sirva a los señores legisladores– con el detalle de la ejecución presupuestaria a junio de 2009. Siempre hubiera sido deseable contar con la ejecución al tercer trimestre, para poder analizar este tema con mayor sentido técnico y de aporte.


La partida 200 –que hace funcionar al Ministerio de Industria, Comercio y Trabajo– ha sido ejecutada en un 38,72 por ciento, de modo que su proyección determina que hacia fin de año va a ser subejecutada, con un 79 por ciento, tomando en consideración que puede haber un cumplimiento de 3 ó 4 puntos más en el segundo semestre.


En la partida 201 –de Industria– había presupuestado 39.000.000 de pesos, ¿y saben cuánto han gastado? 4.193.837 pesos, es decir, el 10,75 por ciento. Esto sucedió en el primer semestre de 2009, en plena crisis, y los invito a que vean, para no abundar en detalles, todo lo que contempla esta partida. Haciendo una proyección hacia fin de año, esto implicaría un cumplimiento del orden del 23 por ciento.


La partida 202 –para el fomento de las PyMEs y microemprendimientos– tiene presupuestados 7.723.700 pesos, y ha ejecutado 1.930.000 pesos, o sea 19,29 por ciento; y hacia fin de año, gastará un 40 ó 41 por ciento.


Por su parte, Defensa del Consumidor tiene un presupuesto de 136.000 000 de pesos y ha ejecutado 220.473 pesos, o sea el 15 por ciento, y llegaría a fin de año gastando el 33 por ciento de lo presupuestado. Lo mismo sucede con Minería, en donde se ha ejecutado el 32 por ciento.


El Estado provincial ha puesto mucho énfasis en los Programas de Promoción de Empleo, para lo cual ha contado con muchos recursos; en el primer semestre, cuando se caían los empleos y había que subsidiar, se habían dispuesto 41.965.000 pesos, pero se gastaron solamente 11.922.836 pesos, es decir, el 28 por ciento. Con suerte, a fin de año estaremos entre el 60 ó 61 por ciento de lo presupuestado.


Del total de Programas, el Ministerio de Industria, Comercio y Trabajo ha ejecutado solamente el 28 por ciento, y a fin de año llegaría, con mucha suerte, a ejecutar el 60 por ciento.


Esta institución empresaria, con cerca de mil socios en toda la Provincia, que sistemáticamente ha sido excluida del diálogo con el Ministerio –al igual que muchas otras entidades–, no ha sido escuchada en sus reclamos, lo que hubiera llevado a un uso más racional y efectivo de las partidas presupuestadas. Con asombro y desagrado, vemos cómo se asignan sumas para la realización de actividades y de infraestructura de las entidades “apadrinadas” por la actual administración, mientras el sector, como lo indican las cifras, no encuentra apoyo real. Seguramente, cuando recorran el interior verán que las micro y PyMEs no encuentran respuestas.


También queremos dejarles la comparación, porque parece un síndrome. Hace unos años varias entidades mantuvimos algunas discusiones, con quien era en ese momento la Ministra de la Producción, por la subejecución, y tomó una decisión: bajó el presupuesto. Eso es increíble, pero sucedió, porque una forma de no subejecutar es tener menos plata para gastar.


Nos hemos encontrado con la desagradable sorpresa de que el Ministerio de Industria en su Partida 200, que tenía presupuestado 14.349.000 pesos este año, para el año que viene prevé 11.900.000, es decir, 2.400.000 menos, un 17 por ciento menos. Si tomamos en cuenta que el Presupuesto provincial prevé un incremento del gasto promedio del 13,48 por ciento, en realidad, está disminuyendo relativamente el total de gastos un 30 por ciento.


Más asombrados estamos cuando vamos a la Partida 201, que fue subdividida en dos subpartidas, y me parece bien la sinceridad. Esta partida, que contempla la promoción industrial y los subsidios, era de 39 millones en el 2009 y para el 2010 es de 22 millones, o sea 16.613.300 menos, un 42,59 por ciento menos, y si le sumamos el crecimiento del gasto vamos casi a un 57 por ciento menos.


En la segunda subpartida -como dije la dividen en dos-, incluyen justamente los subsidios para las empresas tecnológicas y metalmecánicas pero, cuando, vemos el desglose, en esa partida solamente está la transferencia al sector privado de 11.590.000, mientras que la Partida 201, sub 1, que tiene las transferencias al sector privado para el sector PyMEs, que son más de cien mil unidades en la Provincia, prevé 8.700.000.


No voy a aburrirlos con todas estas cifras porque voy a dejarles el escrito, pero llama poderosamente la atención porque, supuestamente, una de las partidas que aumentaría en 391.000 pesos sería la de PyMEs y fomento de microemprendimientos; sin embargo, si tomamos que el aumento general del Presupuesto es de 13,48 por ciento habría una disminución de las partidas. Es decir, no hay ninguna cifra positiva en el Presupuesto y en el total de programas el Ministerio de Industria, Comercio y Trabajo tiene una disminución del 4 por ciento. Comparado con la disminución del 13,48 por ciento sería una disminución porcentual de la participación del gasto de casi el 17,5 por ciento.


Pero no todo es igual, en este Ministerio se prevén las Partidas 2,16 y 2,17, que son los dos programas; uno es el aporte a la Agencia ProCórdoba, que debería tener algún otro tipo de control en este momento, y prevé un aumento del 33,48 por ciento; es el único que tiene un aumento real del 20 por ciento.


Pero, lo más llamativo es que el aporte a la Agencia Córdoba Turismo pasa de 27.300.000 a 34.468.000 pesos, o sea 7.090.000 más, el 26 por ciento más, es decir, un aumento real del 12 por ciento. Los invito, señores legisladores, para no abusar de su paciencia, a que lean el detalle de cómo piensa gastar esta partida la Agencia.


En el análisis del proyecto, hemos querido hacer la comparación porque vemos que la presión tributaria va al sector PyMEs y a los consumidores, y la contrapartida del Gobierno provincial para tener una política preactiva cuando en el mundo y en la Nación se está discutiendo cómo interviene activamente el Estado; hay un retiro de fondos en las partidas que significan una intervención en él. 


Como dijimos, del análisis del proyecto de Presupuesto 2010 surge que se prevé disminuciones de asignaciones en programas esenciales para desarrollar políticas activas.


Voy a dejarles a los señores legisladores todas estas cosas por escrito para que ustedes las analicen.


A las preocupaciones generales, acerca del Presupuesto, que hemos manifestado en el inicio de nuestra exposición, debemos agregar, en nombre de nuestros asociados, el malestar y la preocupación que surge a partir del análisis de las políticas tributarias, que no sólo atacan al sector comercial sino esencialmente afectan a las actividades de las empresas y micro PyMEs en nuestra Provincia, que inexorablemente, como la experiencia vivida lo indica, determinará una baja de rentabilidad, cierre o paso a la marginalidad y falta de incentivo para el desarrollo de las existentes y desaliento para la creación, dentro de la formalidad, de las nuevas.


La afectación al mercado interno que estas políticas producirán, afectará a la población en general y, seguramente, repercutirá en las recaudaciones tributarias previstas, lo que es un contrasentido: seguir aumentando impuestos y atacar el mercado interno. A ello sumamos la resignación por parte del Estado provincial a tener políticas activas para los sectores productivos, puesta de manifiesto en la subejecución presupuestaria, la baja en la asignación del gasto específico, a lo que debemos sumar la ausencia de una verdadera ley de promoción industrial, la no efectividad del Compre  PyMEs Cordobés y leyes recientes como la del CIFCO, que crean nuevas trabas e impuestos que recaerán sobre los sectores más débiles del comercio y servicios provinciales, y la desigualdad creciente en los costos de servicios e impuestos con respecto a las provincias vecinas en la Región Centro.

Yo vengo de la Audiencia Pública de EPEC; allí demostramos que estaremos casi un 23 a 25 por ciento por arriba del costo energético de las Provincias de Entre Ríos y Santa Fe, donde se siguen creando cargos fijos, y en el Presupuesto no se analizan inversiones para la EPEC sino que todo lo que la Empresa invierte se lo tiene que sacar a los usuarios, a sus dueños, los habitantes de Córdoba.


Por eso, solicitamos que revean las partidas presupuestarias previstas, hagan un acto –como pedía otro dirigente de Cámara- de defensa de la Democracia al rever políticas. No es la aprobación del Presupuesto y nada más, sino que esto va a repercutir porque, en definitiva, es orientación de política. Denle una oportunidad a la Democracia para que en un acto de madurez discutamos salidas a las crisis sin profundizar las desigualdades, evitando males mayores.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias, contador Eduardo Fernández, representante de APyME por su participación.


Invitamos al señor Raúl Castellano, Presidente de la Federación de Expendedores de Combustibles y Afines de Córdoba.

Sr. Castellano.- Buenas tardes.


En nombre de la Federación de Expendedores de Combustibles del centro de la república, quiero agradecer a los señores legisladores la oportunidad  que nos brindan para expresar nuestra opinión respecto del proyecto de ley en tratamiento.


En esta ocasión me toca estar de este lado y, como sé el mecanismo de la Audiencia, voy a tratar de ser lo más breve y conciso posible para transmitir nuestra inquietud.


Nos referimos a los proyectos en tratamiento, Ley Impositiva y Código Tributario y las incidencias que tiene el rubro Ingresos Brutos sobre la venta de combustibles.


Básicamente, me referiré a dos puntos: por un lado, a la nueva alícuota prevista para las ventas minoristas de combustibles –con un incremento en el porcentaje- y; por otro lado, a las ventas mayoristas, las que si bien mantienen la alícuota anterior, se modifica sustancialmente la definición de lo que es “venta mayorista”, con lo cual en un rubro muy importante de ventas va a tener una incidencia muy fuerte la nueva consideración.


Vamos a comenzar entonces con las ventas minoristas de combustibles. El proyecto de ley en tratamiento incrementa la alícuota de las ventas minoristas de combustibles, llevándolas del  2,28 actual al 2,90 por ciento, lo que significa que el importe que deberán tributar las estaciones de servicio tendrá un aumento del 27,2 por ciento, lo cual generará una carga importante para las PyMEs expendedoras de combustible, que son las estaciones de servicio, que no están en condiciones de afrontarlo debido a la difícil situación que atraviesan desde hace varios años y que ha generado el cierre de  una cantidad importante de bocas de expendio. 


Para que se entienda, si el año que viene una estación de servicio vendiera la misma cantidad de litros al mismo precio que este año, tributaría un 27,2 por ciento más de impuesto provincial, Impuesto sobre los Ingresos Brutos. 


Teniendo en cuenta que el margen bruto de la venta de combustible es, aproximadamente, del 8 por ciento –porcentaje con el cual hay que hacer frente a la totalidad de los abultados costos de funcionamiento, laborales, impositivos, etcétera-, el tener que afrontar un costo adicional del 0,62 por ciento es más que significativo, ya que estos negocios se desenvuelven con márgenes muy reducidos.


Para que se entienda más, decíamos que el margen bruto  –con el que hay que hacer frente a todos los costos- es de un 8 por ciento, en realidad, si calculáramos el margen neto de las estaciones de servicio, la rentabilidad que en realidad le deja a fin de mes, seguramente nos encontraríamos con que la nueva alícuota -del 2,90 por ciento-, es igual o quizás mayor al margen bruto por la venta de combustibles. De alguna manera podríamos decir que el Estado provincial sería un socio mayoritario en las ganancias de las estaciones de servicio. Esto debido a los márgenes pequeños y al alto nivel de rotación que tiene el producto.


Hago esa aclaración porque el negocio del rubro combustibles se maneja con parámetros distintos y los pequeños porcentajes son más que significativos.


En segundo lugar, paso a referirme a las ventas mayoristas de combustibles. Este es un segmento donde el incremento al impuesto es realmente desproporcionado. Actualmente, el Código Tributario define como “ventas mayoristas” a aquellas que tengan por objeto insumos de un proceso productivo posterior. Es decir, las ventas hechas, por ejemplo, al agro, a la industria, al transporte, etcétera, en la práctica, las ventas hechas a una persona física o jurídica inscripta en Ingresos Brutos. Y para este segmento se establece la alícuota del 0,25 por ciento –esa era la alícuota anterior y la actual.


El nuevo proyecto, cambiando totalmente el criterio,  define como ventas mayoristas sólo al caso en que la adquisición de dicho producto se realice para revenderlos o comercializarlos en su mismo estado. Es decir, para  el caso en que una estación  de servicio o distribuidor le venda a otra estación  de servicio o a otro distribuidor. Nótese que quedan excluidas de esta definición, por ejemplo, las ventas al agro, a la industria, al transporte, etcétera.


Las ventas a los consumidores mencionados verían incrementados su impuesto en 1.060 por ciento, ya que pasarían del 0,25 por ciento actual a la nueva tasa del 2,90 por ciento.


Es decir, y para recalcarlo y tomar conciencia del incremento y de la magnitud que esto tendría, en cuanto al costo del impuesto provincial que deberán tributar los combustibles utilizados como insumos para procesos productivos en empresas, estaríamos hablando de un incremento superior al 1.000 por ciento. Esto, sin dudas, se traducirá en un incremento importante en los precios finales que deberán pagar los consumidores mencionados y, además, significará una importante pérdida de competitividad en las estaciones de servicio, PyMEs, frente a las compañías petroleras multinacionales, que deducen de la base imponible para el cálculo del impuesto, al impuesto para la transferencia de los combustibles, que representa aproximadamente la mitad del precio de venta.

Para que se entienda, hay dos posibilidades: o las empresas siguen comprándoles a las estaciones de servicio, y absorben la incidencia de un incremento del 1.060 por ciento del impuesto, u optan por comprarles directamente a las compañías petroleras, obviando a las estaciones de servicio, las que contarán con el handicap de tener una ventaja impositiva, ya que –como bien dije recién- la base imponible sobre la que se calcula el Impuesto sobre los Ingresos Brutos es el precio menos el ITC, o sea, es la mitad. Dicho de manera más simple, tributan la mitad del Impuesto sobre los Ingresos Brutos que tributan las estaciones de servicio.


Como dijimos antes, las estaciones de servicio trabajaron siempre –y seguramente lo seguirán haciendo- con márgenes muy pequeños, dependiendo imperiosamente de los volúmenes de venta para hacer viables sus negocios. Si un segmento importante del mercado se pierde en manos de las compañías multinacionales por esta cuestión impositiva, sería un problema perjudicial para todos.


Como lo hemos planteado muchas veces, parece un poco absurdo que un impuesto, en este caso el de ingresos Brutos, se tribute sobre otro impuesto, que es el Impuesto a la Transferencia de los Combustibles. Lamentablemente ya hay una jurisprudencia anterior que establece que este impuesto se equipara a un costo para las estaciones de servicio, y tanto en Córdoba como en el resto del país las estaciones están pagando el impuesto sobre esta base que incluye el tributo nacional.


El sector empresario de las estaciones de servicio viene resistiendo dificultosamente desde hace años los embates sobre su rentabilidad de las empresas petroleras multinacionales y del Estado nacional, que mediante impuestos muy altos y ligados al valor del producto, como así también a nuevos y crecientes requerimientos que resultan onerosos, se van apropiando de la exigua renta de los negocios. Si ahora le sumamos este avance desmedido de un tributo provincial de las proporciones referidas, el panorama para las 500 estaciones de servicio de la Provincia y sus 7.000 empleados será bastante oscuro.


En consecuencia, venimos a solicitar que se revea el incremento en la tasa de las ventas minoristas, morigerando su efecto y, fundamentalmente, se mantenga el criterio establecido por el Código Tributario actual en el sentido de que las ventas mayoristas son aquellas que tienen por objeto insumos en un proceso productivo posterior, descartando el texto del proyecto que restringe dicha figura sobre la casi inexistente reventa.


Por último, un comentario con respecto a la modificación de la alícuota minorista; la venta de los combustibles se vio beneficiada hace unos años por una reducción del 30 por ciento en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Posteriormente, hubo un incremento en la alícuota general, que es lo que supongo se intenta proyectar en este incremento de la alícuota de los combustibles. De todas maneras, si hiciéramos un traslado porcentual, daría el 2,80 y no el 2,90 para trasladar la misma incidencia porcentual de la alícuota general con la de los combustibles.


Insistimos en la situación absolutamente vulnerable de las estaciones de servicio con respecto a un sector oligopólico y multinacional como el de las compañías petroleras, y requerimos que se contemple esta situación, aunque haciendo la salvedad de que lo más grave finalmente, a nuestro juicio, y desproporcionado es el incremento del 1.060 por ciento en las ventas mayoristas.

Sr. Presidente (Heredia).- Quisiera hacerle una pregunta.


¿Cómo tributan los consignatarios?

Sr. Castellano.- Los consignatarios están en una situación de injusticia, porque están tributando el 4,6 por ciento sobre la comisión. Para que se entienda, sobre el universo de las estaciones de servicio, más o menos la mitad de las ventas las hacen las estaciones de servicio de YPF, que funcionan con un sistema de consignación. Reciben el producto de YPF y lo venden por cuenta y orden de la compañía.


Por esa venta, la ley les permite tributar solamente el 4,6 por ciento sobre el margen, pero como el margen es del 8 por ciento, están tributando el 4,6 del 8 por ciento, o sea, menos de la décima parte de lo que tributan las estaciones de servicio de similares características de las siglas ESSO, Shell, Petrobrás, etcétera; esta es una situación de desigualdad que no quise mencionar porque el proyecto no dice nada al respecto, pero en algún momento merecería una consideración porque no está beneficiando a los expendedores de combustibles PyMEs de las estaciones de servicios YPF sino a la compañía multinacional.

-Un participante habla fuera de micrófono.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación al señor Raúl Castellano, presidente de la Federación de Combustibles y fines de Córdoba. Recibimos el memorial.


Tenemos previsto un receso hasta las 14 horas, para adelantarnos con el horario y permitir que lleguen los expositores, vamos a hacer un receso de 30 minutos.

-Es la hora 13 y 47.

-Siendo la hora 14.51:

Sr. Presidente (Heredia).- Continuamos con la Audiencia Pública.


Invitamos a participar al licenciado Emilio Etchegorri, representante de la Cámara de Industriales Metalúrgicos y de Componentes de Córdoba.

Sr. Etchegorri.- Buenas tardes. Nuevamente estoy disfrutando de esta instancia de Audiencia Pública.


Desde el sector metalúrgico queríamos venir a comunicarles una preocupación muy grande que tenemos. El año pasado estuvimos cuestionando seriamente el impacto que un impuesto regresivo como el de los Ingresos Brutos tenía sobre nuestra actividad.


Quizás se conjugó con toda la crisis mundial, pero en nuestra actividad estamos viendo caídas muy fuertes y las recuperaciones, claramente, todavía no alcanzan para decir que podemos llegar a estar tranquilos en el futuro.


Hoy, cuando nos ponemos a analizar el Presupuesto para el año que viene, salta una primera alerta, cual es descubrir que el compromiso tomado desde el Ejecutivo en el momento de la implementación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos a la producción industrial de quitarlo en 2010, parece que no se va a cumplir porque está contemplado en el Presupuesto.


Eso se complica más con el incremento que sufren fundamentalmente los sectores comerciales, que nos venden insumos a todo el entramado productivo, y  van a tener un aumento de la alícuota, generándonos costos que se van a ir solapando a lo largo de todas las etapas productivas. De alguna manera, estamos viendo cómo se sigue “pegando” cada vez más a la competitividad de nuestro sector.

Todo esto no tendría más análisis que venir acá a repetir lo que hemos dicho siempre, si uno no se sentara a analizar detenidamente los números de la Provincia. Pero cuando los analizamos y seguimos viendo que los ingresos siguen creciendo mucho menos que el gasto, es para preocuparse que en poco tiempo estemos hablando de algún nuevo impuesto. Cuando dijimos eso el año pasado nadie nos tomó en serio.

Hoy se está incorporando el Impuesto de Sellos a muchas actividades que antes no estaban gravadas, y se está aumentando en otras. El Impuesto de Sellos, entre otras cosas, va a gravar los descubiertos bancarios; es como que a la empresa que tiene problemas la castigamos un poco más.


Entonces, no alcanzamos a descubrir cuál es la estrategia industrial que tiene la Provincia. Cuando analizamos fríamente entre empresarios cuál puede ser la estrategia detrás de todo esto, observamos que somos como el amortiguador que tienen ante determinados problemas que se les van presentando. Por ello, nos sentimos vacíos de una estrategia industrial y al no existir, cuando uno no sabe dónde va, se va a cualquier lado. Sentirnos que nos falta esa estrategia para poder proyectarnos sobre un camino seguro, con previsibilidad, y hace que estemos terriblemente preocupados.


Sabemos y estamos convencidos de que el trabajo genuino es la mejor forma de generación y redistribución de la riqueza; sabemos que el Estado debe tener su rol importante sobre la sociedad, pero también sabemos que las empresas tienen que ser capaces de ser competitivas para poder así ser una fuente de trabajo para todos.

Por eso, les pedimos que, si hay posibilidad de rediscutir esta ley de Presupuesto, se ponga atención especial en tratar de mantener las condiciones de competitividad de las empresas. Cuando uno lo ve como perspectiva histórica, estamos teniendo un sector empresarial cada vez más chico en la Provincia de Córdoba. Espero que tratemos de revertir esta tendencia. 

Como empresariado, nos sentimos muy solos y vemos que cuando el bolsillo estatal aprieta recurren a nosotros.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación del licenciado Etchegorri, en representación de la Cámara de Industriales Metalúrgicos y de Componentes de la Provincia de Córdoba.


A continuación, invitamos al representante del Partido Obrero, señor Eduardo Salas

Sr. Salas.- Buenas tardes a todos los presentes.


En la Audiencia Pública que tuvo lugar el año próximo pasado, hicimos una crítica –como la que vamos a hacer ahora- de orden general y conceptual, no particular, sobre el tema del Presupuesto.


En aquella oportunidad, manifestamos que el Presupuesto que se había elaborado desconocía la crisis que se estaba desatando a nivel global, y no tenía en cuenta los índices de crecimiento, medidas a tomar, etcétera. Esto se ha cumplido en razón de que terminaremos el año en forma deficitaria; la crisis económica ha desembarcado en nuestra Provincia. Al respecto, podemos ver una caída de la demanda de empleo del 30 por ciento, en un año; problemas sociales como, por ejemplo, la muerte de madres parturientas; el problema de la crisis hídrica; la crisis industrial, con el problema de las metalmecánicas, que parecen haber salido de la crisis, en realidad, lo han hecho pero ni siquiera han recuperado el empleo perdido a principios de año, sino que aumentaron el ritmo de producción en función de lo que sucede en Brasil.


Habría que ver si el actual Presupuesto está preparado para la crisis, sobre todo si ésta continuara. Nosotros consideramos que la crisis mundial tenderá a agravarse, transformándose en una especie de “metástasis”. Para sumar algo, habría que señalar que nuestro país tiene un problema de sobrevaluación de la moneda, que está relacionada con la caída del dólar en el mundo. ¿Cuánto durará este escenario? Basta una “vuelta de tuerca” en la situación norteamericana para que tengamos que rehacer las cuentas


Considero que el actual Presupuesto contempla la situación precedentemente enunciada, pero, lamentablemente, han elegido medidas que agravan la crisis, ya que lo fundamental que se ha hecho es aumentar los impuestos, haciendo caer los salarios.


La recomposición salarial para los empleados públicos es muy baja, no cubriendo la inflación; el impuesto actúa sobre el consumo. Si a lo anteriormente dicho le sumamos el aumento de la desocupación –sobre todo en los sectores más bajos-, el aumento del transporte, electricidad y gas, tenemos una presión sobre el consumo fortísima, que lo único que puede provocar es acrecentar la crisis, cuyo eje fundamental es precisamente la caída del consumo. El problema es que el Gobierno, que ha elaborado este Presupuesto, sigue eligiendo un método que, a nuestro entender, no sólo es socialmente reaccionario y regresivo sino que, además, agrava mucho más la crisis.

Se le perdonan impuestos, como el Inmobiliario Rural, al sector agrario; según dicen algunos conservadores, nos estamos privando de 1.800.000.000 de pesos anuales; otros, aseguran que son más de 4.000.000.000 de pesos, por no hacer un revalúo de la propiedad rural, que creemos debiera hacerse urgentemente, al menos a partir de las 500 hectáreas. Si nos estamos privando de esa masa fuerte de dinero –tomando los cálculos más conservadores– y abultamos la presión impositiva sobre el consumo, lo único que estamos haciendo es crear un mayor capital destinado a la especulación y un menor capital para la producción. De tal manera, por donde uno lo mire, esto no es una salida sino un agravante.


Quiero señalar otro aspecto, fuertemente instalado en la Provincia –que, por lo tanto, aparece en el Presupuesto– y que dominó enteramente la campaña electoral, que es la famosa historia de la relación con la Nación y el hecho de que ésta se queda con recursos de Córdoba, así como de todas las demás provincias. ¿Por qué la Nación se queda con todo y centraliza todo? Porque está pagando la deuda externa, subsidios generales; es decir, está destinando dinero a aspectos que el propio Gobierno provincial y los gobiernos municipales llevan adelante en todas las provincias del país.


De este modo, frente a una denuncia pública de deuda fraudulenta no hay posibilidad de tener recursos propios, porque éstos son destinados a eso. Si no se termina con los subsidios a las grandes empresas, permitiéndoles ganar lo que ganan, es imposible repartir los fondos, ya que se acaba repartiendo “lo que hay”, y si esto se destina para concretar estos pagos, es imposible repartir de otra manera. Sin ir más lejos, en estos últimos días los sectores financieros están descorchando champán por partida doble: primero, porque les van a pagar los famosos bonos “hold out”, que son los que quedaron afuera; segundo, porque se habla de un acercamiento –resistido por ahora– al Fondo Monetario, para ver si podemos pagarle al Club de París; tercero.


Están viniendo los capitales emergentes con buenos dividendos; las acciones bancarias subieron el 150 por ciento; si a esto agregamos que han sido salvados de cobrarles un impuesto que iba a ayudar para pagar los famosos 180 pesos por niño –que serán pagados solamente con el dinero de los jubilados, lo que equivale a un nuevo ataque al consumo–, tenemos completado el ciclo de que en la Argentina los Presupuestos, nacional y provinciales –y mucho más los municipales–, se han convertido en una fuente de exacción de fondos del bolsillo de los contribuyentes, en su mayoría asalariados, para trasladarlos hacia el sector financiero, las grandes empresas, etcétera.

En resumen, el Presupuesto contempla la crisis en un aspecto, pero no lo hace respecto de cómo solucionar el problema de la crisis, cuyos aspectos principales son: generar trabajo y no subsidio a las empresas, generar aumento de salarios para motivar el consumo, cargar con impuestos a quienes más tienen y hacen negocios y no al que menos tiene. Por el contrario, lo coloca del otro lado y da cumplimiento a nuestro lema de campaña electoral, que creemos va a dominar los años venideros: “¿quién paga la crisis?”


El Presupuesto de la Provincia, al igual que el nacional, traslada el pago de la crisis a los sectores asalariados. Desde ese punto de vista, nuestro planteo es que le cobren impuestos a quienes tienen, que revalúen las propiedades agrarias a partir de las 500 hectáreas, que terminemos con los subsidios a las multinacionales y que se propicie un aumento general de salarios.


Nada más y muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias, señor Salas, por su participación.


Invitamos a los señores José Manubens y Juan Carlos Oldani, y a los contadores Sebastián López y José Isaías, en representación de CARTEZ, de Federación Agraria Argentina, Delegación Córdoba, y de CONINAGRO.
Sr. Manubens.- Vengo en nombre de CARTEZ, Confederación de Asociaciones Rurales de la Tercera Zona, que nuclea a entidades ruralistas de base de las Provincias de Córdoba, San Luis, Catamarca y La Rioja.


En la entidad tenemos conocimiento del proyecto de ley del Fondo para el Mantenimiento de la Red Firme Natural, por el término de dos años, que está destinado a la ampliación y mantenimiento de la red vial en la Provincia de Córdoba, y sustituye a la denominación Fondo para el Desarrollo Agropecuario, creado por la Ley 9456, que es un fondo especial para la infraestructura y gasoducto.


Respecto a la integración del fondo para el mantenimiento de la red vial, existe la obligación del aporte por parte de los contribuyentes del Impuesto Inmobiliario Básico, correspondiente a las propiedades rurales, según el artículo 3°, inciso a); y de los contribuyentes del Impuesto Inmobiliario Rural por un importe equivalente al 0,856 por ciento de la base imponible de dicho impuesto. Sin embargo, vemos que no existe la obligatoriedad de aporte por parte de los Estados nacional, provincial y municipal, ya que respecto a estos tres Estados el proyecto dice: “pudieren aportar”.


En opinión de la Confederación, debería existir la obligatoriedad en el aporte, al menos del Estado provincial; de ese modo habría equilibrio en la consideración de los aportantes: los productores agropecuarios y el Estado, fundamentalmente, porque las redes viales secundaria y terciaria -que es de lo que estamos hablando- implica una posibilidad de movilización no solamente de la producción agropecuaria sino de toda la economía provincial.


En lo que hace a Ingresos Brutos, el incremento de las alícuotas propuesto para los rubros semillas, agroquímicos y fertilizantes incide francamente en los insumos de la producción y afecta a la inversión, especialmente cuando se trata de las semillas. En realidad, debería impulsarse al productor a invertir en tecnología para lograr mayor producción de granos y oleaginosas porque, en definitiva, va a beneficiar a la comunidad en general y al Estado provincial.


Ello se lograría a través de la desgravación impositiva; lamentablemente, va en sentido contrario la enorme presión fiscal que ejerce la Nación sobre el sector y si a ello se suma la pretensión del Gobierno de la Provincia de Córdoba va de suyo la contraposición con el argumento esgrimido en el mensaje de elevación del proyecto de la Ley Impositiva, al aseverar que en el diseño de la política tributaria que el Poder Ejecutivo propone aplicar para el año 2010, respetando los compromisos asumidos en acuerdos federales, han prevalecido los criterios que tienen como propósito atemperar la carga fiscal sobre las actividades productivas desarrolladas en la Provincia.


Mientras en el mensaje de elevación se asevera esto, cabe destacar que la citada suba no alcanza a las alícuotas previstas para las actividades que, por su importancia para la sociedad, ameritan un tratamiento diferencial, como ser la comercialización mayorista de pan, leche, semillas, agroquímicos y fertilizantes, vehículos producidos en el MERCOSUR, gas licuado de petróleo en garrafas. En el caso de comercio mayorista y minorista de medicamentos, se unificó su imposición en el 1,50 por ciento, en el artículo 17 del proyecto de ley sometido a consideración. Se establece para los Códigos 61101, Semillas, y para Agroquímicos y Fertilizantes, una alícuota del 2 por ciento.


En virtud de la evidente diferencia en las manifestaciones que hacen referencia a la pretensión del Gobierno de la Provincia, reiteramos nuestra petición de equiparación en la política tributaria a aplicar en la Región Centro, por lo cual la alícuota debería reducirse al 1 por ciento en ambos casos.


Mantener la competencia fiscal redundaría, indudablemente, en perjuicio de la Provincia de Córdoba.


Con relación al Impuesto de Sellos, se informa que armonizando con otras jurisdicciones provinciales se estimó conveniente incrementar las alícuotas vinculadas a hechos imponibles, que tributan un impuesto proporcional y, al derogarse la exención para las operaciones de compra-venta de granos, cereales y oleaginosas, se tipificó la alícuota con la que resultarán  alcanzados los actos, contratos o instrumentos que respaldan tales operaciones, sin tomar en cuenta que, por ejemplo, en el caso de un contrato suscripto en la Provincia de Córdoba, con descarga del producto en la Provincia de Santa Fe, en el Puerto de Rosario -donde generalmente se hacen las descargas de la Provincia de Córdoba-, al tener potestad tributaria sobre el hecho imponible, dichas provincias acordarán instrumentar el contrato en la provincia vecina, con el evidente menoscabo en los recursos para la Provincia de Córdoba. 


Existen posibilidades de evitar que ello ocurra, está en la decisión de los señores legisladores instrumentarla. Por lo tanto, pedimos prudencia al disponer los incrementos en los impuestos, considerando la realidad de cada sector y teniendo en cuenta que el sector agropecuario ha sido, es y será el primer motor de la economía de nuestra Provincia y de nuestro país.


Muchas gracias. 

Sr. Presidente (Heredia).- Tiene la palabra el señor representante de Federación Agraria.

Sr. Oldani.-  Quiero dejar aclarado que las entidades hemos consensuado el documento que acaba de dar a conocer CARTEZ, porque es un trabajo realizado en conjunto con CONINAGRO, el cual da a conocer su problemática en cuanto a las cooperativas.


Muchas gracias.

Sr. López.-  En este acto me encuentro representando a CONINAGRO y entregaré copia de lo que a continuación leeré.


En ejercicio del Derecho Constitucional de libertad de expresión y petición a las autoridades, me presento ante esta honorable Asamblea a los efectos de solicitar, de manera expresa, que se exima o reconozca fuera del alcance del Impuesto de Sellos a los actos cooperativos, por  las razones que a continuación  paso a detallar.


La dispensa de ciertos tributos a las cooperativas se funda en que no existen hechos imponibles sobre los cuales aplicarlos, en tales casos, no existe técnicamente exención en el sentido de otorgamiento de trato favorable, sino el reconocimiento de que no hay materia para el gravamen.


En otros casos, en cambio, el legislador confiere a las cooperativas una consideración especial, dándoles un tratamiento más favorable que a otros sujetos en la misma circunstancia.


Aquí sí existe verdadera exención que se funda en que el Gobierno estima conveniente apoyar a las cooperativas a través de este trato especial.


Se trata de medidas discrecionales adoptada por el poder político en función de los objetivos que se plantea el Gobierno. 

Naturalmente, las exenciones de impuestos son las primeras que se han perdido en los últimos años, pero la tendencia  continúa hacia la eliminación de todo tratamiento diferencial entre las cooperativas y las demás empresas, desconociendo, así, que las cooperativas tienen una naturaleza propia que las singulariza. 

En este punto, debemos recordar que el principio de igualdad establecido en el artículo 16 de la Constitución nacional debe sostenerse como uno de los pilares fundamentales del sistema impositivo, toda vez que ordena que la igualdad sea la base del impuesto el que, conforme a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sólo exige que en condiciones análogas se impongan gravámenes idénticos. 


El mismo tribunal, en un pronunciamiento de vieja data, sostuvo que la garantía del artículo 16 de la Constitución nacional, al establecer la igualdad como base del impuesto, no constituye una regla absoluta que obligue al legislador a cerrar los ojos ante la diversidad de circunstancias, condiciones o diferencias que puedan presentarse. La cooperativa es una empresa diferente, por lo que requiere un tratamiento tributario diferente.

Ilustrando brevemente estos conceptos, recordemos que el capital que aporta cada asociado no le da poder en las decisiones que se tomen. O sea cada asociado tiene un voto, cualquiera sea su capital; no tiene derecho a resultados sino un interés limitado, siempre y cuando el estatuto lo contemple; tampoco tiene derecho al resto del patrimonio neto; las reservas no pueden repartirse entre los asociados, ni aun en el supuesto de retiro, tampoco se distribuyen en caso de disolución, o sea que pasan al Estado para la promoción del cooperativismo; los excedentes retornan a quienes los generan en estricta proporción a las operaciones de cada asociado con la cooperativa.


Cooperativa y asociado son personas jurídicas distintas, pero económicamente constituyen un único sujeto. De este modo, los asociados adquieren una potencialidad que individualmente no pueden alcanzar.


Es necesario entender con precisión el concepto de acto  cooperativo. El artículo 4° de la Ley 20.337 –Ley de Cooperativas- lo define diciendo que son actos cooperativos los realizados entre las cooperativas y sus asociados, y por aquellas entre sí, en cumplimiento del objeto social y la consecución de los fines institucionales. También lo son, respecto de las cooperativas, los actos jurídicos que con idéntica finalidad realizan con otras personas.


En la exposición de motivos de la ley se razona que el acto cooperativo no constituye una operación de mercado sino la realización de un servicio social.


El artículo 6° de la Ley de Cooperativas define que no son sociedades ni asociaciones; son entes que prestan servicios sin fines de lucro.


La Cámara Nacional Contencioso Administrativa Federal dictó sentencia expresando que resulta claro que las cooperativas no persiguen fines de lucro y sus actos no constituyen actos de comercio, situación que muchas veces no es tenida en cuenta a la hora de analizar una situación jurídica compleja.


En el mismo sentido, otro fallo dictó sentencia indicando que los actos que las cooperativas realizan con sus asociados poseen una naturaleza jurídica peculiar, no pueden reputarse como operaciones de mercado ni contratos de compraventa, y no son, en consecuencia, susceptibles de ser identificados con un contrato civil o comercial.


A su vez, la Cámara Federal de Bahía Blanca sentenció que el acto cooperativo es la esencia de la naturaleza jurídica del sistema que deslinda el ámbito de la economía cooperativa de la de mercado, y fija las fronteras en que operan, no implicando operaciones de mercado sino un servicio social. Por lo tanto, al tener el acto cooperativo una naturaleza particular, también les corresponde un tratamiento impositivo particular, atendiendo a las singularidades del mismo; no deben tributar el Impuesto de Sellos los actos entre los asociados y las cooperativas o entre las cooperativas entre sí, debiendo recaer el tributo sobre las operaciones entre éstas y terceros asociados.


En el mensaje de elevación se enfatiza la necesidad de lograr una armonización fiscal con las provincias de la Región Centro. Veamos, entonces, el tratamiento que Santa Fe y Entre Ríos disponen a las cooperativas. Santa Fe, en el inciso 19) del artículo 183, dispone que se encuentran exentos del Impuesto de Sellos los actos realizados por las sociedades cooperativas y asociaciones mutualistas y sus socios, y recíprocamente los efectuados por los socios con sus cooperativas y mutualidades, siempre que los respectivos actos, contratos y operaciones que formalicen sean inherentes al socio, cooperativa o mutualidad que establezcan los estatutos de estas entidades.


La exención alcanzará también el gravamen que recaiga sobre la garantía de terceros respecto de préstamos concedidos por las cooperativas y mutualidades a sus socios. Esta exención no alcanza a los actos, contratos y operaciones realizadas por las cooperativas o asociaciones mutuales, de seguros y las entidades financieras a que refiere la Ley nacional 21.526.


Esta limitación no alcanza a aquellos actos que importen aumento de capital ni a los actos y operaciones realizadas con las actividades mutualidades enumeradas en los puntos 1, 2 y 4 del  inciso e) del artículo 159 de este Código.


Las operaciones financieras activas y pasivas de mutuales que prestan servicio de ayuda económica tendrán idéntico tratamiento tributario que las entidades comprendidas en el régimen de la Ley 21.526.


En la provincia de Entre Ríos se encuentran excluidos del impuesto a las cooperativas y asociaciones mutualistas, excepto los bancos, compañías aseguradoras y financieras.


Esta asimetría en el tratamiento impositivo provocará seguramente acciones lícitas tendientes a eludir la carga tributaria adicional que tiene nuestra Provincia, restándole competitividad a los productos y asociados a las cooperativas.


Señores legisladores, en sus manos se encuentra la oportunidad histórica de ratificar el movimiento cooperativo como un instrumento de la economía social, que favorece fundamentalmente a los pequeños y medianos productores, dinamiza la economía y fortalece los valores de la solidaridad y cooperación.


No obstante, pueden profundizar la asimetría con las restantes provincias de la región Centro, disminuir la competitividad de los productos cordobeses y la rentabilidad de los pequeños productores locales con el severo riesgo de debilitar el movimiento cooperativo en nuestra Provincia.


Por ello, confiamos en que utilizarán el mejor criterio para el bienestar común, el desarrollo económico, el afianzamiento del sistema cooperativo y la competitividad de los productos cordobeses, declarando exentos del Impuestos de Sellos los actos cooperativos.


Pero también entendemos el contexto de desfinanciación del conjunto de las provincias y la imperiosa necesidad de recursos que necesitan para financiar el presupuesto, expresión numérica del plan de Gobierno.


En este entendimiento vemos con preocupación no tener de manera expresa la definición del criterio de origen de los productos o lugar de radicación al momento de la instrumentación y/o formalización de la operación  de compraventa, la provincia de Santa Fe podría percibir la totalidad de la gabela, atento que los productos granarios tienen como destino, en gran porcentaje,  el puerto de Rosario, o en el peor de los casos, se sometería al productor vendedor a tener que tributar en ambas jurisdicciones.


 Es menester modificar la legislación en el sentido de declarar la atracción a la potestad tributaria provincial bajo el criterio de origen de los productos, lo que debe ser acompañado de acuerdos interjurisdiccionales para el reconocimiento por parte de una Provincia del impuesto pagado en la otra.


Este sistema de reconocimiento de crédito fiscal lo tienen legislados las provincias de Santa Fe y Entre Ríos, en mérito a la proclamada armonización fiscal, y resulta evidente la necesidad de efectuar la adecuación legislativa que hoy se propone.


Las propuestas que aquí resumo son aportes que tienden a: 1º.- Fortalecer el movimiento y la acción cooperativa en nuestra Provincia. 2º.- Defender y asegurar la recaudación de tributos del Gobierno provincial, evitando la fuga de operaciones que serían captadas por las administraciones tributarias de otras jurisdicciones. 3º.- Establecer mecanismos ciertos y concretos de armonización fiscal.


En el entendimiento de estar contribuyendo activamente con propuestas mejoradoras y necesarias, agradezco la atención recibida a la espera que, tomando debida nota de lo apuntado, se resuelva favorablemente nuestra solicitud de incorporación de modificaciones al Código Tributario de la Provincia de Córdoba.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Queremos agradecerles a los representantes de Cartez, Federación Agraria Argentina Delegación Córdoba y CONINAGRO por su participación.

Invitamos ahora al señor Otto Giachero y al señor Amelio del Fabro, en representación de la agrupación Docentes en Marcha.


Por no haber llegado todavía el señor del Fabro, tiene la palabra el señor Giachero.

Sr. Giachero.- Buenas tardes.


Voy a plantear el problema presupuestario desde la mirada de un docente que trabaja actualmente en tres escuelas –que ha trabajado en cinco-, y que hace –hoy en día- a la figura del docente taxi trabajando en varias escuelas.


Soy miembro de la agrupación Docentes en Marcha que integra la Lista Fucsia, delegado escolar y también departamental en UEPEC por la oposición Fucsia.


Antes de abordar directamente el asunto, digamos que cualquier país que pretenda destacarse en el concierto de naciones, lo primero que debe hacer es invertir en educación, salud y trabajo productivo. Las metas que logre ese país en estos rubros será su marca distintiva, la que lo elevará a la categoría de evolucionado y maduro.


En Argentina, y en particular en Córdoba, las absolutas carencias en los rubros mencionados hace que crezca día a día la actual ola de conflictos sociales, patentizada en las diarias movilizaciones de los docentes, de los equipos de salud, de los empleados públicos y de los desocupados.


Dicho esto vayamos al problema del presupuesto educativo. Aquí tengo un cuadro que elaboraron compañeros de ATE desde el ’84 hasta ahora sobre cómo se erogó en gastos de Personal, en porcentajes sobre los ingresos totales de la Provincia, ingresados en cada uno de esos años. En 1984, se erogaba en Personal, como porcentaje de los ingresos totales, un 65,11 por ciento; actualmente, tomando lo que se presupuestó en el 2009, la intención era erogar el 45,17 por ciento, creo que de allí no se mueve y va a ser más bajo. Estos porcentajes fueron más graves en algunos momentos de crecimiento, como en el 2004, con un 34,59 por ciento del total. Lamentablemente, los asalariados de la Provincia con estos presupuestos y con los que se siguen elaborando, estamos muy mal.


Para nosotros un presupuesto educativo debe abarcar centralmente tres cuestiones básicas: la que hace a la infraestructura escolar, construcción de nuevas escuelas, aulas, reparaciones, etcétera; la que hace al salario y a la capacitación docentes y también a cómo financiarlo; es decir, de dónde sacar los recursos.


Hablar de infraestructura escolar es tratar el tema de las condiciones de trabajo del docente y también de las condiciones en que receptan la educación nuestros alumnos. Lamentablemente, hay que decir con toda franqueza, que esas condiciones son pésimas; cuanto más nos alejamos del centro a la periferia de la ciudad, la situación empeora. En las llamadas escuelas urbano-marginales –yo doy clase en el IPEM 22 de barrio Guiñazú, donde enseñamos muchos de nosotros-, es frecuente la interrupción de clases por falta de agua, por la existencia de goteras en las aulas o ventanas con vidrios rotos o falta de bancos. Hubo casos hasta de derrumbe de parte de la superficie edificada –y eso se registró en una escuela del centro- y lo peor es que en la mayoría de los casos estos daños no se reparan nunca o se reparan mal; fuera de la que mencioné recién.


En verano, docentes y alumnos sufrimos calores insoportables porque no funciona buena parte de los ventiladores -y esto fue muchas veces denunciado-, y en invierno, no existe ningún tipo de calefacción. Solucionar esa clase de inconvenientes es absolutamente prioritario. 


Ahora le contesto al Ministro Grahovac que habla de poner 40 millones en computadoras. Le digo que de nada vale tener una computadora por alumno, a lo que seguramente nadie se va a oponer, si no empezamos resolviendo esto que es elemental. Evidentemente, si el presupuesto educativo no atiende oportuna y eficazmente la resolución de estos graves problemas edilicios, de infraestructura escolar, estamos hablando de que dicho presupuesto es indudablemente insuficiente y que quizás también estemos en presencia de partidas mal destinadas. 

Vayamos ahora al segundo punto que quería tocar, que es la demanda histórica que tenemos los docentes. Creo que debe entrar, como se merece, en las consideraciones presupuestarias. 


Yo ya estoy a punto de jubilarme y es de capital importancia satisfacer la recomposición de nuestro salario. No puede haber un buen servicio de educación si no hay una remuneración digna para el docente. Nuestra vocación es sólo una parte del asunto –ustedes lo saben- y siempre hemos demostrado que tenemos esa vocación. Yo soy un profesor que, como todos los demás, vamos todos los días a dar clases. 


Cuando hablamos de un salario digno, estamos hablando de un sueldo que cubra el costo de la canasta familiar. El Sindicato de Trabajadores de la Industria de la Alimentación estima esa canasta en alrededor de 4500 pesos; los docentes estamos muy lejos de eso y sólo la alcanzan los que tienen 24 años de antigüedad, después de toda una vida de trabajo. Todo un sector de la docencia de Córdoba –particularmente del departamento Capital-, venimos ganando asambleas dentro de UEPC, reclamando hace casi dos años por un 35 por ciento de aumento al básico, remunerativo y bonificable, que eleve el cargo testigo de maestra de grado a los 2200 pesos -¡mire de qué estamos hablando!-, sin antigüedad y sin bonificación. Hoy ese cargo está estancado en los miserables 1640 pesos. Aunque dé vergüenza decirlo, eso es lo que gana una maestra que recién se inicia, que debería empezar con un nivel bastante más alto. 


Este Gobierno, incluido el Ministro de Educación, que muchas veces se rasga las vestiduras acerca de lo que es legal o ilegal cuando se trata de juzgar las conductas de los trabajadores, ahora nos ofrece una cifra en negro y por única vez.


Creo que quienes actúan en representación del Estado no pueden entrar en esta ilegalidad que es, justamente, pagar en negro, porque si no ¿con qué autoridad moral van a perseguir a los que todos los días lucran con el trabajo informal? Me refiero a esos empresarios que hace mucho lo practican en la Argentina, a punto tal que el trabajo en negro llega a alrededor del 40 por ciento del trabajo total.


Además, los pagos en negro repercuten directamente en perjuicio del sueldo del jubilado, que ya viene bastante maltratado por las recientes leyes provinciales de armonización que bajan a un mínimo ridículo su remuneración, liquidando el 82 por ciento móvil y la edad jubilatoria que garantiza la Ley 8024, que es la que nosotros, como oposición, queremos recuperar.


En definitiva, sólo recibimos este año un incremento que no llega al diez por ciento –que en mi recibo y en el de la mayoría de los docentes fue del 8,5 por ciento-, cuando todo el mundo habla de una inflación que superó ya el 25 ó 30 por ciento durante este año. Y nos quieren arreglar, a los activos y jubilados, con un incremento en negro y por única vez, lo que suena realmente como una burla. Y, para colmo, este Presupuesto prevé nuevamente sólo un 8,8 por ciento para todo el año 2010. Para nosotros, una verdadera vergüenza.


Hay que recordar que la capacitación insume una importante porción del sueldo, ya que para salir de las pobres remuneraciones que hoy recibimos el docente vive haciendo cursos para elevar su puntaje, y que le permitan así acceder a cargos superiores. Cuando estos cursos debieran ser brindados en forma totalmente gratuita por el Estado, en los hechos debemos pagarlos en forma particular, y resultan cada vez más onerosos. Ahí también se va una buena parte de nuestro sueldo.


Se dirá que para cumplir con cumplir con lo que estamos reclamando, así como también para lo que exigen los médicos, enfermeras y demás empleados públicos, no hay presupuesto que alcance porque el Estado provincial carece de dinero para ello. Considero que la plata está; hay que saber sacarle a los que más tienen; o sea, hacer caer el peso de los impuestos sobre las grandes fortunas, eliminando subsidios y exenciones irritantes.

Los gobiernos de turno han tomado el Estado provincial –también lo hace la Nación- como un “trampolín” para entablar toda clase de negocios con empresarios, que son los que más han ganado durante los últimos años. Eso se traduce en subsidios y perdones impositivos para automotrices, call center, bancos privados y la gran propiedad agraria.


El jefe mayor de Fiat, Cristiano Ratazzi, hace unos días manifestó “a mi empresa, en Argentina, le va mejor que nunca”. ¿Cuándo le cobrará el Estado impuestos a sus  fuertes ganancias, a fin de poder resolver problemas de salud o educación  de nuestro pueblo?


Las empresas de Call Center esclavizan a miles de estudiantes universitarios, los cuales están sometidos a sueldos bajos, así como también a un ritmo infernal de trabajo, no pudiendo, ni siquiera, tener un sindicato que los defienda, ya que si lo intentan la patronal los despide. ¿Cuándo el Estado les quitará los subsidios que reciben, destinándolos a cubrir las necesidades del pueblo?


Dentro de los 15 bancos que más cotizan en bolsa se encuentran el Citibank, el Santander, el Río y el Francés; durante el primer semestre de este año aumentaron 63 por ciento su rentabilidad en relación con igual período del año 2008. ¿Cuándo gravará el Estado las rentas de estos “pulpos financieros” parasitarios del país, que generan inflación?


La falta de revalúo de la gran propiedad rural -es una materia pendiente- hace que la Provincia de Córdoba pierda grandes cantidades de dinero en concepto de Impuesto Inmobiliario. ¿Cuándo gravará el Estado como corresponde la enorme renta agraria, a fin de hacerse de recursos para atender fines sociales?


¿Es necesario hacer obras faraónicas para esperar el bicentenario? ¿No sería mejor recibirlo con más y mejor educación y salud? Ese sería el mejor homenaje que podríamos brindar a los patriotas del 25 de mayo. 


Como todos los años, esta Legislatura procederá a votar un Presupuesto financiado sobre la espalda de los que menos tienen, quedándonos con un Presupuesto exiguo para salud y educación, y el financiamiento recaerá, una vez más, sobre los trabajadores en forma de impuestazo, sin tocar para nada los grandes intereses de la Provincia de Córdoba.


Esta Unicameral debe dejar de ser 
una mera “máquina” de votar decisiones en contra del pueblo, basándose en la mayoría automática, pensando, de una vez por todas, en la educación, en la salud y en el trabajo; de lo contrario, se avizora un año 2010 altamente conflictivo.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias señor Otto Giachero.


Invitamos a los señores Julio Cipolat y Eduardo Burdisso, en representación de la Cámara de Ferreterías, Sanitarios, Hierros y Afines.

Sr. Cipolat.- La  Cámara de Ferreterías, Sanitarios, Hierros y Afines agradece la oportunidad de poder expresarnos, guardando la esperanza de ser escuchados, siendo el segundo año consecutivo en que manifestamos nuestro desacuerdo con el incremento de las alícuotas impositivas, las que atentan contra el desarrollo y crecimiento del sector comercial, en especial de los rubros que representamos.


Desde nuestra institución, respaldamos lo referido por el artículo 16 de la Constitución nacional: “La igualdad es la base del impuesto y las cargas públicas”, ya que el término “igualdad” está utilizado en el sentido de “iguales y en las mismas circunstancias”.


Si trasladamos esta premisa al tema que nos reúne hoy para exponer, considerando que la capacidad contributiva de una persona física o jurídica es el parámetro para determinar la presión tributaria que ésta debe soportar –lo cual debe considerarse dentro de los términos de razonabilidad y equidad, para que no se torne arbitrario e injusto–, esto implica considerar la capacidad contributiva como eje rector de lo que se exige al ciudadano, y la productividad del Estado como medida de lo que éste le da a cambio para que justificar el tributo.


Sin embargo, consideramos que, al momento de definir el aumento de las alícuotas impositivas, ya no es la capacidad contributiva la medida tenida en cuenta como parámetro, desde el momento en que ésta se torna de tan difícil cumplimiento, en virtud de que debe soportar una presión tributaria excesiva.


A nivel provincial, la nueva modificación tributaria –que hoy tratamos– repite lo que distintos gobiernos vienen aplicando desde hace dos décadas: succionar recursos de la economía privada, profundizando la inequidad del sistema. Todo ello torna innecesario debatir la suba de alícuotas, o discutir y alegar sobre cómo afectan a uno u otro sector de la actividad económica, ya que el costo impositivo lo pagará la sociedad, lo cual lo torna acumulativo y distorsivo.


La Cámara de Ferreterías, Sanitarios, Hierros y Afines, en cambio, quiere destacar que el resultado acumulativo de los ajustes, en función de las necesidades de caja del Estado, ha desfigurado el sistema impositivo por aplicación de criterios arbitrarios de la carga tributaria, creando un verdadero modelo económico de la evasión, porque con el incremento constante de la presión impositiva se estableció un incentivo a la actividad marginal o “comercio en negro”, que obtiene más beneficios que el comercio legal con sus márgenes habituales, dejando consecuentemente en desventaja al comercio legal. Esto incita la violencia económica, que cae en la venta ilegal, lejos de motivar el cumplimiento de los impuestos correspondientes.


Se ha eliminado también el necesario equilibrio que debería tener el régimen recaudatorio, centrando los controles sobre los contribuyentes del sistema formal y dejando de lado a quienes no representan el interés fiscal, creando eslabones de impunidad tributaria.


Lo anteriormente expresado tiene –como ya se ha dicho– sus principales causas en el incremento de la presión impositiva. Desde 2002, la presión tributaria en la Provincia se incrementó en un 34 por ciento; en 2009, la presión promedio sobre el comercio mayorista fue superior en un 35 por ciento respecto de 2002; en el comercio minorista, fue de un 17 por ciento, entre 1998 y 2010, lo que cada ciudadano pagó en impuestos nacionales, provinciales y municipales se incrementó en aproximadamente un 48 por ciento.

Se solicita una reforma profunda de su estructura organizativa y funcional y un nuevo sistema impositivo que sea simple y fácil de cumplir y que no esté apoyado prioritariamente en el gravamen sobre Ingresos Brutos; se pretende que, además, sea universal y abarcativo y que tenga equidad horizontal y vertical. 


Aprovechamos esta oportunidad para recalcar que muchas empresas del sector son proveedoras del Estado y, aun en operaciones particulares para perfeccionar sus operaciones comerciales, deben respaldarlas con documentación que las sustenten legalmente, con el sellado correspondiente. Solicitamos, asimismo, que analicen el Impuesto de Sellos, el cual se modificará a un valor superior y descontrolado con relación a la alícuota actualmente vigente, impactando en forma directa sobre los costos, transformándose en la suma de más presión tributaria.


Considerando que la presión tributaria que debe soportar el sector comercial es excesiva y no tiene ninguna relación con la capacidad contributiva del sector, y tomando en cuenta, además, que dicho sector es uno de los mayores generadores de empleo en la Provincia, solicitamos el no incremento de las alícuotas impositivas en resguardo del comercio legal, el mantenimiento del nivel de empleos y el cumplimiento efectivo de nuestras obligaciones tributarias.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos a los señores Julio Cipolat y Eduardo Burdisso, representantes de la Cámara de Ferreterías, Sanitarios, Hierros y Afines de Córdoba.


Invitamos a los representantes de la Unión Cívica Radical en la figura de su presidente, Anselmo Emilio Bruno, y del señor Norberto Defanti.

Sr. Bruno.- Autoridades y público presente, buenas tardes.


En nombre de la Unión Cívica Radical de la Provincia de Córdoba, venimos a fijar la posición del partido en esta Audiencia Pública legislativa donde se trata el Presupuesto General de la Provincia 2010.


A efectos de entender con mayor facilidad la complejidad que implica el análisis presupuestario, creo conveniente comenzar con la comprensión de los datos contenidos en el análisis económico que el mismo describe. En la presentación del Presupuesto se realiza la comparación de los números para el próximo ejercicio 2010 con la proyección al cierre del ejercicio vigente 2009. En el cálculo de los resultados proyectados al cierre se estima un resultado corriente -ahorro corriente- de 598 millones de pesos, un resultado primario de 83 millones de pesos, y un resultado financiero negativo, deficitario, estimado para el corriente año en 136 millones, a lo que agregando los servicios de la deuda computada por la Agencia Córdoba de Inversión y Financiamiento el déficit al final del presente ejercicio fiscal 2009 ascendería a 381 millones de pesos.


Lo primero que debemos hacer, entonces, es ver qué decía el Presupuesto 2009 que ahora se está ejecutando del que, como corresponde, no hay datos de la ejecución presupuestaria actualizada, no hay datos que aporten indicios para la comprobación de la proyección realizada. El mismo decía que el resultado corriente -ahorro corriente- alcanzaría la suma de 1081 millones de pesos, ahora dicen que va a ser al final del año de 598 millones; decía que el resultado primario, que ahora sería de 83 millones, iba a ser de 256 millones, y que el resultado financiero iba a ser positivo, de 36 millones, y resulta que ahora va a ser deficitario alcanzando a 136 millones, que sumado a los servicios de la deuda computada por la Agencia Córdoba de Inversión y Financiamiento lo engrosaríamos hasta llegar a un déficit de 381 millones que sería el resultado financiero final del 2009.


Vale la pena, a esta altura, explicar por qué utilizo el término “sería”; lo hago, simplemente, porque para que ello sea así deberá ocurrir que las variables consideradas para llegar a ese resultado tengan el comportamiento esperado, o sea, que el 100 por ciento de lo previsto en la recaudación de los impuestos provinciales se verifique. Además, que se reciba al menos el 94 por ciento de lo presupuestado por coparticipación. ¿Será posible lograr estos ingresos en el contexto del segundo semestre sin vencimientos importantes y con la baja en el nivel de actividad?

Por el lado de los egresos, se deberá verificar que el nivel de gastos corrientes no supere la barrera del 106 por ciento, o sea,  6 por ciento más de lo presupuestado, y que los gastos de capital no vayan a ser superior al paupérrimo 63 por ciento que se proyecta ejecutar. Esta es la gestión de Unión por Córdoba y lo dice en la presentación del Presupuesto.


Si así  es el año 2009, que arrancó con un superávit, imaginemos lo que será la ejecución del presupuesto que estamos tratando, con una alta necesidad de financiamiento inicial, que contiene la misma estructura de ingresos y gastos, un calco en la proyección de los resultados, en términos absolutos. Para el próximo ejercicio se prevé un Resultado Financiero Final deficitario de 281 millones de pesos. ¿Entonces, a cuánto llegaremos? 

Esto no es todo, tanto en el cálculo de lo proyectado en el 2009 como en el proyecto de Presupuesto del año 2010, se incluyen, en los Ingresos Corrientes,  transferencias corrientes, los ingresos esperados por la creación del Fondo Solidario; ¿pero cómo? si este fondo que proviene de la sanción de un Decreto de Necesidad y Urgencia, que se aplica sobre el 30 por ciento de lo recaudado por los derechos de exportación de la soja, va para la provincia y los municipios con afectación a la mejora de infraestructura sanitaria, educativa, hospitalaria, de vivienda, vial y con expresa prohibición de uso para financiar gastos corrientes.


Si somos más minuciosos, veremos que la porción que les corresponderá y que se coparticipará a los municipios por el ingreso del Fondo Federal Solidario está presupuestada como Gasto de Capital en forma específica. ¿Por qué, entonces, es incluido como Ingreso Corriente? Es claro que si no fuese de esa forma se mostraría la vulnerabilidad financiera de la gestión.


El total de los ingresos provenientes del Fondo Federal Solidario o Fondo Verde, proyectado al cierre del año 2009, asciende a la suma de 526 millones de pesos, y el Resultado Corriente que surge de la diferencia entre los Ingresos Corrientes y los Gastos Corrientes, proyectados al cierre del año 2009, es de 598 millones de pesos; esto  quiere decir que el Ahorro Corriente proyectado al cierre del año 2009 alcanzaría sólo a 78 millones de pesos, al lado de los 1.081 millones de pesos proyectados.


Para entender mejor, la solvencia financiera se define como la relación entre gastos e ingresos corrientes. Con estos guarismos somos insolventes. Lo que quiere decir que, ante cualquier contingencia, baja en la recaudación, demora en recibir los fondos nacionales, descenso en el nivel de actividad o falta de lluvia, seremos vulnerables y no habrá con qué afrontar los inelásticos Gastos Corrientes. ¡Cuidado! Estamos al límite de no poder garantizar los servicios básicos de salud, educación, seguridad y justicia; estamos al límite de la ingobernabilidad.


Este esquema se traslada de la misma forma al Presupuesto 2010, donde el monto presupuestado correspondiente al Fondo Federal Solidario asciende a 553 millones de pesos, lo que reduciría el Ahorro Corriente a la mitad, esto sin considerar las famosas economías de gestión, que jamás serán verificadas.


Veamos ahora las pautas utilizadas. El proyecto del Presupuesto 2010 se ha elaborado respetando las prescripciones, metas y límites que impone el Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal, determinado por la Ley  25.917 –reza textualmente el contenido del análisis económico presentado-, pero debería decir que además de respetar las prescripciones, metas y límites que le imponen, respetan a rajatabla y por anticipado las nuevas y permisivas modificaciones que se introducirán por los períodos fiscales 2009 y 2010, y que el Senado de la Nación está a punto de aprobar, como son, por ejemplo, utilizar la autorización para ejecutar presupuestos con déficit, aumentar el gasto primario por sobre las tasas de crecimiento del Producto Bruto Interno, contraer deudas para cubrir gastos corrientes, afectar el producido de la venta de bienes de Capital o de otros activos para cubrir gastos corrientes, aprobar modificaciones presupuestarias que impliquen incrementos en Gastos Corrientes en detrimento de Gastos de Capital o de aplicaciones financieras.


Sin ponerse colorados y con los ojos de la Presidenta mirando para otro lado, nos dicen que en este presupuesto están dispuestos a gastar más, a endeudarse más y a hacer menos obras y brindar menos servicios.


Por último, están convencidos de malversar el patrimonio provincial para malgastar lo recaudado.


Se dejarán sin efectos pautas y elementos básicos que hacen al ordenamiento provincial y su consistencia, volviendo inexistente el espíritu de la Ley 25.917. Esto quiere decir que van a autorizar al Gobierno provincial a hacer legalmente lo que está haciendo ilegalmente. En definitiva, una amnistía fiscal para borrar el desastre realizado este año y un indulto anticipado para hacer cualquier cosa en el 2010.


En oportunidad de plantearse modificaciones a la Ley de Responsabilidad Fiscal, a la que prontamente dará sanción el Senado, los gobernadores fueron capaces de aunar sus voces reclamando la sanción de las modificaciones ¿Para qué? Para que los dejen endeudarse, para poder cubrir los déficit corrientes con nuevos préstamos.


¿Qué pasa? ¿Somos capaces de juntarnos para pedir que nos dejen endeudar pero no tenemos la suficiente hidalguía para reclamar lo que nos corresponde como provincia? 


Debemos terminar con la diatriba: discursos para la prensa, que se reparten con gran elocuencia, para luego acabar sentados sin que se enoje la mandamás –o el mandamás- mostrando los deberes hechos y prestos a recibir promesas e instrucciones, migajas a cambio de forzadas lealtades.


Desde la Unión Cívica Radical, hemos apoyado cuando proyecto significara el respeto por el federalismo y la dignidad de los cordobeses, pero debemos ponernos los pantalones largos para estar comprometidos con el bienestar y el respeto a nuestros comprovincianos.


Por ello, decimos que Córdoba debe ponerse al frente en la búsqueda de un pacto federal generador de riquezas para su justa distribución, y que nos conduzca a la organización de un programa de solvencia fiscal que incluya una estructura impositiva no regresiva y de mayor equidad, tanto como una racional distribución del gasto y la reprogramación de los vencimientos de las deudas provinciales porque en nuestro caso el principal acreedor es el Estado nacional. Debemos exigir federalismo. En el corto plazo deberemos lograr que se cumpla, cuanto menos, con la distribución del 34 por ciento de los recursos coparticipables, la distribución del 100 por ciento recaudado por el Impuesto al Cheque, la devolución del aporte del 15 por ciento de la masa coparticipable cedida a la ANSES, que se cumplan los compromisos asumidos en el Programa de Asistencia Financiera y con la Caja de Jubilaciones de la Provincia.


Claro, habrá que ver si se animan a gobernar en serio esta Provincia, la Docta, la provincia de la Reforma, del Cordobazo, la de la lucha por el bienestar, la de la referencia nacional, la de la intransigencia. 


Habrá que ver si se animan a pararse frente al poder central de los Kirchner y reclamarles, nada más y nada menos, lo que es nuestro.


Habrá que ver si, de una vez  y para  siempre, recuperamos nuestro orgullo, para que no se hinquen más frente a la “diosa de la Casa Rosada”.


También habrá que ver si se animan a reconocer errores y empezar a corregirlos; no puede ser que todos los gremios provinciales estén protestando porque no les alcanza el salario para vivir, y sus justas protestas generen un caos que tiene como rehén al conjunto de la ciudadanía cordobesa.


No puede ser que la poca obra pública que se está llevando adelante deje un reguero de proveedores y contratistas al borde del quebranto por la falta de pago.


No puede ser que piensen gastar 50 millones de pesos en una fiesta de cumpleaños –la inauguración del Bicentenario- en lugar de destinarlos a obras de infraestructura para el desarrollo.


No puede ser que a los cordobeses en su conjunto nos carguen con una sideral deuda que nos tiene como únicos garantes.


No puede pasar todo esto y que nos quieran contar una historia color rosa, donde todo va sobre rueda y Córdoba camino al primer mundo.


Hay que dejar de mentir; han perdido la cordura, no encuentran el rumbo. Córdoba no está bien y el Gobierno como si nada. Córdoba está mal y se creen con el derecho de pilotear en soledad un barco que, en medio de una despiadada sequía, hace aguas por los cuatro lados, por los agujeros que ustedes mismos provocaron.


Por ahora, deberán pagar el costo político de decirle la verdad a los cordobeses: que han perdido el equilibrio fiscal; que fruto de su propia ineficiencia deberán incrementar aún más la presión tributaria a través de la mayor fuente de ingresos provinciales, que son los Impuestos sobre los Ingresos Brutos y de Sellos, imposiciones altamente regresivas que impactan directamente en los consumidores.


Les dirán que deben aumentar la base imponible del 48 por ciento de los inmuebles urbanos y que el aumento rondará entre el 20 y el 48 por ciento.


Les tendrán que decir que deberán tomar, vaya a saber dónde y a qué costo, crédito por 1.580 millones de pesos para pagar la amortización de la deuda y sus intereses, y que los gastos corrientes que no pueden cubrir con sus flacos bolsillos lo harán tomando nuevas deudas.


Les dirán que los gastos reservados, esos que no se rinden, aumentaron a 5.300.000 pesos. Les dirán que se mantienen los subsidios discrecionales, y que ya no existe el Fondo Anticíclico.


Pero seguramente no se animarán. Intentarán hacer creer a los cordobeses que todo está bien, que no se preocupen, que todo está ordenado y que si algo falla, no se hagan problema: “en un par de años viene De la Sota y soluciona todo”.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Queremos agradecer al señor presidente de la Unión Cívica Radical, señor Anselmo Bruno y al señor Norberto Defanti por su participación.


Invitamos al señor Héctor Jorge Luna, presidente de la Cámara de Comerciantes e Industriales Mayoristas de la Provincia de Córdoba.

Sr. Luna.- Muchas gracias por habernos invitado.


Es la segunda vez que participamos de una Audiencia Pública; en la del incremento anterior de Ingresos Brutos no participamos porque nos oponíamos a que se votara en contra de nuestros fundamentos.


El lunes pasado, le dejamos al legislador Dante Heredia los fundamentos de nuestra queja; el día martes, se los alcanzamos a parte de la oposición que nos invitó y el día jueves, se lo dejamos al Ministro Elettore, por lo tanto tienen los fundamentos de nuestra propuesta.


Legislador Heredia, el lunes pasado le dijimos que íbamos a hacer un poco de historia para los presentes y para la prensa. En el año 1974 se creó en el país el Impuesto al Valor Agregado, que era del 6 por ciento y se eliminaron todos los tributos municipales y provinciales a la venta. Con eso vivía toda la nación; y con eso, el Estado nacional volcaba a las provincias lo que hoy se llama coparticipación. Algo habremos hecho mal porque hoy –después de 35 años- el IVA es del 21 por ciento, existen los Impuestos de Sellos, al Cheque, y de más, entre ellos, el Ingreso Bruto al que hoy me voy a referir.


Respecto del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el año pasado, cuando se incrementó del 2,5 al 3 por ciento, el Gobernador nos dijo: “muchachos pongan un poquito de voluntad, hace falta, la Provincia necesita”; le dijimos: “como no, Gobernador, ¿por cuánto tiempo?” Mínimo iba a ser un año pero del máximo no se dijo nada, solamente referenció que en un año lo solucionaba. De ese 2,5 a 3 por ciento, el año pasado, le quitaron medio punto a la industria –cuando se lo elevaron a uno-, a los pocos meses le bajaron medio punto que recayó nuevamente sobre el comercio mayorista y pasó del 3 al 3,5 por ciento. A esa Audiencia Pública no vinimos.


Hoy mis tributaristas no están presentes –solamente vine yo- porque me dijeron: “esto está cocinado”; entonces, dije: “no, tenemos que ir, porque si no nos presentamos este 4 por ciento en seis meses puede ser el 4,5 ó  5 por ciento, no sabemos dónde van a terminar estos tributos”.


Si al 4 por ciento de Ingresos Brutos le agregamos el 1,2 por ciento del Impuesto al Cheque; el 1 por ciento municipal y la cascada que se produce entre el fabricante, el mayorista y el público, estamos superando largamente el 12,6 por ciento el efecto del impuesto.


Córdoba pierde competitividad con respecto a otras provincias, y no me digan que estamos a la par de Santa Fe, porque es mentira ni tampoco igual que Entre Ríos, porque también es mentira. Muchos de nuestros socios, que en Córdoba son alrededor de 100 y en la Provincia 286, ya se han ido a Santiago del Estero y, ahora –no sé si leyeron la revista Noticias del viernes o sábado- el Gobernador de San Luis propone no pagar Ingresos Brutos por diez años, regalar tierras fiscales escriturándolas; y en el decreto aclara que lo hace para ser más competitivo que Córdoba. 


Nosotros traíamos la plata de Catamarca, La Rioja, Santiago del Estero, Tucumán, Jujuy; once provincias vecinas compraban en Córdoba, la plata del riojano tributaba en Córdoba; hoy se está dando a la inversa, los distribuidores mayoristas o fabricantes se van a otra provincia y nuestra plata va a dar trabajo a un santiagueño, a un catamarqueño o a un riojano que, bienvenido sea, pero porque nos presionan tanto para que nos vayamos de Córdoba. Nadie se quiere ir.


Señores legisladores: les pedimos que se pongan los pantalones largos y que piensen en otra cosa, no en aumentar impuestos. 

Como bien dijeron otros actores que hablaron aquí, hay sectores como los call center, los del agro o no sé cuáles, ustedes tienen que saberlo porque les pagamos para que piensen en ello, a los que no se los toca, esto es porque a lo mejor a uno no se puede y a otro sí. Pero, ¿por qué del 2,5 en 2008 al 4 a fines de 2009? En un año y medio aumentó el 60 por ciento el Impuesto sobre los Ingresos Brutos en un sector.


Yo les pregunto, señores legisladores, ¿será porque los empresarios no podemos salir a quemar cubiertas a la Ruta 9?, ¿porque no podemos poner a 10 ó 15 personas para que lo hagan? ¿Será por eso que nos toca a nosotros? No tengo ningún socio que haya dicho de salir a quemar cubiertas, no es la forma, no es el estilo. En democracia no es así. Pero se ve que no tenemos el poder de lobby que sí tienen ciertas industrias. No sé si leí mal pero el presupuesto es cercano a los 400 millones de pesos.

Así como el Gobernador nos dijo que pusiéramos un poquito más de voluntad, por 6 meses o un año, nos gustaría que otro sector hiciera lo mismo. También nos gustaría que nos dijeran hasta cuándo va a ser ese 4 por ciento.


Personalmente, y también muchos empresarios que están en nuestra cámara, criticamos al Gobierno central y decimos que el Poder Ejecutivo en Buenos Aires tiene una escribanía en las Cámaras de Senadores y de Diputados. Nosotros vemos exactamente lo mismo en Córdoba y queremos revertir esa situación. ¿Cómo se revierte? Se revertirá cuando los legisladores cambien los 10, 20 ó 100 puntos que tienen que cambiar en este Presupuesto, demostrándole a la ciudadanía que están con ella. 


Yo dije que el eslogan de la Provincia es “Córdoba entre todos”. Nosotros ayudamos al señor Gobernador con el tema PAICOR y nos pareció un éxito. Lo ayudamos a vestir la ciudad, hay muchas obras a las que están “bancando” empresarios de nuestra cámara. Vamos a ayudar en todo lo que se pueda, pero el “Córdoba entre todos” significa llamarnos antes, y no enterarnos por la prensa de que va a volver a aumentar el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Y no es medio punto, es mentira. Es el 60 por ciento: del 2,5 en un año y cuatro meses pasa al 4 por ciento. 

Y se viene también el problema del Impuesto de Sellos, que a lo mejor antes lo han mencionado otros expositores. La preocupación en la renovación de alquileres es que, por ejemplo, quien pagaba un timbrado de 800 pesos en concepto de Impuesto de Sellos, va a pagar 4000 pesos. Es otro “costo Córdoba”; el “costo Córdoba” se nos está yendo, perdemos competitividad.


Por último, Córdoba se ha degradado, está siendo una “gran Salada”; la Feria de La Salada a la que, lamentablemente, conocen todos y fue declarada por la Comunidad Económica Europea como la feria trucha más grande del mundo, la tenemos hoy en Córdoba. Mientras más aumentemos los impuestos, más ferias truchas vamos a tener; las tenemos en todos lados: en la calle Ituzaingó, en los barrios. Nos enteramos por la prensa hace unos días que se va a formar una cooperativa de talleres textiles con fondos del Gobierno central en Villa El Libertador. Lo planteamos el jueves en el Ministerio de Economía; SOIVA tiene conocimiento de la situación -y cualquier gremio lo sabe- que hay trescientos o cuatrocientos talleres clandestinos en Córdoba, pero nuestra Policía Fiscal se para en una calle y la inspecciona. Si vamos a cazar al zoológico, cacemos a todos, pero busquemos a los evasores, que recursos no van a faltar.


Hay una evasión terrible, y si seguimos aumentando los impuestos de esta forma, más evasores vamos a tener, y ello no les garantiza que vayan a recaudar.


Nada más.

Sr. Heredia.- Muchas gracias, señor Héctor Luna, que ha participado en representación de la Cámara de Comerciantes e Industriales Mayoristas de la Provincia de Córdoba.


Invitamos ahora al señor Daniel Pauchuluk y a la doctora Susana Marondi, en representación de la Asociación de Trabajadores del Estado.
Sr. Pauchuluk.- Buenas tardes a todos los presentes.


En nombre y representación de ATE, Asociación Trabajadores del Estado, venimos a traer los planteos que nos han efectuado los trabajadores de la Administración Pública Provincial, en lo que atañe al salario, así como también lo relativo a la política implementada en el sector Salud, la cual –como ustedes bien lo saben- tiene un conflicto desde hace 6 meses.


Queremos plantear seriamente el tema de la pauta salarial del 8,8 por ciento para el año venidero, programada por el Presupuesto provincial, a la que declaramos como totalmente insuficiente, además de paupérrima, en relación a los reales índices inflacionarios que soportaremos durante el año 2010. 


El porcentaje antes mencionado, en los mejores casos, equivaldrían a 120 pesos, en promedio, para los trabajadores de la Administración Pública Provincial, los que estarán condenados a un total empobrecimiento.


De acuerdo a los valores planteados por la Universidad Nacional de Córdoba para la inflación acumulada entre los años 2005 y 2009, existe una diferencia de casi el 60 por ciento, lo que se traduce –descontando lo que ya se ha dado en concepto de aumentos- que hemos perdido el 30 por ciento del valor adquisitivo del salario.


En el año 2010, la canasta real para una familia tipo rondará los 4500 pesos, lo que, evidentemente, representa una gran diferencia con lo que nos otorgará el Gobierno provincial.


Otro punto significativo que hemos venido planteando y que nos preocupa, es el del blanqueo salarial. Al respecto, sabemos que no se debería pagar ni un peso en negro, pero la realidad demuestra que, en nuestro caso, se está llegando a un 40 por ciento del salario en negro, perjudicando, además, a todos los jubilados provinciales.


Queremos saber quiénes son los responsables -desde el Pacto de Armonización hasta la fecha- del incremento de los déficit de la Caja de Jubilaciones, y por qué tenemos que cargar sobre nuestras espaldas sistemas deficitarios, como el de la Policía provincial, el cual no guarda ninguna relación con el resto de la Administración Pública con los años trabajados. Al respecto, el subsidio a la Policía de la Provincia de Córdoba debería ser otorgado a través de Rentas Generales.


Los legisladores de la Provincia de Córdoba y los funcionarios políticos, desde el Gobernador hacia abajo, tienen el salario absolutamente en blanco, lo que representa una verdadera injusticia social para el resto de los trabajadores del resto de la Administración Pública. Dichos legisladores se han alejado mucho del resto de la sociedad y de los trabajadores, que son los que ponen el hombro al trabajo público, que es ingrato y sacrificado. Como todos ustedes saben, un hospital no funciona sin los trabajadores, por más que le pongan una “máscara” y lo doten de infraestructura, de modo que la política sobre el personal debe ser acentuada, y no hay quienes puedan trabajar dignamente si no cuentan con un salario digno que les alcance.

Asimismo, queremos plantear que no se cumple ni se aplica la Ley de Paritarias 8329 –conocida como “Ley Sappia”–, por la que a ATE se la margina y no la dejan participar en ningún tipo de discusión o negociación. Esto quiero hacerlo público porque, aparentemente, somos “los legales” y “los ilegítimos” de esta Provincia y –como bien sabe el Secretario de Trabajo y como se plasmó en la resolución del Ministro Tomada, del 24 de agosto del año en curso– tenemos legalidad y legitimidad para actuar en todo el ámbito de la Provincia de Córdoba, con derecho a coexistir con los demás gremios estatales.


En la Caja de Jubilaciones el presupuesto refiere que somos 165.000 aportantes, en tanto que el Presupuesto provincial expresa que hay 86.000 cargos, a los que hay que sumar, por supuesto, los de las municipalidades del interior y de la ciudad de Córdoba, de EPEC y del Banco de Córdoba. Pero los números no nos cierran, ya que vimos tardíamente un balance de la Caja y hay algunas contradicciones entre lo que se presupuesta, los números que informa la Caja y el Presupuesto provincial. Esto no lo tenemos claro y, lamentablemente, jamás lo tendremos.


Creemos que tenemos que participar activamente, al menos en la fiscalización de los organismos de previsión social –tal como lo plantea el artículo 55 de la Constitución provincial– como la Caja de Jubilaciones y la APROSS, de los cuales debemos tener la conducción y administración, con control estatal, como también nuestra constitución.


En lo relativo a la faz política, continuamos con la Ley de Remuneraciones por la que perdimos la bonificación por antigüedad, pasando del 3,5 por ciento –que tuvimos en alguna época– al 2 por ciento, lo que produce un “achatamiento” de la carrera administrativa.


Tenemos que decir, también, que la Ley 9361, sancionada por los legisladores de Córdoba, tuvo sólo una finalidad política. Como ya dijimos, no puede ser que una carrera administrativa tenga siete grados de conducción y solamente cinco cargos de conducción operativa. Nos parece un verdadero atropello y un gran desgaste tener tantos “caciques” y tan pocos “indios”.

Respecto de la política de salud, queremos dejar expresado que si se aplica el proyecto de la AR 120 –de gerenciamiento privado de la Salud Pública con tercerizaciones– seguirán haciendo negocios los prestadores privados como el nuevo IMAD o el nuevo Misericordia, los que –como dijimos– son solamente “cáscara”, sin contenido, ya que la atención pública de la salud está finalmente ejercida sólo por el esfuerzo de los trabajadores.


A través de los medios de comunicación se pide que se cumplan las guardias mínimas; ante ello, debo decir a los señores legisladores que desde hace años se trabaja con guardias mínimas, por ejemplo, en los turnos de la tarde. Por eso, nos llama la atención que cuando hay un conflicto nos exijan ese cumplimiento.

Hay menos camas, menos servicios, pero más trabajo y salarios más bajos: esa es la síntesis de lo que estamos viviendo. Hay una gran desproporción en la relación médico-enfermero; se debe afilar el lápiz en la política de salud pública, ya que hay 4 médicos por cada enfermero; hay que rever esa situación, puesto que –como siempre lo planteamos desde ATE– no existe política de salud. Por eso nos llama la atención cuando el Ministro de Salud declara que “está todo bien”, ya que “caminamos” los hospitales y no lo vemos de igual manera; el funcionamiento de los hospitales no pasa por un turnero sino por un sinnúmero de servicios que no se cumplen ni se pueden garantizar por la problemática existente. No se puede pretender una solución al conflicto con un pago no bonificable, lo cual se va a agravar en 2010 con la pauta salarial tal como está planteada.


Con respecto al tema del APROSS, se sancionó una ley que ha sido admitida en el Tribunal Superior por un problema de ilegalidad en algunos de sus artículos. Funciona a través de un sistema que ha sido nefasto, del que se llevaron más de 300 millones de pesos, o sea, medio presupuesto de otras épocas, porque ahora lo han aumentado, pero después de casi ocho o nueve años de gestión la gerenciadora se llevó –repito- casi 300 millones de pesos de ganancia subprestando y no dándoles los turnos en tiempo y forma a todos los trabajadores de la Administración Pública.


Si van sumando tenemos: la injusticia del blanqueo; la injusticia de los aportes, porque no nos jubilamos con el 82 sino con el 52 por ciento; la ley de paritarias que no se cumple; los concursos que no se dan porque se designa a dedo y la falta de carrera administrativa.


Todo eso va sumando y provocando una injusticia social que puede terminar en violencia social, y creo que los encargados de minimizar y tratar de que no lleguemos a la violencia social son los legisladores y el Poder Ejecutivo, que tiene que garantizar la equidad en el trabajo y la seriedad en los planteos. Nosotros decimos que con el 40 por ciento del salario en negro no se puede seguir, por eso lo reclamamos airadamente y creemos en la justicia de nuestro reclamo.


Un segundo tema respecto a la APROSS es el fondo que se creó aumentándonos los aportes del 4 al 4,5; se trató de minimizarlo porque eran sólo cincuenta centavos, pero si consideramos ese monto multiplicado por cada afiliado significa casi tres millones de pesos anuales. Creemos que no hacía falta porque las enfermedades catastróficas estaban cubiertas con el aporte total que ya es alto, porque 9 por ciento es significativo, y debería alcanzar para cubrir todas las necesidades de los afiliados.


El doctor Rodríguez dijo que teníamos expectativas altas de cobertura de salud; no es así, lo que tenemos es dignidad y conocimiento de los números que demuestran que los trabajadores públicos deberíamos tener un buen sistema de salud, como también toda la sociedad cordobesa.


Por eso defendemos la salud pública, por eso reclamamos, pero no estamos pidiendo mayor presupuesto porque sabemos muy bien lo que pasa con los mayores presupuestos, se gastan y no se invierte. Queremos que realmente tomen conciencia de lo que estamos planteando.


Quiero cerrar diciendo que el Presupuesto 2010 es un dibujo técnico, y no vamos a entrar a decir si está bien o mal, sino que lo que nos preocupa es que Córdoba está financiera y económicamente cada vez peor. No es gracioso que Córdoba soporte 13 mil millones de deuda financiera. 

Como ATE denunciamos la dilapidación de los ingresos de la Provincia y cómo nuestros últimos representantes regalaron la coparticipación federal, si los legisladores hubieran estado a la altura de las circunstancias y no hubieran entrado en el negociado político de caer en la trampa de regalar coparticipación a cambio de algunos acuerdos políticos Córdoba no estaría como está en estos momentos.

Sra. Morandi.- Soy contadora y me desempeño como profesional de apoyo a la investigación en el CEPROCOR, y como delegada de ATE vengo a manifestar la gran preocupación de todos los investigadores y profesionales del CEPROCOR por la grave crisis que está atravesando nuestra institución. Esto ha sido manifestado en reiteradas oportunidades a las autoridades de nuestro Ministerio sin haber logrado activar acciones concretas para su remediación.


El CEPROCOR es el único centro científico tecnológico que depende de la Provincia de Córdoba y que depende de una provincia. En los últimos años ha visto reducida su actividad prácticamente al 10 por ciento de su nivel histórico. Este centro contribuye con su actividad a garantizar el bienestar y la salud de nuestra sociedad a través del control de calidad del agua, los medicamentos, los alimentos y otros insumos que impactan directamente en la sociedad. 


Además, los proyectos de investigación y desarrollo que llevamos a cabo han dado lugar a una serie importante de transferencias innovativas al sector productivo de Córdoba y nuevos productos, algunos de los cuales ya se encuentran en el mercado.  Varios de los desarrollos están siendo patentados, no sólo a nivel nacional sino también internacional, y en muchos casos los resultados han sido publicados en revistas internacionales especializadas. 


La autoridad política del Ministerio de Ciencia y Tecnología manifiesta el interés por las actividades científicas tecnológicas realizadas en el CEPROCOR, sólo en el discurso. Hoy, es una realidad la sangría irrecuperable de recursos humanos altamente capacitados con amplia experiencia y trayectoria en la institución; el 25 por ciento del total de los agentes que se desempeñaban en ella, desde el año 2007 han emigrado por la falta de respuesta a los pedidos de reconocimiento a las actividades específicas de ser ubicados en el escalafón específico del CEPROCOR. Quiero aclarar que todas las personas han ingresado por concurso y un grupo muy importante que estaba en planta permanente, en la última etapa de la gestión anterior, que por los apuros del proceso fueron ubicados en el escalafón general del personal de la Provincia y no en el escalafón específico, que es una ley vigente y comprende a la actividad específica del personal del CEPROCOR.


Otro motivo por el que la gente está renunciando es la falta de horizonte institucional. Esta situación hace que la gente busque otras alternativas de trabajo. 

También sufrimos una falta total de mantenimiento del equipamiento e infraestructura que constituye el patrimonio público y representa herramientas indispensables para poder brindar innovaciones y desarrollo al sector público y privado desde la Provincia.


Esta situación de vaciamiento institucional y la falta de reconocimiento a la actividad específica científico tecnológica explicitan el franco proceso de desintegración en el que se encuentra el Centro.

Todo esto queda oculto para la sociedad, detrás de declamaciones vacías sobre ciencia y tecnología, mientras se anulan herramientas imprescindibles para el bienestar de la sociedad y el desarrollo económico sostenible. 


Además, la estructura y el marco legal actual del CEPROCOR no resultan adecuados para la ejecución de actividades científico-tecnológicas porque impiden la eficiente ejecución de los proyectos. 


Nosotros estamos inmersos dentro de la organización del Poder Ejecutivo central con rango de subsecretaría, sometidos a todos los procesos tanto para ejecución como burocráticos de cualquiera de las áreas de Gobierno.


Todos los centros científicos tecnológicos que existen en el país, cualquier modelo que busquemos, en primer lugar, tienen un régimen escalafonario para su personal que responde a la especificidad de la actividad científico tecnológica, con evaluaciones periódicas de desempeño por objetivo y por proyectos, y también una posibilidad de crecimiento profesional. En segundo lugar, todas estas instituciones cuentan con un cierto grado de autonomía o autarquía que les permite responder a las demandas de la sociedad y del sector productivo de bienes y servicios, público y privado, en los tiempos que ellos exigen, que son diferentes de los tiempos de la Administración Pública.


Esta lamentable realidad que traté de sintetizar, queda aprobada con el proyecto de Presupuesto para el año 2010, recientemente presentado en la Legislatura. 


Para el Ministerio de Ciencia y Tecnología se refleja una reducción del 27,5 por ciento, es decir, casi el 30 por ciento; y para el CEPROCOR implica una reducción del 32 por ciento de los ingresos.


Quiero aclarar que el financiamiento de las actividades del CEPROCOR, de acuerdo al Presupuesto 2009, sacando la parte de personal que se incluye como centralizada en la estructura del Ministerio, está financiada expresamente en el Presupuesto por recursos de afectación específica, es decir, recursos que genera el propio Centro. Pero, por la tremenda disminución de las actividades producidas por la caída de convenios de servicios que teníamos con otras áreas del Gobierno y con empresas, esos recursos han disminuido notablemente.


O sea, vemos que mientras el Ministro de Ciencia y Técnica reconoce la situación, se compromete  a tomar urgentes medidas correctivas, a cubrir las vacantes producidas desde fines de 2007 hasta ahora, a reconocer la actividad específica reubicando al personal en el escalafón vigente, el proyecto de Presupuesto elimina de la planta de personal del CEPROCOR todas las vacantes que se produjeron, y no contempla la previsión presupuestaria para la conversión de los cargos –que hoy son 89 a 91-, y este personal pide que se cumpla la ley y, en consecuencia, que sea reubicado en el Escalafón de la 8453. Ni siquiera el reconocimiento de este escalafón vigente está al considerar la planta de personal permanente de la Provincia. En el cuadro “Resumen de la planta presupuestaria” no figura el escalafón del CEPROCOR como un escalafón específico.


También vemos con mucha preocupación que en el mensaje de elevación del Presupuesto, que contiene las políticas presupuestarias para el año 2010 para cada una de las áreas de Gobierno, están ausentes las correspondientes a Ciencia y Tecnología. Les pido que lo revisen porque eso es totalmente significativo de la situación que estamos viviendo. La participación de la cuota presupuestaria para Ciencia y Tecnología en el Presupuesto General que ustedes pueden haber analizado no se condice con el rango ministerial que esta gestión le ha acordado al área de Ciencia y Tecnología. 


Este es nuestro trabajo, CEPROCOR es la institución a la que pertenecemos y estamos dispuestos  a defenderlo. No vamos a permitir que este franco proceso de disolución en el que la institución se encuentra inmersa siga adelante sin que exista la posibilidad de que la sociedad discuta y decida sobre su conveniencia, si quiere o no seguir teniendo un centro científico tecnológico que dependa de la Provincia.


Por último, invito a los legisladores –respecto a  los cuales debo decir, con mucho dolor, que ninguno conoce las instalaciones de nuestro centro-  a visitar el Centro para conocer sus potencialidades no sólo en equipamientos sino también en recursos humanos, ayudarnos a defenderlo y a exigir al Poder Ejecutivo el cumplimiento de la ley.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).-  ¿Nos van a dejar su memorial o tomamos la versión taquigráfica de su exposición?

Sra. Morandi (fuera de micrófono).-  La versión taquigráfica.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos entonces al contador Daniel Pauchuluk y a la doctora Susana Morandi por la participación en representación de la Asociación de Trabajadores del Estado.


Invitamos al señor Daniel Mortes y a la contadora Graciela Strallo en representación de la  Bolsa y Cámara de Cereales y Afines de Córdoba.

Sr. Mortes.- Buenas tardes.


En representación de la  Bolsa y Cámara de Cereales y Afines de la Provincia de Córdoba, Tribunal Arbitral, venimos a dejar nuestras inquietudes como propuestas mejoradoras para el Código Tributario y la Ley Impositiva Anual.


Hay un concepto de perogrullo: “sin recursos no hay Estado”

El sistema impositivo, que debe basarse en los principios constitucionales de equidad, reserva de ley, progresividad y capacidad contributiva, debe propender fundamentalmente al fortalecimiento de los recursos propios de cada jurisdicción; caso contrario, no puede ejercer su soberanía en dicha jurisdicción. Pasamos a ser absolutamente dependientes, en un esquema de anacronismo absoluto en la estructura de Coparticipación Federal -cumplimiento de cláusula transitoria 6º de la Constitución, etcétera, todos temas remanidos y conocidos.


Sabemos también que la continua delegación de funciones por parte del Poder Central hacia las provincias, a partir de la década del ’80, en lo que es salud, educación y seguridad, ha ido acrecentado las necesidades fiscales.


En este contexto, donde apreciamos la necesidad de recursos que necesita el Estado, donde estamos viendo el pasaje de representantes de cámaras, asociaciones, etcétera, quejándose por inequidades, por lo que consideran una falta de criterio en la progresividad con la que se aplican los aumentos impositivos, vemos con preocupación la toma de decisiones que perforan la base imponible de la recaudación, en este caso concreto, del Impuesto de Sellos de la Provincia.


El Impuesto de Sellos es un impuesto instrumental y, como tal, el criterio primario de imposición radica en el lugar de formalización del contrato.


Existen jurisdicciones productoras y otras que receptan y venden los productos, o los exportan.


En el caso concreto, quiero referirme a que la perforación de la base imponible se hace favoreciendo los recursos de la administración provincial de impuestos de la provincia de Santa Fe. Esto es porque no existe en el Código Tributario de Córdoba la definición de “origen”. 


Por ejemplo, para la Provincia de Entre Ríos, cuando los contratos son celebrados fuera de la provincia, tributarán en la medida en que tengan efectos en ella. Al respecto, se señala que entre los efectos está el domicilio del vendedor.


Santa Fe es jurisdicción de destino, porque tiene puerto en Rosario. Córdoba es productora, y es origen, porque lleva hacia el puerto los productos. Al no tener la caracterización del criterio de “origen”, estamos realizando una transferencia, pero para evitarla se debe incluir que cuando el contrato sea formalizado fuera de la provincia, pero estos productos hubieren sido producidos o, al momento de formalizarse el contrato, estuvieren en la Provincia de Córdoba o en subsidio, por no poder ser determinada esta situación, el domicilio del vendedor, estamos tomando un criterio de territorialidad que hoy no tiene. Esto es desangrar, perforar la base imponible y, por tanto, la recaudación de la Provincia.


Esto, contemplado en Santa Fe y Entre Ríos, viene de la mano de lo que se denomina técnicamente “tax credit”, es decir, el reconocimiento del impuesto pagado en otra jurisdicción por igual hecho imponible.


En las provincias de Entre Ríos y Santa Fe, con convenios de reciprocidad, esto está al menos legislado; por lo tanto, debemos avanzar en afianzar el criterio de “origen” para poder sostener la recaudación de algo que, de lo contrario, estamos cediendo a Santa Fe, vinculado con el reconocimiento del impuesto pagado en otra jurisdicción.


Esto posibilita, por ejemplo, en un mecanismo absolutamente legal pero de elusión impositiva, que fuera cual fuera el lugar donde se formalice el instrumento, por caso, la provincia de Santa Fe, que es el lugar efectivo de entrega del grano, que quedemos desplazados. Ahora, si la producción es realizada en Córdoba y el domicilio del vendedor es en Córdoba, tenemos posibilidad de registrar ese contrato, de cobrar Impuesto de Sellos y, a través del convenio de reciprocidad, que Santa Fe lo reconozca como pago, para evitar los efectos perniciosos de la múltiple imposición, que encarece productos, resta rentabilidad y, seguramente, disminuye en todo sentido la competitividad.

Sr. Presidente (Heredia).- ¿Quiere decir que de nada sirve el aumento del Impuesto de Sellos si los productores locales lo van a tributar en otro lado?

Sr. Mortes.- Así es, porque no hay ningún criterio de sujeción a la jurisdicción fiscal de Córdoba ya que el contrato puede formalizarse y perfeccionarse en extraña jurisdicción.

Sra. Strallo.- Buenas tardes.


Cuando en su momento el legislador eximió los contratos de compra y venta de granos en Córdoba, hace aproximadamente diez años, no se logró favorecer o liberar de ese impuesto al productor, terminó pintando escuelitas en Santa Fe. Es decir, se pagó el impuesto en dicha provincia.


Lo que queremos es que prevalezca ese efecto económico cuando el contrato sea celebrado en distinta jurisdicción, pero definamos que se entiende por tal, si es el origen de la mercadería o, ante su ausencia, el domicilio del vendedor.

Sr. Mortes.- El segundo punto es lo que se ha proclamado como necesario dentro del mensaje de elevación del Código Tributario: favorecer la armonización fiscal llevando esta pauta, contemplada en las legislaciones de Santa Fe y Entre Ríos, a Córdoba, en cuanto al reconocimiento del crédito fiscal pagado en otra jurisdicción por idéntico hecho imponible.


El tercer punto, es manifestar el apoyo de la institución que represento a la exención de los actos cooperativos. Debemos entender que en una relación entre un asociado y una cooperativa existen dos personas jurídicas pero un único sujeto económico; esto tiene por objeto mejorar las condiciones de compra, de venta, de comercialización del pequeño productor que por si mismo sería imposible, y no bajo el formato de una sociedad porque, sin importar el aporte o el capital, cada asociado tiene un voto -la gente de CONINAGRO explicó oportunamente las características de las cooperativas.


Ha sido reconocido por la jurisprudencia que las operaciones realizadas entre asociados y cooperativas no son operaciones económicas, no deben interpretarse a la luz del Derecho Comercial, sino que son prestaciones de servicios de asociaciones sin fines de lucro a sus asociados. 

Estamos absolutamente de acuerdo con que se grave el hecho económico que se perfecciona entre la cooperativa y el tercero exportador pero no de las relaciones intercooperativas o entre cooperativas y asociados o viceversa; inclusive, excluimos las operaciones financieras, bancarias, etcétera, que tributen conforme el criterio de las entidades de la 21.526.

Sostenemos y defendemos que es una herramienta necesaria para el desarrollo de la economía social y así ha sido entendido por el Poder Ejecutivo de la Nación en la creación del INAES, que es la autoridad de contralor de estos entes.

Por último, queremos decir que en este criterio de armonización fiscal, al cual propende según el mensaje de elevación este proyecto de Código Tributario, debería tenerse en cuenta que para que exista neutralidad en la decisión de los agentes económicos no puede haber competencia fiscal. En el caso concreto, los agroquímicos, fertilizantes, gravados al 2 por ciento en Córdoba –y al uno por ciento en Santa Fe- son insumos que tienen que ver con la calidad del producto y con la extensión de la siembra granaria, que es importante para el desarrollo de la Provincia. Indudablemente, de la calidad de estos insumos también va a depender la posibilidad de competitividad de los mismos.

Quiero cerrar destacando los tres puntos en que se basan nuestras cuatro propuestas: el primero, defender los recursos propios de jurisdicción local, a través del criterio de origen; segundo, los mecanismos de armonización tributaria a través del tax credit y de la igualación de alícuotas para agroquímicos y fertilizantes y, el tercer punto, nuestra institución favorece y promueve el desarrollo del movimiento de la acción cooperativa en nuestra provincia porque, de lo contrario, podría llegar a darse que este pequeño productor tenga ventaja al asociarse a una cooperativa de Santa Fe, atento a que va a pagar el impuesto acá, va a pagar el impuesto allá, encima tiene el impuesto interno por la relación con la cooperativa, y estos anteprecios fijados por pizarra implican disminución de rentabilidad que, en el caso del pequeño productor, significa horadar la posibilidad de su crecimiento y desarrollo.
Sra. Strallo.- Quiero insistir con el tema de origen, y apoyaríamos que se viera la legislación de Entre Ríos y de Santa Fe, donde está definido el efecto económico.


Hacemos entrega del memorial.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación de los contadores Daniel Mortes y Graciela Strallo, en representación de la Bolsa y Cámara de Cereales y Afines de Córdoba.


Invitamos a hacer uso de la palabra a los contadores Erardo Gallo y Juan Carlos Giraudo, en representación de la Sociedad de Acopiadores de Granos de la Provincia de Córdoba. 

Sr. Giraudo.- El contador Gallo se encuentra ausente por viaje, por lo que voy a exponer únicamente yo.


Como director de la Bolsa de Cereales y director ejecutivo de la Sociedad de Acopiadores, vengo a reforzar la colaboración con ustedes. Desde aquí no hay quejas, sólo una colaboración –como dijo el contador Mortes-, en los aspectos que manejan las sociedades.


Teniendo en cuenta que la Provincia de Córdoba es primera en producción de soja y maíz hace muchos años, una tasa del 2 por ciento en semillas, agroquímicos, en lo que se llaman los fundamentos para poder implantar extensiones y cosechas de buena calidad, puede ser, en relación con las demás provincias, un escollo. Es decir, vamos a terminar comprando los insumos en otras provincias para venir a sembrar a Córdoba; entonces, no nos vamos a quedar con el dos; ni siquiera con el medio nos vamos a quedar.


Para nosotros sería –fue solicitado el año pasado- muy inteligente que la Provincia considere que, si las demás provincias en función de la asimetría, están en el uno, lo corrija y también cobre el uno por ciento del Impuesto sobre los Ingresos Brutos en la comercialización de lo que fundamentalmente se utiliza para sembrar y para que, de una manera u otra, no peligremos en cuanto a baja de calidad ni a compra foránea. En definitiva, es lo único que planteamos en Impuesto sobre los Ingresos Brutos.


Respecto al Impuesto de Sellos –ya lo dijo el contador Mortes- avalamos lo expuesto; somos partidarios de que con la legislación tal como está y en la medida que no agregue el concepto de mercadería de origen Córdoba, no vamos a lograr implementar el impuesto como corresponde. Después de ese paso, que es fundamental, tenemos que hablar de la coordinación con las demás provincias. Les puedo decir que vengo quejándome hace más de diez años sobre que la Provincia de Córdoba, con su producción, le termina pintando las escuelitas a la Provincia de Santa Fe, la cual debería deducir estas cosas de su Impuesto de Sellos. 

El RT es un formulario que sirve para retirar mercadería o para transferirla. Dicho de otra forma, en la producción primaria, cuando un productor le hace entrega de cereal a un acopiador o cooperativa primaria, este último está obligado a informarlo en un formulario denominado CB116A, el cual, no es otra cosa que un depósito de mercadería; el mismo se descarga en un  formulario B, cuando se le compra, o C, cuando se le consigna o cuando se trabaja con una cooperativa.


Hay un tercer formulario llamado RT, de Retiros o Transferencias. Cuando gravamos el formulario A y el RT –el C y el B estarán gravados por el uno por mil- lo hacemos en forma correcta, ya que al haber una “transferencia” hay un acto comercial, pero si queremos gravar el formulario RT de “retiro”, estaría mal porque no existe un acto comercial en este caso. Por ejemplo, un hombre entregó la mercadería y ahora la retira porque sus cerdos se están muriendo de hambre y hay que darles esa comida.


En la legislación actual no modificada, dentro de las exenciones, figura el tema de los RT de retiros. En la nueva legislación fue eliminado como exención. Habría que agregarlo.

Sr. Presidente (Heredia).- ¿Usted hace referencia a desdoblar el certificado de RT?

Sr. Giraudo.- No hace falta. O se marca transferencia o se marca retiro. Si se marca retiro no debe llevar sello; si marca transferencia, sí.


Para organizarnos dentro de la legislación prevista para el 2010, se debe incluir la exención en un artículo.


Nada más.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al titular de la Sociedad de Acopiadores de Granos de la Provincia de Córdoba, contador Juan Carlos Giraudo, su presencia y participación en esta Audiencia Pública.


A continuación, invito a la doctor Susana Parés, docente universitaria, a realizar su exposición.

Sra. Parés.- Buenas tardes.


Ante todo, quiero aclarar que, si bien figuro como docente, no vine en representación de la Universidad sino a título de ciudadana, como lo hago en todas las Audiencias Públicas. De ese modo, me he enterado aquí de muchísimas cosas que los abogados, a veces, no manejamos muy bien. Me anoté el viernes, me dieron un CD y me dieron aviso por mensaje de texto; realmente, el personal ha trabajado con total eficiencia, por lo que vaya mi agradecimiento. Como recién obtuve la información el pasado viernes, no tuve tiempo de analizar todos los programas, que es algo que me gusta, ya que también estudié, durante un tiempo, Ciencias Económicas.


Quiero comenzar mi exposición con una frase maravillosa que se ha puesto de moda a propósito de la Ley de Medios, tomada del epígrafe de la Gaceta de Buenos Aires en su primera emisión, del 7 de junio de 1810: “Raros tiempos de felicidad aquéllos en que se puede sentir lo que se quiere y decir lo que se siente”. El ideario de Mayo me fue enseñado en la escuela Vicente López, que es un formidable establecimiento provincial, ubicada entre calles 63 y Avenida del Trabajo, a la que también fue el señor Gobernador, por lo que estoy segura de que él también aprendió lo mismo de aquellas maravillosas maestras.


Soy profesora de Derecho Procesal Administrativo y trabajé muchos años en la Gobernación de Córdoba, en el área de Despacho, de modo que he manejado muchos temas relacionados con el Presupuesto. Me preocupan seriamente dos puntos del texto de la ley –no así de los programas, ya que, reitero, no he tenido tiempo de analizar el tema de las jurisdicciones–, esto es, los artículos 29 y 31.


Todos sabemos –nadie me lo contó sino que lo viví– que en la década del ’70, en tiempos de inflación, nos encontramos con un índice 1 que, en la Ley de Presupuesto, valía 7 pesos, y con eso había que “tirar” todo el año; se caían los contratos; fue realmente terrible, ya que nadie quería contratar con la Administración por este problema. A partir de allí, se flexibiliza este tema, autorizando por la Ley de Presupuesto al Ministro de Economía a mantener el valor adquisitivo, establecido ahora en 2000 pesos.


Desde entonces, este tema se ha manejado así. Creo que, para que el texto de la norma sea coherente y se facilite su lectura, tendría que tener la misma pauta del 8 por ciento. Porque si hablamos de “valor adquisitivo” y lo ponemos en cabeza del Ministro de Finanzas, a lo mejor en algún momento puede surgir alguna contradicción.


Me preocupa seriamente el artículo 31 porque rompe el esquema del Régimen de Contrataciones de la Provincia, ya que, cuando se sancionó la Ley de Administración Financiera de la Provincia durante la gestión del gobernador De la Sota –que permite tener una administración menos compleja que la Ley de Administración Financiera de la Nación–, sobrevivieron algunos artículos de la vieja Ley de Contabilidad 7631, entre los que está, precisamente, el 110, inciso 1), de contrataciones directas, que establece que no se hace licitación pública cuando se tienen que gastar 6000 pesos porque le “va a salir más caro el collar que el perro”, es decir, será más caro el proceso que lo que tiene que comprar y, en consecuencia, se autoriza la contratación directa.

El artículo 31 es sencillo, pero desequilibra el sistema porque le da al Gobernador de la Provincia la facultad de modificar las cantidades de índices; o sea, si el Secretario de Estado o el Ministro podían contratar directamente hasta el índice 4, ahora el Gobernador puede contratar, si quiere, hasta el índice 28. Sabemos que esto se va estructurando de una determinada manera: contratación directa, concurso de precios, licitación privada y licitación pública, esa es la escalera, inclusive me preocupa que lo autoricen a delegar dictando un decreto de carácter general y fundado.


Soy abogada, soy una señora común, docente universitaria y amo lo que hago, y me preocupa que no tengamos coherencia; cómo podemos quejarnos como cordobeses de que no se hagan delegaciones de superpoderes si estamos repitiendo para adentro esta delegación. Es más, todos los textos normativos hacen referencia y, les digo la verdad, me preocupa a un nivel tal que me puse a revisar algunos temas, como por ejemplo el de los 50 millones para el Bicentenario. Con los empleados maravillosos que tenemos, porque lo mejor que tiene esta Provincia es el pueblo, estoy segura que por cero pesos todas las maestras de las escuelas primarias y secundarias van a hacer los mejores actos honrando el Bicentenario; la verdad, no hacen falta los 50 millones.

Además, 50 millones es el doble de lo asignado al Programa de Familias  Indigentes y el doble del programa para la construcción de aulas. Me pongo a pensar en un aula carísima, que sabemos que no es lo mismo que la escuela porque tiene infraestructura distinta, de mil pesos el metro cuadrado y equivalen a 25 mil metros cuadrados de aula, o 20 mil o 18 mil, no sé bien cuánto cuesta el metro cuadrado. Todo eso me preocupa.


En definitiva, les pido por favor que revean el artículo, porque me parece que van a crear una instancia de delegación preocupante que, a priori, no sé si es constitucional.


Muchas gracias, muy amables.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos su participación a la ciudadana Susana Parés.


Invitamos a los señores Gustavo Martínez y Martín D’Octavio, representantes y voceros de Hogar Clase Media.

Sr. D’Octavio.- Señor presidente de la comisión, señores legisladores Busso, Heredia, Brügge, Passerini, señores legisladores de la oposición que están presentes, ausentes periodistas y público presente, a todos, buenas tardes.


Antes de comenzar con este tema quiero solidarizarme con toda la ciudadanía que esta mañana hemos sido víctimas del abuso policial y denunciar públicamente los graves hechos de represión y la violación de los derechos constitucionales propios de todo Estado de derecho. Consideramos que la violación de esos derechos constitucionales no obedece a un régimen democrático y entendemos que hoy en nuestra ciudad la fuerza del orden público intervino en su afán por mantener supuestamente el orden público, lo cual me parece lógico porque estamos bastante convulsionados y nerviosos todos, pero no podemos permitir que la policía nos cercene el derecho de peticionar, manifestar, circular y venir a plantearles a ustedes abiertamente todas y cada una de las cuestiones que nosotros, el pueblo, consideremos pertinente, a ustedes en quienes hemos delegado la obligación y la responsabilidad de representarnos. 


También me solidarizo con los trabajadores que padecen día a día la terrible realidad económica en nuestra provincia, y los aliento a seguir manteniendo en alto el estandarte de la lucha. Dicho esto, voy a pasar a enunciar algunos de los conceptos vertidos en el presente proyecto de Presupuesto para el Ejercicio 2010, a los cuales adelanto nuestro rechazo por tratarse de un Presupuesto que, en ciertos aspectos, es rayano con lo irregular. Con esto, no quiero decir que se esté llevando adelante ninguna situación delictiva, ni nada por el estilo, simplemente me remito a lo que está publicado en el corriente presupuesto, por el cual me voy a tomar el tiempo de expresarlo. 


Dentro de lo que es el Presupuesto 2010, en la programática por objeto del gasto estamos hablando de la dependencia inmediata  del Poder Ejecutivo, en uno de sus ítems, que habla de servicios extraordinarios, hay una partida presupuestaria de 169.000 pesos, en el Programa Nº 1, que corresponde al Ejecutivo.


He tomado  los 10 primeros, de los 460 y pico que corresponden a los programas que componen el Presupuesto Provincial, por una cuestión de tiempo y porque, en definitiva, en los 10 primeros programas que hemos analizado, encontramos tantos valores irrisorios afectados como presupuesto que no quisimos ni tuvimos el tiempo suficiente para seguir indagando. 


En el Programa Nº 2, correspondiente a la ayuda directa a la comunidad, en el ítem 6), Transferencia al sector privado, tiene una partida presupuestaria asignada de 4.478.000 pesos. En el ítem 8) Transferencias a otras instituciones sociales, culturales, educativas y sin fines de lucro –comúnmente denominado subsidio- 3.754.000 pesos. 


De más está decir que uno entiende que las instituciones intermedias y de bien público necesitan el apoyo fundamental del Estado, pero lo que dudamos es el orden de prioridades con el cual se están asignando las partidas presupuestarias, máxime teniendo en cuenta el estado financiero en el que está sumida la Provincia. 


En el Programa Nº 3, relacionado a las partidas afectadas para los gastos en el funcionamiento del área de Prensa y Difusión del Poder Ejecutivo, nos llamó poderosamente la atención el ítem 12, que se repite en casi todos los programas; productos de cuero, caucho, piel y plástico con una asignación de valores por 6 mil pesos. Estaría bueno aclarar cuáles son esos productos, que fines y usos tienen en el caso de Prensa y Difusión del Poder Ejecutivo.


En el punto 3, Servicios No Personales, ítem 5), Servicios Técnicos Profesionales y de Terceros, se asigna un valor de 601 mil pesos; por lo cual vale idéntica crítica. Servicios Técnicos Profesionales y de Terceros por cuenta y orden de Prensa y difusión del Poder Ejecutivo. En verdad, no entendemos en qué es necesario invertir o gastar esa suma de dinero. 


Otro punto que también nos llama poderosamente la atención respecto del mismo Programa 3, de Prensa y Difusión, es el ítem Nº 8,  Pasajes, Viáticos, Movilidad y Compensación por un valor de 78 mil pesos. 


En el Programa Nº 5, relacionado con el Presupuesto asignado a la Secretaría General de la Gobernación, en lo que se refiere a Bienes de Consumo, punto Nº 2 de la partida principal, encontramos el ítem Alimentos para Personas con una asignación de 336 mil pesos.


Dentro del punto Nº 2, Bienes de Consumo, se encuentra el ítem Nº 3, Textiles y Vestuarios, por valor de 74 mil pesos. Salvo que les regalemos el traje a los funcionarios y al resto del personal, nos parecen bastante ridículos 

los valores asignados para este ítem. 


Vuelvo al punto al que hacía referencia recién, que está presente en cada uno de los programas con valores variados: Ítem número 12, productos de cuero, caucho, piel y plástico, por valor de 70.000 pesos.


Ahora pasamos a “Servicios no personales”, punto número 3; el Ítem número 5, servicios técnicos profesionales y de terceros”, valuados en 1.169.000 pesos. Sería bueno saber cuáles son esos servicios, por los que se eroga dicho monto. El Ítem número 8, pasajes, movilidad y compensaciones, por un valor de 236.000 pesos; servicio de limpieza, lavado y desinfecciones –siempre hablando de la Secretaría General de la Nación-, por valor de 141.000 pesos; el Ítem número 16, cortesía y homenajes, tiene una partida presupuestaria  de 219.000 pesos; y otros servicios no personales con un valor asignado de 313.000 pesos.


De más está decir que los valores asignados a cada uno de los ítems mencionados ameritan mucho más tiempo de debate, ameritan que la información se baje de manera completa para que la ciudadanía, que no tiene un perfil técnico, pueda conocer, interpretar y en alguna medida hacer  una mejor observancia  de todos estos ítems y valores en un anexo que se pueda contextualizar con un vocablo no técnico para la ciudadanía en su conjunto.


El programa número 6, relacionado al área de Recursos Humanos, tiene una partida presupuestaria llamativa en lo que respecta a alimento para personas por valor de 39.000 pesos. El programa número 7, desarrollo de operaciones aéreas, tiene en su punto número 2, “bienes y consumos”, en su ítem 10), repuestos, accesorios y herramientas menores, 116.000 pesos; en el ítem número 12), productos de cuero, caucho, piel y plástico, 11.000 pesos. 


Puedo entender que esta área de operación amerite el mantenimiento de la flota aérea de la Gobernación, pero lo que no me cierra es, concretamente, que en el servicio de mantenimiento y reparación tiene asignado 150.000 pesos y un valor importante para herramientas, repuestos y demás.


En lo que respecta al punto número 3, servicios no personales, en servicio de mantenimiento y reparación, como había dicho, 150.000 pesos; pasajes, viáticos, movilidad y compensaciones por valor de 200.000 pesos; servicios de limpieza, lavado y desinfecciones, 101.000 pesos; perfeccionamiento y capacitación –punto número 15 del ítem 3, servicios no personales- por un valor de 388.000 pesos. Salvo que tengamos que capacitar nuevos pilotos para enfrentar el flagelo del fuego en las sierras, creo que la cifra de 338.000 pesos merece un análisis particular y puntual, teniendo en cuenta que no entiendo ni conozco, o quiero desconocer tal vez, a qué se denomina “perfeccionamiento y capacitación” o cuál es la institución que lleva a cabo esa tarea por la que se le tenga que asignar un valor de 388.000 pesos a este ítem.


En el punto 3,  servicios no personales, ítem 99, otros servicios no personales, 76.000 pesos. Repito: sería interesante conocer a qué se hace referencia con “otros servicios no personales”.


El Programa número 8, destinado al área Informática y Telecomunicaciones, tenemos el ítem número 3, servicios no personales, en el que también tenemos “servicio de mantenimiento y reparación” por un valor de 34.000 pesos. Podemos entender este punto; lo que no nos termina de cerrar es que en útiles, insumos de escritorio, enseñanza e informática, hay una partida asignada de 73.000 pesos.


Para el Programa número 8, Informática y Telecomunicaciones, en el punto 3, servicios no personales, ítem número 8, pasaje, viático, movilidad y compensaciones, tiene un valor asignado en calidad de partida presupuestaria de 43.000 pesos.


Entiendo que la Provincia en su conjunto y la Administración Pública tienen profesionales altamente calificados para poder llevar adelante este tipo de tareas, por las cuales no tengamos que erogar dinero a terceros.


Por falta de tiempo y por no haber contado con esta información con la antelación suficiente como para poder debatir más ampliamente cada uno de los puntos, sólo voy a recorrer algunos ítems, como el Programa número 9, Casa de la Provincia de Córdoba en Buenos Aires, donde podemos ver que se abonará, en materia de servicio de vigilancia, 85.000 pesos.


Para terminar mi repaso sobre los Programas, ya que es imposible enunciarlos a todos porque son más de 460 los que constituyen la función pública, en el Programa número 11, relacionado con INDEC Córdoba, en su punto 2, bienes de consumo, en el ítem número 9, útiles, insumos de escritorio, enseñanza e informática, hay una partida presupuestaria de 124.000 pesos.

 
Alquileres y derechos, en el punto 3, Servicios No Personales, ítem 2, 54.000 pesos. Acá hay algo llamativo: servicio técnico profesional y de terceros, para INDEC, con un valor de asignación presupuestaria de 902 mil pesos.


Quiero compartir con los señores legisladores que he sido miembro de INDEC desde el ’98 al 2001, y actualmente sigo siendo miembro de la función pública en calidad de empleado, por lo que conozco muy bien el tema, ya que fui supervisor del área Estadísticas y Censos, motivo por el cual me parece que una partida de 902 mil pesos para servicios técnicos profesionales y de terceros para algo que todavía no tiene explicación, representa una suma abultada teniendo en cuenta que los programas que se llevan a cabo se hacen con personal propio y con un programa utilizado en otras ocasiones, como el censo realizado ayer relacionado con el Dengue.


Por último, en el Programa número 11, de partidas presupuestarias destinadas a INDEC, en servicios no personales, ítem número 8, pasajes, viáticos, movilidad y compensaciones por valor de 161.000 pesos, salvo que les paguemos el transporte a todos los maestros que hacen el censo, nos parece una suma bastante abultada, para lo que consideramos el funcionamiento normal de esa dependencia.


Pasando concretamente al texto de la ley, me gustaría detenerme en algunos artículos, que vamos a cuestionar valiéndonos de la situación financiera en la que se encuentra la Provincia, llamando a la reflexión no sólo a los legisladores del oficialismo sino también a los de la oposición.


Tenemos que sentarnos a dialogar y definir un Presupuesto que se ajuste más a la realidad imperante en la Provincia y no a lo que pretendemos que se sancione con fuerza de ley para el año que viene, teniendo en cuenta la coyuntura política en que se encuentra la Provincia con relación a la Nación.


Nos preocupa que en el artículo 7 se fije en 89.507 el total de la planta de personal permanente de la Provincia. Digo esto porque tenemos 89.507 potenciales futuros jubilados. En el caso que no podamos intervenir eficientemente y no logremos ponernos de acuerdo con la Nación respecto de los fondos supuestamente adeudados a la Caja de Jubilaciones, es fundamental que analicemos este valor del personal permanente porque, a su vez, tenemos otros miles de personas contratadas que, sabemos perfectamente, tienen expectativa de que en algún momento –de hecho ha sido así y no va a ser este gobierno el primero, ni el último ni el único- se disponga que gran parte de ellas pase a planta permanente, lo cual ahondaría el conflicto por el cual se están llevando a cabo estas discusiones sociales puertas afuera de esta Legislatura.


En el artículo 12 se fija la suma de 37.269.000 pesos, que es el presupuesto operativo de la Agencia Córdoba Deporte Sociedad de Economía Mixta. No tenemos en nuestro poder cuáles son los programas que lleva adelante esta Agencia, no tenemos la información acabada de qué porcentaje se ha ejecutado del dinero del presupuesto anterior, ni tampoco los alcances de la política deportiva que se ha llevado a cabo en la Provincia como para que, en el 2010, podamos tener la certeza de que los 37.269.000 pesos están bien destinados.


Creo que el deporte es uno de los pilares fundamentales del desarrollo de toda sociedad, pero también es cierto que ese importe debiera estar más que justificado y se tendría que ver reflejado en el funcionamiento de las instituciones deportivas que componen el grueso de las instituciones de nuestra Provincia. No sé si ustedes tendrán oportunidad de viajar seguido por distintas localidades, yo sí y, evidentemente, deja mucho que desear la presencia de la Agencia en materia de deportes para la Provincia.


Podemos entender que esos valores pueden estar contemplados por encima o por debajo de lo que se venía asignando pero, repito, quiero llamar a la reflexión acerca de los criterios y prioridades en que basamos las necesidades de asistencia deportiva, cuando sabemos que hay otras áreas -no menos importantes pero más sensibles a la sociedad- que ameritan ser satisfechas con recursos que no tenemos, por caso, salud.


En el artículo 13, se fija la suma de 10.313.000 pesos destinados al presupuesto operativo de las erogaciones de la Agencia ProCórdoba Sociedad de Economía Mixta. En ese sentido, como ciudadanos, nos gustaría conocer a fondo cuál es el rol, los alcances y la efectividad que ha tenido dicha Agencia para el mejoramiento de la calidad de vida de los cordobeses, teniendo en cuenta que en el referido artículo se le están asignando varios millones de pesos que podrían ser destinados a otras necesidades más elementales que las de una Agencia que, en definitiva, para el resto de los cordobeses puede resultar ignota. Sepan disculpar mi ignorancia, si en alguna medida estoy obviando un rol importante por parte de ProCórdoba y que no lo esté contemplando en este momento.


El artículo 14 fija en 267.871.000 pesos el presupuesto operativo de erogaciones de la Lotería de Córdoba. Entiendo que gran parte de ese valor, esta destinado a sueldos y a todas aquellas cuestiones que se desprenden de su funcionamiento, pero me parece bastante desproporcionado con relación a los 409.176.000 pesos que vamos a destinar para garantizar y llevar adelante el financiamiento de los premios y el funcionamiento lógico de la Lotería de Córdoba como garantía que pone el Estado para satisfacer los premios. Creo que si a los 267 millones los destináramos a salvar la situación de los pobres, no necesitaríamos tener Lotería de Córdoba, menos aún para que algunas personas de situación económica favorable puedan hacer uso de los placeres que encierra el juego en los distintos escenarios de la Provincia, para satisfacer las necesidades relacionadas con el juego. 


En el artículo 15 se fija en 1.801.486.000 pesos el presupuesto operativo de erogaciones de la Agencia Córdoba Financiamiento. Sería fantástico que el señor Ministro de Economía nos explicara a todos los cordobeses, en alguna oportunidad, de qué manera nos garantiza un futuro más promisorio un organismo de financiamiento e inversión como el ACIF, al cual le estamos asignando una cifra de alrededor de 400 millones de dólares o más. Sería importante, legisladores, que les digamos a los cordobeses qué es básicamente el ACIF, qué alcances tiene, qué beneficios les trae y por qué le estamos asignando ese monto de partida presupuestaria. 


El artículo 16 de la ley fija en 34.996.000 el presupuesto operativo de erogaciones de la Agencia Córdoba Turismo Sociedad de Economía Mixta. Me detuve aquí y me pregunté: ¿qué podemos hacer con casi 35 millones de pesos para fortalecer el turismo en Córdoba, teniendo en cuenta que estamos pasando por un déficit hídrico importante y nadie nos garantiza la visita de los turistas en los mismos niveles que se dieron los años anteriores, que fueron récord? Sería muy interesante que Gustavo Santos nos explicara cuáles son los alcances o qué clase de infraestructura vamos a poder garantizar a los cordobeses y turistas con 35 millones asignados para esta Agencia. Si me dejo llevar pura y exclusivamente por el funcionamiento conocido de la Agencia Córdoba Turismo, entiendo que 35 millones de pesos son harto suficientes y excedidos, a mi humilde parecer, para llevar adelante la función que tiene a su cargo esta agencia, teniendo en cuenta que no se ve reflejada en ningún centro turístico dicha promoción turística o la inversión directa de esos fondos para este fin.


En el artículo 17, se fija en 3.375.000 el presupuesto operativo de erogaciones del Consejo Provincial de la Mujer. Aquí quiero hacer simplemente la salvedad de reconocer la importante misión que tiene el Consejo Provincial de la Mujer, pero vuelvo a reiterar que la Provincia también cuenta con otros programas para asistencia a la mujer golpeada, a la mamá soltera, a la mamá viuda o a la mamá jefa de familia que tiene a su esposo en condiciones de discapacidad permanente, por lo cual considero que  podríamos circunscribir la misma función a esta secretaría y no mantenerlo de manera aislada, como sucede entre la Secretaría de la Mujer y el Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia.


El artículo 19 fija una suma de 13.619.000 pesos, en concepto de presupuesto operativo de erogaciones del Ente Regulador de Servicios Públicos, ERSeP.

Se fijan en 126 el número de cargos de la planta de personal permanente, motivo por el cual, sería sumamente interesante poder tener un balance en nuestro poder y acceder a ello a través del Boletín Oficial.


¿Cómo es que un organismo que cuenta con 126 puestos de trabajo, necesita para funcionar 13.609.000 pesos? Sabemos que su rol es importante, pero también que sus alcances son acotados.


El artículo 20, fija una suma de 2.913.000 pesos para el presupuesto operativo de erogaciones del Archivo Provincial de la Memoria; si esa es la  suma que se necesita para mantener la memoria, nos parece bastante cara. La anteriormente citada “memoria” parecería que esta mañana se perdió, cuando la Policía no permitió que ciudadanos comunes, que querían trabajar, pudieran circular libremente por el casco céntrico. Al respecto, deseo, señores legisladores, trasmitirles mi preocupación en razón de la gravedad de lo sucedido hoy. Estamos en pleno Estado de Derecho. Aquí no se está votando una reforma del régimen jubilatorio, como aconteció el año pasado y del cual sabemos los resultados y el costo político que tuvo. 

Debemos sentarnos todos los actores sociales para llevar adelante un nuevo pacto social. Las distintas organizaciones que componen el estamento que representan las necesidades de los grupos que consideran esos derechos vulnerados, ameritan a que nos demos un nuevo debate y que el señor Gobernador, como máxima autoridad de la Provincia de Córdoba y ustedes, que están para garantizar, a través del Poder Legislativo ese mandato, nos permitan, a todos los sectores, concurrir a un espacio público abierto en donde estemos todos juntos y podamos plantear un nuevo pacto social.


Este Gobierno, a los ojos de la gente, está sosteniendo su poder político por las garantías que solamente le otorgan las fuerzas del orden público. Si la Policía no estuviera total y absolutamente alineada en su rol con el Poder Ejecutivo y con el Poder Legislativo no sé donde estaríamos en este momento.


Algunos lo pueden entender, otros no, pero considero que más allá de darle prioridad al análisis...

Sr. Busso.- Perdón por la interrupción. Solamente le quería informar que hay otras personas que deben exponer en esta Audiencia Pública.

Sr. D’Octavio.- Coincido con usted, señor legislador. 


El problema radica en que si ustedes nos hubieran hecho llegar esto hace 20 días, hubiéramos tenido más tiempo para estudiarlo.


Espero que la “venda se les caiga de los ojos” y puedan entender que, puertas afuera de la Legislatura, la sociedad está esperando un gesto.


Antes de terminar, quiero objetar –en mi humilde opinión como ciudadano y representante del sector que me convoca– el artículo 31 de la Ley de Presupuesto, por considerar que los atributos que se les están otorgando al Poder Ejecutivo son excesivos y distorsivos. Entendemos que hay facultades que el Ejecutivo necesita para poder llevar adelante el funcionamiento genuino del Gobierno, pero considero que estos artículos “tramposos” no nos van a ayudar, en un futuro cercano –por más reformas políticas que llevemos adelante–, para garantizar la transparencia que los cordobeses estamos necesitando por parte de ustedes, los legisladores, a la hora de sancionar un Presupuesto de estas características.


Dicho esto, lo único que nos resta por decir es que no consideramos apropiada una inversión de 170 millones de pesos, destinados al Centro Cívico, ni el destino de 50 millones de pesos que en materia de obra pública se asignarán al festejo por el Bicentenario; menos aún, si esos fondos van a ser administrados por una asociación civil, como sucedió con la obra que recientemente se llevó a cabo en Plaza San Martín, desarrollada por la asociación civil “Córdoba Nuestra”, ya que consideramos que esos fondos bien los podría haber administrado la Provincia y podría haber sido la DPA la que llevara adelante las tareas respectivas, y el Ministerio de Finanzas –y no una asociación civil que preside el dueño de una perfumería muy conocida en nuestro medio– el que podría haber utilizado esos recursos.


Disculpen el tiempo que les hemos quitado a su importante función. Les pedimos nuevamente que, de ser posible, para el próximo Presupuesto exista un anexo en el cual podamos transparentar para la ciudadanía los aspectos técnicos que encierra este proyecto de Presupuesto, ya que ésta no cuenta con el material que le posibilite comprender, total y absolutamente, cada uno de los ítems que lo componen.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Permítame una aclaración: usted no tuvo el proyecto de Presupuesto hace 20 días porque nosotros tampoco lo tuvimos en nuestro poder.

Sr. D’Octavio.- Por eso lo reclamo. Me parece que es importante que lo tengamos con antelación para que todos los actores sociales…

Sr. Presidente (Heredia).- Discúlpeme, señor D’Octavio. El Gobierno de la Provincia cumplió con la remisión del proyecto de Presupuesto mucho antes de lo establecido por ley. Inmediatamente que ingresó a esta Legislatura, fue cargado en su página web y remitido a todas las organizaciones que han acreditado su participación en otras Audiencias Públicas, que –en concordancia con su naturaleza– están disponibles en toda su extensión y explicación.


Si hiciera falta algún tipo de aclaración, como usted ha solicitado, se la vamos a remitir por nota, dentro de nuestras posibilidades; seguramente cuando se debata el proyecto en el recinto podremos discutir los números que usted mencionó.


Le agradecemos su participación.

Sr. D’Octavio.- Les agradezco por el tiempo que nos han dispensado.

Sr. Presidente (Heredia).- Le agradecemos la participación a los señores Martín D’Octavio y Gustavo Martínez, que han asistido aquí en carácter de voceros de Hogar Clase Media.


Continuamos con la participación de los señores Marcelo Orchanski, Carlos Pelliza y Sergio Gritti, en representación de la Cámara de Comercio Exterior de Córdoba.

Sr. Pelliza.- Gracias por la gentileza de brindarnos la oportunidad de trasladarles nuestra inquietud. Vengo en representación de la Cámara de Comercio Exterior y las personas que me acompañan están vinculadas a las actividades de servicios, a los exportadores, importadores y agentes de carga; también traemos la representación de los despachantes de Aduana y de las empresas vinculadas directamente al transporte de carga.


Quizás lo nuestro es algo más amplio y conceptual, pero hemos querido expresarles esta preocupación que tenemos vinculada a los Ingresos Brutos y la repercusión que tendría en forma directa en el transporte internacional de cargas.


Desde hace muchos años venimos trabajando en la entidad y el Gobierno también lo ha hecho a través de la promoción del comercio exterior para hacer de ésta una Córdoba exportadora y competitiva, cuyos productos puedan ingresar en los distintos mercados del mundo, pero creemos que esta aplicación va a tener un efecto negativo. En sí mismo Ingresos Brutos es un impuesto regresivo y entendemos, desde nuestra visión y es la que queremos compartir, que la aplicación al transporte internacional no contribuirá a generar mayores ingresos a las arcas del Gobierno sino quizás a perder actividad económica.


Simplemente queremos trasladarles esta preocupación, esta visión que tenemos, y los dejo con la palabra de Sergio Gritti que puede explicarles con mayores detalles este tema.


Desde ya, muchísimas gracias.

Sr. Gritti.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos y darnos este tiempo.


Como manifestó Carlos Pelliza, concretamente queremos expresar esta preocupación que surge a partir de una resolución interpretativa que sacó el Gobierno provincial sobre el alcance de los Ingresos Brutos a los fletes internacionales con origen en la Provincia de Córdoba.


Entendemos que esta interpretación ingresa como criterio en el Presupuesto 2010 y -como bien dice Pelliza- creemos que va a tener un impacto contrario con una pérdida de recaudación, más allá de lo que se está buscando que es aumentar la recaudación. Nos basamos analizando las diferentes alternativas que tienen las operaciones y comparamos con legislación de otras provincias de fuerte participación en el comercio internacional, como la ciudad de Buenos Aires, que tiene exento este ítem, y la Provincia de Mendoza donde el nivel de la promoción de exportaciones es mucho más amplio que el que tenemos en Córdoba.


Entendemos que esta situación de tener los fletes internacionales exentos en provincias tan cercanas va a provocar que muchas de las operaciones que hoy se realizan en Córdoba se desvíen a ser realizadas en estos lugares donde no van a ser alcanzadas por impuestos; también nos preocupa que nuestras empresas quedan en una situación de competencia desequilibrada frente a empresas de similares servicios radicadas en estas provincias. Empresas dedicadas al rubro del transporte radicadas en Mendoza hoy pueden operar en Córdoba, facturar desde Mendoza y no están alcanzadas por el impuesto, en cambio, las empresas que están en Córdoba van a tener un gravamen del 3,5 por ciento sobre los servicios que brinda.


Lo mismo está ocurriendo en el transporte terrestre internacional donde las empresas extranjeras no estarían alcanzadas por este tributo, con lo cual tendrían también una ventaja importante frente a la competencia con empresas locales.


Se estuvo hablando recién del presupuesto asignado a la Agencia ProCórdoba y esto es algo que también nos preocupa, porque vemos que por un lado se asignan presupuestos y se realizan fuertes esfuerzos de promoción y después aplicamos a esos resultados impuestos distorsivos que nos quitan competitividad y lo único que hacen es alejarnos del puerto y de la frontera mucho más de lo que ya estamos por nuestra posición geográfica desfavorable.


En el diario Comercio y Justicia de hoy se publicó una nota que a lo mejor impacta, al menos en sector nuestro, porque dice que Córdoba tuvo una caída del 40 por ciento en sus exportaciones de carne, y esto es porque el año pasado la Nación nos quitó participación en la cuota Hilton. Lamentablemente, creemos que el año que viene vamos a leer una noticia similar pero no porque nos discrimine la Nación sino porque nos estaremos discriminando nosotros mismos con aplicarle mayor presión fiscal a las actividades de Córdoba. 


Como bien decía Pelliza, no tenemos un planteo concreto  sobre el Presupuesto en sí, sólo queríamos traer lo que es una preocupación muy grande del sector, que hoy está peleando fuertemente la recomposición de precios internacionales. El dólar no está en un nivel que nos torne competitivos, la presión fiscal interna es muy fuerte, tanto nacional como provincial y municipal. Entonces, creemos que seguir agregando condimentos de esta naturaleza, que significan impactos importantes en el precio final del producto, va a traer efectos no deseados en la letra que tiene la ley para buscar mayor recaudación. 


Esto es lo que nosotros queríamos transferir como preocupación y estamos a disposición de ustedes por si necesitan una aclaración sobre el problema. 

Sr. Presidente (Heredia).- ¿Usted recuerda, sin ser indiscreto con sus colegas, un ejemplo práctico de una empresa mendocina que transporte desde Córdoba pero que facture afuera, lo mismo que una empresa internacional? 

Sr. Gritti.- La mayoría de las empresas mendocinas hoy tienen ingerencia en la parte comercial del transporte en Córdoba. Estas empresas facturan desde allí porque tienen sede administrativa en Mendoza y su servicio no está gravado con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Mendoza no solamente exceptúa el flete internacional sino que también todas las actividades conexas. Es decir, cuando Mendoza exporta una fruta la caja no tiene impuesto, ni el frío de la fruta, ni la mano de obra que la embaló. Nosotros  sí estamos gravando el flete internacional. 

Hay casos de empresas con sede en Mendoza que operan en la Ciudad de Córdoba y hoy están teniendo una ventaja competitiva a favor frente a las empresas cordobesas. Tenemos empresas chilenas radicadas en la Ciudad de Mendoza, bajo el mismo régimen, que también están operando en la Provincia de Córdoba, es decir, no solamente las empresas nacionales van a tener un avance sobre las nuestras sino también las internacionales. 


Es el mismo caso de todas aquellas empresas chilenas, paraguayas, bolivianas, uruguayas o brasileras, es decir, de países limítrofes, que operan sobre el transporte terrestre, que hoy mandan sus camiones a levantar la carga de Córdoba, se la llevan y facturan desde Brasil y allí se pagan los fletes. Eso no está alcanzado por ningún impuesto y está quitándole actividad económica a las empresas de transporte internacional radicadas en Córdoba, que no solamente pagan el Impuesto sobre los Ingresos Brutos  sino que también pagan patentamiento, puestos de trabajo, donde la presión impositiva es mayor que solamente la alícuota de Ingresos Brutos sobre el servicio internacional que brindan.


Lo mismo ocurre con empresas de Buenos Aires: la operación comercial de esas empresas sobre la Provincia de Córdoba es muy fuerte y, con sólo llevarse la mercadería a Buenos Aires y hacer la operación de despacho de exportación desde allí eluden el gravamen sobre el flete internacional. Esto significa que trabajan menos las empresas dedicadas a los servicios de exportación de Córdoba, los despachantes de aduana y, por ende, la Aduana de Córdoba. Esto genera un efecto multiplicador hacia atrás dentro de los sectores vinculados al servicio del transporte internacional.

Sr. Presidente (Heredia).- ¿De qué volumen de operaciones estamos hablando?, es decir, ¿qué pierde la actividad comercial y económica de Córdoba respecto de otras provincias?

Sr. Gritti.- Todavía no tenemos ponderada cuál va ser la pérdida de actividad  porque esto es muy reciente, pero sabemos que hay movimientos en búsqueda de opciones.


Frente a obstáculos las actividades comerciales y económicas, rápidamente buscan la flexibilización y sistemas, no para evadir impuestos pero sí para eludirlos, porque solamente con operar en la frontera mendocina, brasilera o paraguaya se liberan de un impuesto que está castigando por operar en la Provincia de Córdoba. No lo tenemos en cifras, porque –como dije- es algo que está ocurriendo. Creo que tampoco estaba muy ponderada en cifras la pérdida de la Cuota Hilton y hoy sabemos que es un 40 por ciento del volumen que se manejó en años anteriores.


Nos gustaría tener una evaluación de la fuga de la actividad económica que pudiese haber y de la fuga de recaudación en números, pero lo que estamos trayendo es la preocupación por lo que estamos convencidos va a suceder.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por su participación.


Agradecemos a la Cámara del Comercio Exterior de Córdoba, en las personas de los señores Orchanski, Pelliza y Gritti.


Vamos a tomar la versión taquigráfica como memorial de esta exposición.


Invitamos ahora al doctor David Carrera, asesor legal de la Asociación Hotelera Empresaria Gastronómica de Córdoba.

Sr. Carrera.- Buenas tardes.


La actividad del turismo dejó a Córdoba, en lo que va del 2009, más de 2.000 millones de pesos.


El turismo debe ser considerado como una fuente importante de recursos para la Provincia de Córdoba, y más en el Presupuesto 2010, que ha tenido que ser ajustado para atender mayores gastos.


El sector de la hotelería y la gastronomía integra, de manera muy especial, la actividad turística. En el año 2000, la Provincia reconoció a esta actividad y adhirió a la ley nacional declarándola de interés provincial. Al adherirse a dicha ley nacional, mediante la Ley  8860, se comprometió a otorgar beneficios impositivos, tributarios y crediticios similares a los que se le brinda a la industria.


En algunos aspectos esta actividad turística también ha sido considerada como una industria, la industria de la hospitalidad.


Es opinión del sector que represento que el proyecto tiene aspectos positivos. Considera muy positiva la erogación que se le otorga a la Agencia Córdoba Turismo. Sobre el particular, voy a dar fundamentos porque a lo mejor no se conocen muy bien las funciones y objetivos de dicha agencia. 


Es una agencia que en los dos últimos años ha dado muestras, primero, de llevar una administración y balances fiscales en orden. Si se los estudia, se puede comprender que todo lo que se le ha asignado ha sido debidamente direccionado para cumplir con los fines, en especial todo lo que es promoción y las salidas a workshop. Córdoba se está conociendo no solamente en todo este país sino también en países limítrofes y en otros países del exterior, gracias, a la presencia de funcionarios y de representantes del sector Turismo, a través de la Agencia Córdoba Turismo.


También ha sido muy importante la fiscalización y la captación de más de 800 establecimientos turísticos que estaban totalmente fuera de la ley, a los que se los encuadró dentro de ella, en primer lugar, para tener un control de los servicios turísticos que ofrecen y, en segundo lugar, para obligarlos al cumplimiento formal y sustancial de los deberes fiscales. Eso es positivo.


De manera que la erogación que se asigna para la Agencia Córdoba Turismo, de 34.996.000 de pesos, la consideran positiva.


Lo que no se considera conveniente es que, al tratarse la Ley 8860, de Promoción al Turismo, se le dio a esa actividad –la hotelería y la gastronomía integran el turismo- beneficios impositivos, pero no similares a los que se le dio a la industria porque en ningún caso ni en ningún año la reducción de Ingresos Brutos fue menor al 1 por ciento o eximido totalmente. Pero sí tuvo siempre una alícuota en el orden de los 2,5 al 3 por ciento, situación especial que ahora pedimos que se respete, por considerar esta actividad como un importante recurso para la Provincia.


En el aspecto inmobiliario, se advierte también que las nuevas bases imponibles van a generar un mayor monto de erogación del Impuesto Inmobiliario. Esta actividad, donde los establecimientos dedicados al turismo están asentados de raíz en esta Provincia y no pueden ser trasladados si la actividad no viene bien, debe soportar todos los eventos económicos que atraviese el país. Es por ello que esta actividad merece un tratamiento especial -y con esto no hablo de excepción- respecto a la alícuota que grava el Impuesto Inmobiliario. Sería bueno reducirlo del 4 por ciento a valores anteriores como, por ejemplo, el de los años 2006 ó 2007.


Respecto a los beneficios impositivos, en la ley de Presupuesto, en su Capítulo 3º, artículo 22, hay un cupo asignado para los beneficios de la Ley 7232, que contiene tres puntos: en el punto 1º se asigna 4.000.000 de pesos para respetar todas las acciones promovidas del año 2009 hacia atrás, porque son compromisos y situaciones de derecho adquirido. Lo que no se considera conveniente es el punto 2º, donde se asigna 8.000.000 de pesos para las acciones promovidas en los incisos a) y b) de la Ley 7232, así como en los c) y d), pero haciendo especial hincapié en el a) y b), referidos concretamente a la construcción de nuevos establecimientos hoteleros. Se considera que ya no es conveniente mantener ese beneficio de exención, por cuanto, y en primer lugar, la ciudad de Córdoba tiene totalmente cubiertas sus plazas hoteleras y no necesita que la Provincia siga financiando camas.


Llega un momento en que el empresario hotelero dice basta, lo que se hizo está bien, se llegó a un nivel. Pero si se sigue con esto se va a producir un caos, al no estar los niveles de ocupación como antes. Entonces, lo que se pide encarecidamente es que esa ley que sirvió como un buen instrumento de promoción sea directamente dirigida a las otras acciones de los incisos c) y d), ya que le hace falta a la ciudad promocionar salones de convenciones y congresos, además de caminos, y dejar todo lo que es construcción de nuevos establecimientos y nuevas plazas hoteleras exclusivamente al sector privado, para que sea el empresario el que haga un estudio de mercado y si no le conviene que no invierta; pero no que vaya a la Provincia a decirle “déme los beneficios porque este negocio no me cierra”.


El Poder Ejecutivo, según el artículo 22, tiene facultades para modificar; en este caso, se le está pidiendo que así lo atienda, y que hasta tanto sean derogados los incisos a) y b) del artículo 3°-que se va a pedir oportunamente- se mantengan los beneficios para los otros incisos, porque la Provincia necesita de promoción; y que esta ley y esta promoción se dirijan, precisamente, a aquellas zonas donde no hay establecimientos ni interés en invertir. Allí va el instrumento.


Finalmente, una cosa positiva a remarcar en el Código Tributario; se advierte algo muy importante, incorporar, a través del inciso 7) del artículo 19, como facultad de la Dirección determinar e inscribir de oficio al contribuyente que está ejerciendo la actividad y está al margen de la ley. Esto es muy positivo. Se entiende como un principio de equidad y de justicia para una sana competencia para que todos estén en la misma posición. 

Les dejo el memorial. Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al doctor David Carrera su participación en representación de la Asociación Hotelera, Empresaria y Gastronómica de Córdoba.


Invitamos a los contadores Trabalini y Flores quienes representan a la Cámara Empresarial de la Salud de Córdoba.

Sr. Trabalini.- Buenas tardes.


En nombre de todas las instituciones privadas de la salud de Córdoba, queremos agradecer la posibilidad que se nos da de expresar la situación de las empresas de salud en la Provincia y de proponer algunas reformas que quisiéramos que se realicen en el Código Tributario.

Queríamos expresar la delicada situación que estamos atravesando desde la crisis del 2001 hasta la fecha, período en el cual se han cerrado más de cien establecimientos privados. 

Particularmente este año, tenemos el caso de una gran institución privada de la salud que ha cerrado sus puertas y el Estado se ha tenido que hacer cargo de ella. 

Hay muchas instituciones privadas de la salud de Córdoba en similares condiciones. Casi el cincuenta por ciento se encuentra en concurso preventivo y el resto en situaciones de desfinanciamiento y con poquísimas posibilidades de adecuación tecnológica. Esto ha sido expuesto ante los Ministerios de Salud y de Finanzas.

El año pasado, cuando se dio la moratoria impositiva a nivel nacional, el Gobierno adhirió a la misma dada la situación que tenían las empresas de salud de la Provincia. En dicha oportunidad, el Gobernador dijo: “Las dificultades que atraviesa el sector de la salud privada, la magnitud de las obligaciones fiscales acumuladas, la situación económica y financiera de ese grupo de contribuyente y su rol en la comunidad, dado el servicio que prestan a la ciudadanía, exigen especial atención del Estado a fin de procurar alternativas para garantizar la continuidad de las prestaciones y el cumplimiento razonable de los compromisos tributarios”.

Al respecto, solicitamos que se revea la situación de Ingresos Brutos, fundamentalmente en las empresas con problemas, que son aquellas dedicadas a la atención de pacientes de obras sociales sindicales, nacionales y provinciales.

La Nación ya ha dado un respaldo a esta situación al reformar la Ley del IVA. Todas las prestaciones que se efectúan a afiliados a obras sociales sindicales, nacionales y provinciales, quedaron exentas del Impuesto al Valor Agregado; con una tasa diferencial quedaron las prestaciones que se daban a afiliados de la medicina prepaga y con tasa general las prestaciones que se daban a los afiliados particulares.

Por eso, dada la situación del sector, el cual da mano de obra a más de 15 mil empleados solamente en la ciudad de Córdoba, pretendemos que se dé también esta situación en Ingresos Brutos.


Solicitamos una exención para el caso de prestaciones que se brinden a los afiliados a obras sociales; una tasa diferencial para afiliados a la prepaga, y una tasa general para los afiliados particulares. Como vemos, se cierran clínicas que atienden a afiliados a obras sociales nacionales, provinciales y sindicales y se están abriendo, constantemente, instituciones que atienden a pacientes particulares. 


El contador Trabalini quería hacer alguna observación con respecto al Impuesto Inmobiliario.

Sr. Trabalini.- Quienes estamos en el sector salud no podemos instalar la clínica o sanatorio fuera de la avenida Circunvalación o en un parque industrial; tenemos que estar dentro de la ciudad de Córdoba, donde los pacientes tengan acceso rápido y fácil.


Las instituciones de salud no estamos creciendo por cuestiones de mayor mercado sino porque cada vez hay más pacientes, y tenemos que crecer porque hay que adecuarse a las nuevas normas del Ministerio de Salud –bienvenidas sean. 


Estamos instalados en centros poblacionales grandes o en algún pueblo por una necesidad, y crecemos por la necesidad de adecuarnos en cuanto a los metros cuadrados exigidos para terapia, para quirófano o para salas de espera o consultorios. Creemos que un Impuesto Inmobiliario como éste nos está poniendo un chaleco de fuerza y evita o impide seguir creciendo, con lo cual quedamos fuera de las normas que dictó el Ministerio de Salud.


Pedimos incluir un inciso dentro de las exenciones del Impuesto Inmobiliario y que se nos asemeje a lo que son los edificios de los partidos políticos, escuelas, asociaciones o mutuales, cuyas edificaciones están exentas del impuesto. 

Con respecto al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, no solicitamos no pagar el tributo sino que la norma sea adecuada a la normativa nacional: los pacientes que se llaman obligatorios, por su afiliación, que estén exentos del impuesto; pacientes voluntarios a una obra social, que estén gravados a una alícuota diferencial; y los pacientes que no posean cobertura de una obra social, estarán gravados por la alícuota general.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación a los contadores Trabalini y Flores, representantes de la Cámara Empresarial de la Salud de Córdoba.


Invitamos ahora a la señora Gladys Ponte, en representación de la Organización Católica por el Derecho a Decidir, acompañada por las licenciadas Daniela Ponce de León, Alejandra Domínguez, Maria Eugenia Olmos; y de los señores Exequiel Torres, Viviana Gigena y Laura Torres. Probablemente he nombrado a alguien que no está presente pero figura en lista.
Sra. Ponte.- Buenas tardes.

En primer lugar, quiero agradecerles el espacio que nos otorgan para venir a hacer nuestra petición.


Estamos en representación de diferentes organizaciones de la sociedad civil: del Movimiento Amplio de Mujeres de Córdoba, de organizaciones civiles de mujeres de Córdoba, del Consorcio de Organizaciones de la Sociedad Civil –CONDER- que hacen un monitoreo del Programa Nacional de Salud Sexual y Reproductiva a nivel nacional –nosotros lo hacemos a nivel local-, de los efectores de salud pública, de los efectores públicos de la Provincia y de los efectores públicos del primer nivel de atención, que son referentes de primer nivel de atención de la Municipalidad de Córdoba.


Nuestra preocupación está radicada en que la Ley 9073, sancionada por esta Legislatura el día 18 de diciembre del año 2002, promulgada el 6 de enero del año 2003 y publicada el 13 de enero del año 2003, establece que “se crea, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia de Córdoba, el Programa de Maternidad y Paternidad Responsable y serían beneficiarios de la presente ley la familia en especial y la sociedad en general, conforme a las disposiciones legales que rigen en la materia”.


El artículo 2, señala que “el presente programa tiene como objetivos fundamentales contribuir a la prevención y promoción de la salud, disminuir la mortalidad materno infantil y garantizar a todas las personas la decisión de sus pautas procreativas, en forma libre y responsable, y su órgano de aplicación es el Ministerio de Salud de la Provincia de Córdoba.


El artículo 10, establece que “el Poder Ejecutivo provincial deberá garantizar las partidas presupuestarias necesarias para la ejecución del presente programa.


El artículo 3, dice que “se establecen como actividades prioritarias para la obtención de los objetivos del presente programa, capacitar a los profesionales de la Salud sobre temáticas relacionadas con procreación y sexualidad, a fin de que los mismos informen, eduquen y asesoren sobre dichos temas a quienes lo soliciten”. Más adelante, el antedicho artículo continúa diciendo: “propiciar la realización de campañas de difusión sobre temas relacionados con maternidad y paternidad responsable, procreación, sexualidad y prevención de enfermedades de trasmisión sexual, especialmente el SIDA”. 


Nuestro reclamo no consistió únicamente en notas elevadas al señor Ministro de Salud y a la Subsecretaria de Programación, sino que nos sentamos en una mesa de diálogo conjuntamente con  la Dirección de Maternidad e Infancia, desde el año 2007 hasta julio de 2008.

Debido a mi carácter de profesional de la medicina, estuve en la reunión del día 12 de noviembre en que se apersonó el señor Ministro de Salud de Córdoba. Lo escuché atentamente referirse a cuántos millones había aumentado el Presupuesto de la Provincia de Córdoba en el área de Salud. Pero, ante una pregunta que le formulara un legislador acerca de la manera en que el citado Ministerio pensaba garantizar el Programa de Salud Sexual y Protección Responsable o de Maternidad y Paternidad Responsable, el Ministro dijo que desde el Ministerio de Salud de la Nación se enviarían insumos. 


Al respecto, sabemos que el citado Ministerio envía insumos cuando puede, pero en el año 2007 se llamó a una licitación internacional y el Ministro reconoció dos baches importantes, ya que expresó: “Tuvimos un bache para la leche, que debimos salir a comprar con precios más altos de los que corresponden”, y luego agregó que para el Programa de Salud Reproductiva habían tenido inconvenientes, por lo que tuvieron que comprar mal y caro. Cuando se le preguntó cómo pensaba garantizarla, dijo que el Ministro de Salud de la Nación había asegurado que este año enviarían insumos y, de no generarse inconvenientes, utilizarían su propio presupuesto.


El presupuesto propio con que la Provincia de Córdoba ha venido comprando en el año 2009 le corresponden al Programa de Funciones Esenciales y al Programas de Salud Pública, cuya sigla es FEST –que corresponden a los dos fondos internacionales de que dispone el Ministerio de Salud de la Nación–, que reconoce acciones sobre salud sexual y reproductiva.


El reconocimiento de que se compra mal, caro y que tenemos baches, deja en estado de seria desprotección a las mujeres y varones de la Provincia de Córdoba. Con el FEST, a través de estos fondos se compran los insumos que estaban en falta, pero desde hace más de tres meses no se otorgan a la Municipalidad de Córdoba, por ejemplo, anticonceptivos hormonales inyectables; o sea, la Provincia compra para los efectores provinciales, pero no para la Municipalidad.


La ley provincial expresa claramente que es “para toda la familia, en especial, y la sociedad en general”; por lo tanto, tanto la Provincia como el Municipio deberían tener los mismos derechos mujeres y varones. Esto se traduce en un serio problema, reflejado en el artículo 2º y que el Ministro también reconoció, expresando: “Vamos a trabajar fuertemente sobre esto”. Cuando se le preguntó qué había significado la mortalidad materna, dijo: “Lo vamos a mantener con toda la energía que haga falta, con presupuesto propio”. En el año 2007, hubo ocho casos de mortalidad materna; en 2008, fueron 21, y hacia fines de septiembre del año en curso –lo reconocieron aquí–, 28 muertes, que en realidad ya son más porque, en verdad, tenemos registrado un mayor número de casos.


Este año, al igual que lo hicieron el año pasado, se van a atribuir muchas muertes a la Gripe “A” H1 N1; entonces, me pregunto: ¿también harán lo propio con las mujeres jóvenes que murieron por abortos provocados, por no haber podido acceder a los métodos anticonceptivos que la ley debe garantizar?

Los índices de mortalidad materna e infantil son parámetros confiables para medir el avance de un país. Entonces, el hecho de que se hayan duplicado o triplicado los casos de mortalidad materna en 2007 es un llamado de alerta y de atención para las organizaciones de la sociedad civil que venimos monitoreando este Programa.


La muerte de un varón en una familia aglutina a los hijos, mientras que la muerte de una mujer joven frente a una situación inesperada, no buscada, que se ve obligada a elegir el número de hijos que deseaba tener y recurrir al aborto provocado, no sólo produce la desintegración de la familia sino que también provoca un impacto enérgico y severo en la sociedad que la rodea.


De tal manera, estamos muy preocupadas por esta situación que –lo reconoció el propio Ministro de Salud–  la partida presupuestaria no refleja. Por lo tanto, queremos preguntarles –para que nos respondan aquí– cuáles son las acciones que deben llevar a cabo los legisladores para que el Presupuesto de 2010 contemple las partidas que por ley corresponden para la asistencia de las mujeres y varones de la Provincia de Córdoba en todo su conjunto para evitar la mortalidad materna, que accedan a una maternidad y paternidad responsable pero de modo voluntario, que no sea porque tienen baches.


También para saber cómo vamos a capacitar a los profesionales de la salud sobre estas temáticas, porque muchos profesionales, si bien tienen muy buena voluntad, no están capacitados para trabajar estos temas que siempre tienen alguna arista que nos cuesta reconocer, aun como profesionales de la salud.


El otro gran problema que tenemos es cómo vamos a darle presupuesto a esta ley para propiciar la realización de las campañas de difusión sobre estos temas, porque si todas las mujeres y varones de esta Provincia estuvieran enterados de que hay una ley que los protege y un programa que los cubre es muy probable que no estuviéramos asistiendo a la muerte de mujeres jóvenes, que produce serias consecuencias en nuestra sociedad.


Gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos a la doctora Gladys Ponte, a las licenciadas Ponce de León, Domínguez y Olmos y las señoras Torres, Gigena y Cordero, que en representación de la Organización Católica por el Derecho a Decidir participaron de esta Audiencia.

Sra. Ponte.- Antes de terminar, queremos saber cómo se hace para incorporar esto en el Presupuesto, ¿o es un presupuesto cerrado? Nosotras vamos a seguir trabajando y monitoreando los programas, la Organización Católica por el Derecho a Decidir es miembro del Consejo Asesor del Programa Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, por eso estoy enterada de cuándo hay licitación, cuándo se caen y demás.


Entonces, la pregunta es: ¿ya no hay posibilidad de incorporarle presupuesto a esta ley que deberíamos garantizar porque se sancionó en este recinto? 

Sr. Presidente (Heredia).- Sí hay posibilidades, porque todos los elementos que nos aportan los ponemos a consideración de la comisión que trabaja en el tema, hacemos las consultas con el Poder Ejecutivo y después decidimos la incorporación o no, según los fundamentos de cada uno, en el Presupuesto. No está para nada cerrado, tenemos diez días hasta que lo llevamos a tratamiento al recinto, que será el próximo 25 de noviembre, por lo tanto, tenemos tiempo de trabajar sobre el mismo. 

Está absolutamente garantizado que el tema lo vayamos a discutir y vamos a conversar con el Ejecutivo, luego tenemos por norma informarles por escrito a fin de año, si es que ustedes no están informadas antes o no vienen a la sesión definitiva, cuál ha sido el resultado de su exposición.

Muchas gracias, y disculpen por no haberlas nombrado a todas, pero sólo tenía este listado.


No habiendo más exponentes, agradezco la participación de todos y formalmente declaro cerrada la Audiencia Pública que con motivo del tratamiento del Presupuesto General de Gastos y Recursos de la Provincia se efectuó en el día de hoy.


Muchas gracias a todos.

-Es la hora 18 y 29.

